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INTRODUCC ION. 

LA RECTORIA DEL ESTADO EN LA ECONOMIA Y LOS NUEVOS SUPUESTOS 

QUE PLANTEA LA LEY DE ENTIDADES PARAESTATALES. 

México vive una crisis que generará profundas transformaciones 

en sus estructuras económicas, políticas y sociales. Los cam-­

bios que en todos los órdenes se producen nos obligan a anal i-­

zar desde una perspectiva distinta el orden jurídico. 

El orden jurfdico es el sustento fundamental del Estado de Oer~ 

cho y es en él donde se constituye la sociedad como unidad orgE_ 

nizada. Parafraseando a Kelsen. diremos que la sociedad puede 

ser más que una suma de individuos en cuanto constituye un ar-­

den que le da la unidad; por ello, Kelsen define al Estado como 
11 la sociedad pal íticamente organizada" 11 . La sociedad está -­

constituida por una organización y toda organización es un ar-­

den. El Estado es una organización política, porque es un or-­

den que regula, 11 monopolizando el uso de la fuerzaº ~/, la v.ida 

de la sociedad. En cuanto al orden, el Estado tiene su susten­

to en el Derecho, pues el uso de la fuerza no puede ser arbitr~ 

ria. "El Estado es una sociedad políticamente organizada, por­

que es una comunidad constituida por un orden cohercitivo y es­
te orden es el Derecho" ~/. 

!J Kelsen, Hans. Teoría General del Estado del Derecho, Mex.., 
U.N.A.M., 1983. 

:?,.! lbidem. 

ll lbidem, p. 226. 
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Es así que, cuando vemos cambios profUndos en la sociedad, se -

hace necesario revisar el orden jurídico y las transformacio--­

nes, que se producen del Estado de Derecho. 

La sociedad mexicana contemporánea es producto de una revolu--­

ción social que dió origen a nuevas instituciones y estructuró 

a una forma muy novedosa de organización del orden jurfdico. Se 

abandonó el modelo 1 iberal al formularse la primera constitu--­

ci ón que reconoce derechos socia 1 es. 

Cuando se generalizó el modelo de constitución social, se orig_i. 

nó una profunda transformación en la teoría constitucional y en 

la filosofía del derecho. Una nueva base dió, desde entonces, 

sustento a la organización del Estado, pues se abandonó la idea 
del individuo como única fuente del orden social; para aceptar 

la existencia de los grupos y las clases, y los derechos socia­

les. 

En este momento vivimos la reaparición de la teoría 1 iberal ba­

jo nuevas propuestas, el Estado está sufriendo cambios sustantj_ 

vos a partir de estas proposiciones. La crisis contemporánea -

ha alcanzado a las instituciones estatales en todo el mundo y -

México no se ha podido sustraer a estos procesos. 

Este trabajo intenta explicar la forma como en México se ha ido 

adaptando el orden jurídico a las transfonnaciones de la socie­

dad, en el horizonte de la crisis. Como objeto de estudio para 

realizar este análisis, se tomó la 11 Ley de Entidades Paraestat_i!, 
les 11

, por considerar que es uno de los temas de mayor relevan-­

cía dentro del debate contemporáneo respecto del Estado, es el 

que se refiere a la rectoría de éste en la economía y a la fun­

ción de la empresa pública en México. 
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No es mi intención concluir el debate, sino únicamente aportar 

elementos que enriquezcan su contenido. Me parece importante -

el proceso de renovación de las instituciones jurídicas,_ pero -

también me parece un asunto en extremo delicado. Cada nueva -­
ley resuelve un conjunto de problemas pero también propone nue­

vos cauces de acción. 

En este trabajo me propongo senalar algunos de los problemas -­

que plantea la Ley de Entidades Paraestatales y su relación con 

la unidad del orden jurídico. Para ello, en el capítulo uno -­

analfzo la participación del ~stado en la Economi'a, para des--­

pués, en el segundo capftulo, estudiar el problema de la empre­
sa pública en la doctrina administrativa mexicana. En el ter-­

cer cap"ftulo reviso el proceso de formulación de la ~ey de Ent..:!.. 
dades Paraestatales, y, en el último capftulo se enuncian algu­

nos problemas que la ley trae consigo¡ para finalmente exponer 

algunas conclusiones sobre el desarrollo del Estado de Derecho. 

En el capítulo que se refiere a la participación del Estado en 

la economfo, se intentan los antecedentes de dicha interven---­

ci6n, para lo cual en la primera sección se presentan las di-­

versas doctrinas sobre 1 a relación del Es ta do con 1 a economía; 

y se describe el problema teórico. En este esfuerzo se buscó -

aprovechar la visión que desde la economía se tiene de este pr_g_ 

blema. 

En la segunda sección, se hace una revisión de la participación 

del Estado en la economfa desde la perspectiva histórica; para 

comprender el proceso de desarrollo de estas entidades. La te.r. 

cera sección propone el análisis de los procesos de reprivatizE_ 

ci6n, pues éstos determinan el estado actual del debate sobre -
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la empresa pública. El análisis que en esta sección se hace e~ 

tá referido a los problemas económicos que el proceso de repri­

vatización implica. 

En la cuarta sección se hace el estudio de la participación del 

Estado en la economía, desde la óptica del sistema jurídico me­

xicano, centrando la discusión en el modelo constitucional; --­
pues me parece que es ahí donde se encuentra el fundamento org,4. 

nico, desde el cual debe ser anal izado el concepto de Estado de 

Derecho. 

La quinta sección plantea la discusión jurídica general sobre -

la participación del Estado en la economía y las adaptaciones -
que implica para el modelo jurídico en que se sustenta el Esta­

do de Derecho. En esta sección la discusión está planteada en 

términos generales y abstractos. p_ues se pretende formular una 

teoría en el ámbito de la doctrina jurídica. 

En el capítulo 2. las cuestiones fundamentales a ser resueltas 

son dos: 

Por un lado, se revisa la doctrina administrativa relativa a la 

empresa pública, ya que la exposición de este tema busca situar 

a la Ley de Entidades Paraestatales en el marco del derecho ad­

ministrativo. La segunda sección de este capítulo. revisa la -

personalidad jurídica de las entidades; así como sus facultades 

y atribuciones en la perspectiva de la doctrina; en razón de -­

que los supuestos que 1 a Ley de Entidades Paraestatales plantea 

están de alguna manera vinculados con los temas que son materia 

del debate en la esfera del derecho administrativo. 
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El tercer capítulo se ocupa del proceso de formulación de la 

Ley de Entidades Paraestatales. El capítulo, se inicia dando -

cuenta de los antecedentes de la Ley de Entidades Paraest.atales 

en el ámbito de las instituciones jurídicas. En la segunda se~ 
ción se revisa porn1enorizadamente la iniciativa del Ejecutivo, 

-tanto en lo que se refiere a la exposición de motivos como el 

capitulado-. La tercera sección, trata del debate y el dicta-­

men en la Cámara de Diputados, donde la ley fue objeto de un -­

profundo análisis, no siendo el CclSO en la Cámara de Senadores; 

donde la aprobación no implicó nuevos cambios en la iniciativa. 

La última sección de este capí~ulo se refiere a la Ley de Enti­

dades Paraestatal es vi gente. 

En el último capftulo se señalan los supuestos que la nueva Ley 

de Entidades Paraestatales integra al orden jurídico. En la -­

primera sección, se describe la naturaleza de dos problemas pa.!: 

ticulares inmersos al articulado de la Ley~ y en la segunda, se 

expone el problema general que ésta implica, proponiendo algu-­

nos planteamientos al debate materia del orden jurídico en la -

época contemporánea. 



l. ESTADO Y ECONDMIA EN MEXICO. 

1.1 La participación del Estado mexicano en la economía; problema -­

teórico y debate ideológico. 

la revisión de la actividad económica estatal forma parte sustancial 

de la evaluación global del desarrollo mexicano surgida a partir de -

la crisis. La reconstrucción de los hechos que dieron lugar a este -

contexto particular, su explicación. interpretación así como las pro­

puestas de polftica económica para su superación han constituido el -

ejercicio infatigable de los diversos segmentos de la sociedad. 

El anterior proceso no ha sido exclusivo de México, el papel del Est~ 

do en la economía ha sido discutido ampliamente en naciones más desa­

rrolladas precisamente por su incidencia como elemento exp1 icativo de 

la crisis de países como los Estados Unidos o Gran Bretaña. 

La teoría económica que ha encabezado esta revisión ha sido la neocl!_ 

sica o monetariste, cuya principal propuesta ha sido la liberación -­

del mercado y que identifica como principal impedimento para este --­

efecto, al conjunto de polfticas, instrumentos y actividades estata-­

les en la esfera económica. Las crisis en los paises señalados y en 
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algunos de América Latina se ha atribuido en gran parte a las distor­

ciones y asignación deficiente de recursos derivada de la interven--­

ci6n económica gubernamental. 

Para los monetaristas los precios de los bienes y servicios, así como 

las tasas de interés y el tipo de cambio deben sujetarse exclusivame_!! 

te a la demanda del mercado. Los controles sobre la determinación de 

los niveles de precios, sobre la asignación de crédito y valuación de 

la moneda no hacen más que entorpecer el funcionamiento sano de la 

economía. Además de los controles, el gasto público debe limitarse lo 

más posible para que a su vez se 1 imiten sus necesidades de financia­

miento cuyas principales fuentes son los impuestos y los créditos del 

sistema financiero nacional e internacional o la emisión dineraria. -

El incremento de las tasas impositivas o en la disposición de crédito 

del sistema financiero o en la emisión de billetes por parte del go-­

bierno. incide directamente en los costos de producción y financia--­

miento del sector privado. 

No sólo son los controles, los impuestos o la competencia por los cr~ 

ditas disponibles lo que distorsiona la economía, sino sobre todo la 

intervención gubernamental directa para proporcionar bienes y servi-­

cios tales como alimentos básicos. transporte. vivienda. salud, educ~ 

ci6n. etc., destinados a los sectores de la sociedad de menores ingr~ 

sos y a precios inferiores a los prevalecientes en el mercado. 
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De lo anterior. no s61o se critica 1 a competencia desleal que esta a.f. 

tiv idad gubernamental implica y que afecta 1 a actividad privada, si no 

la ineficiencia operativa con que se lleva a cabo,que se evalúa prin­

cipalmente por el tamaño de sus aparatos administrativos y los gastos 

corrientes del sector públ ice. 

En ténninos generales, la intervención econ6mica del Estado se evalúa 

desde esta perspectiva teórica por su eficiencia para promover la acu­

mulación de capital y la asignación de recursos en la economía. Des­

de luego, garantizar el cabal cumplimiento de las leyes del mercado y 

la 1 ibre concurrencia de los agentes económicos no pueden ser los úni 

cos objetivos de un Estado, éstos son también definidos por los proc~ 

sos sociales y polfticos de las naciones y no exclusivamente por los 

econ6mi cos. 

Precisamente la intervenci6n del Estado en la economía surge cuando -

se evidencia que los objetivos de una nación sean éstos el bienestar 

básico del conjunto de sus miembros> la industria1izaci6n> el desarr..e_ 

11 o económico independiente> etc .• no serán a 1 canzados automát i e amen-

te por los mecanismos tradicionales del mercado o por la libre concu­

rrencia de los particulares. 

En el contexto de la Gran Depresi6n que J.M. Keynes propone ante los 

''incon~enientes de la sociedad económica ••••• para procurar la ocupa-
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ción plena y su arbitraria y desigual distribución de la riqueza y 

los ingresos" l/. la intervención del Estado en la economía. La res­

puesta del Estado ante los ciclos cdticos de la economía debía ser -

por un lado expandir el gasto público para estimular el consumo y por 

otro. fijar las tasas de interés, ambas políticas propiciarían la in­

versión y permitirían el pleno !:!mpleo. 

Ante la primacía de 1 a doctrina filosófica del individualismo que su~ 

tentaba el liberalismo económico. 1 a perspectiva t~eynes i ana perfiló -

las nuevas funciones del Estado en la economía capitalista y a pesar 

de la controversia que suscitó. gozó de una amplia aceptación por --­

constituir una alternativa en el contexto de crisis. El argumento de 

Keynes en este sentido fue " .... mientras el ensanchamiento de las fu!!. 

ciones del gobierno supone la tarea de ajustar la propensión a consu­

mir con el aliciente para invertir, parecería a un publicista del si­

glo XIX o a un financiero norteamericano contemporáneo una limitación 

espantosa al individualismo. yo las defiendo, por el contrario, tanto 

porque son el tJnico medio practicable de evitar la destrucción total 

de las formas económicas existentes, como, por ser condición del fun-

ll Keynes J.M., "Teorla General de la Ocupación, el Interés y el Di­

ner0119 fondo de Cultura Ecorn5mica, México, 1974, p. 328. 
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cionamiento afortunado de la iniciativa individual",?:_/. 

El impacto de la teorla f~cynesiana trascendió el simple hecho de que 

la 'intervención estatal salvarla al capitalismo y a sus agentes econ.2 

micos fundamentales. en su perspectiva, estos objetivos no estaban -­

disociados del empleo y la redistribución de la rfc:ueza. Con ésto úl 

timo, la intervención estatal se justificaba además por su función s_Q_ 

cial. 

En este contexto. el ideario de la social democracia alemana y el la­

borismo inglés que propugnaban por una acción estatal que atendiera -

en fonna preponderante la demanda social (Estado Social de Derecho), 

ejerció su influencia para que a partir de la política coyuntural de 

asistencia social adoptada por los gobiernos que pusieron en práctica 

los postulados Keynesianos se accediera a una pol ltica permanente de 

bienestar. El mejor ejemplo de esta transición lo constituyen algu-­

nos de los programas emergentes del New Deal en Estados Unidos .. que -

no sólo se hicie:ron permanentes sino se ampliaron a partir de entón--

ces. }_/. 

~/ Idem, p. 335 

~/ Este es uno de los hechos de la administración pública norteameri­

cana más criticados por los monetaris.tas. Ver: Friedman. M. ''Libe! 

tad de Elegir", Orbis, Barcelona. 1983, pp. 135-141. 
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A esta forma de Estado ampliamente difundida en los países occidenta­

les se le ha llamado Estado de Bienestar (o Benefactor) en el que --­

" ... la extensi6n deficitaria de los servicios estatales o el desequi­

librio financiero de la actividad estatal encontraban justificación -

en el hecho concreto de satisfacer las necesidades sociales reales --

que se miraban como impostergables". ~/. 

Con todo lo anterior. han si_do destacados los eleme11tos del problema 

de la participación del Estado en la economía al nivel de la teoría -

económica monetari sta y Keynes i ana, as 1' como 1 as caracterist icas del 

contexto económico y pal itico en que ésta última configuró el papel -

del Estado en las sociedades capitalistas. Lo que ha sucedido últim_! 

mente, es que los principios económicos que fueron descalificados por 

el Keynesianismo, ahora en el reciente contexto de crisis mundial, r~ 

surgen para ser reivindicados por lo que se ha llamdo el neoconserva­

durismo (en Estados Unidos y Gran Bretaña) o neoliberalismo (en el se_!! 

tido econ6mico), cuyo principal objetivo ~s reducir la actividad est~ 

tal en toda aquella área de la economía que no proporcione beneficios 

directos a la actividad de los particulares. 

1,/ Reyes Heroles, F., "Neoliberalismo y Rectoría Estatal" en lnstit!!, 

to de Investigaciones Jurfdicas (comp.) ºLa Constitución Mexica-­

na: Rectoría del Estado y Economfa Mixta", Porrua, México, 1985, 

p.220. 
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Esta corriente con el sustento de 1 a teoria econ6mica monetari sta y -

con el planteamiento renovado de un Estado guardián como .Propuesta p~ 

1 ftica ha centrado su crftica en el modelo de Estado de Bienestar. R~ 

yes Heroles resume el impacto y racional id ad de esta crft ica en los -

siguientes términos: 

"Con el neoliberalismo lo que vivimos en el fondo es una brutal sacu­

dida de la jerarqufa de los valores sociales, de lo deseado socialme!!_ 

te, de la utopía subyacente a todo proyecto estatal. ( ... )No se tra­

ta de observar en funci!Sn de qué se necesita socialmente, sino de qué 

se brinda. Todo satisfactor sin sostén económico real deberá ser elJ. 

minado, asi se trate de ayuda social. Se enfrenta al estado social -

un rea 1 ismo como respuesta. Es cierto. 1 os excesos mismos del 11 ama­

do estado de bienestar provocaron desórdenes financieros y con el los 

procesos inflacionarios de magnitudes extraordinarias que a la larga 

1 aceran. en primer término a 1 propio asalariado. ( ... ) Sin ingenui da­

des ni maniquefsmos: el neo1 iberalisrno encontró •mucha tela de donde 

cortar• en los usos personal izados y derrochadores que a nombre del -

estado de bienestar se hicieron. Pero no deben confundirse las ins-­

tancias". f/ 

La estrategia que el neoliberalismo propone para restaurar el "lai--­

ssez faire 11 en la economfa es la reprivatizaci6n de las actividades -

É_/ Jdem pp. 220-221. 
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gubernamentales sobre todo de aquellas orientadas a satisfacer la de­

manda de servicios sociales, P.n parte para que el consumidor de estos 

servicios tenga la libertad de elegir varias alternativas y sobre to­

do por la ineficiente administración estatal. 

La creciente adquisición por parte de particulares de fondos de reti­

ro, de hospitales, de escuelas, etc., que eran administrados por el -

Estado, en países como Gran Bretaña. Estados Unidos e incluso de Latj_ 

noamérica, como Chile, se ha convertido en una práctica nonnal. Los 

efectos del nuevo manejo de estos servicios con criterios de rentabi-

1 idad ya han sido ampliamente reseñados por diversos autores. ~/. 

J.K.Galbraith ha considerado que tanto la reimplantación de los critg_ 

rios de la politica monetaria en la pol itica económica así como la r~ 

privatización de los servicios públicos no es otra cosa que una "su-­

blevaci6n conservadora" dado que éstas 11 favorecen resueltamente los -

intereses de los acaudalados frente a los pobres. aunque no faltan e.!! 

tre los sublevados algunos que se muestran reticentes al respecto" z¡. 

&! Para los casos de Gran Bretaña y Estados Unidos ver: Titmuss. R.­

M. ºPolítica Social", Ariel Barcelona. 1981 1 pp.41-61; El experi­

mento reprivatizador en Chile a partir de la aplicación de las PE. 

líticas Friedmanianas se describe en: Portales. 0.C. y Valdes. J. 

G. "Chile el modelo de Friedman en crisis" en Green. R. (Coord.)­

"Los mitos de Milton Friedman". CEESTEM 1 México, 1983 1 pp.222-228. 

Ji Galbraith, J.K. "Predicciones para los ochenta" en Vuelta, No.41 1 

Abril del980,p.17. 
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Sobre las consecuencias sociales de la aplicación de estas políticas 

Gal braith advierte "como los efectos ya no serán puramente verbal es -

sino materia de la experiencia concreta, es posible que al final des­

cubran que, después de todo ya no son tan conservadores. Allá en el -

fondo del alma se me agazapa un furtivo anhelo de pa1 social, un de-­

seo sospechosamente teñido de conservaduri srno. No nos quepa duda de 

que la paz social se erige sobre el contento, no de los pocos situa-­

dos en la cima. sino de los muchos que están abajo". §/ 

Los defensores (de las diversas áreas de las ciencias sociales y de d_i 

versos países) de la intervenci6n del Estado no han dejado de recono­

cer las deficiencias de ésta, pero tampoco han dejado de poner en el~ 

ro las razones sociales económicas. pal íticas e históricas de dicha -

intervención en el contexto de las economías capitalistas. 

Puede atribuirse parte de la crisis económica las deficiencias de la 

actividad estatal, pero no como la causa suficiente de la misma. al -

mismo tiempo que no debe ignorarse la función social y de apoyo a la 

libre empresa que esta actividad ha reportado evitando en la mayoría 

de los casos conflictos sociales y crisis que requiera11 algo más que 

simples ajustes de pal ítica econ6mica. 

§/ Jdem, p.19 
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Por un lado los neolibera1-conservadores que ya han ganado posiciones 

en la estructura política de sus respectiVos países deberían como lo 

señala Galbraith. poner en práctica "métodos de ensayo objetivos so-­

bre la base de las necesidades y las alternativas a las que se ha re­

nunciado". p_¡. Que sugiere también a los que defienden el "consenso 

econ6mico y social" de la intervención estatal la tarea de "enmendar-

101 renovarlo y ~olverlo a planear en los puntos donde falla en la ªE 

tual idad". lQ/. 

No obstante. la decisi6n fundamental reside en la sociedad, es ésta, 

como lo señala Titmuss. la que debe escoger. entre más gobierno o más 

mercados; más 1 ibertad para algunos a expensas de otros; más justicia 

social para algunos y menos 1 i bertad para otros; etc. l!./. En pocas 

palabras, es decisión de la sociedad, en base a sus objetivos la que 

determina el papel del Estado en la economfa, aunque, en principio p~ 

rezca un problema que concierne a la teoría económica, es fundamental 

mente, un problema de teoría po1 itica y de revisión de procesos soci_Q 

históricos. 

9. ldem. 

10. Galbraith J.K., 11 La Embestida Conservadora" Revista Mexicana de -

Sociología, Año XLIII, Vol.XLIII, tlo.Extraórdinario, 1981, p.1796. 

11. Titmuss, R.M., ·oµ. cit. p.182. 
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Con todo lo expuesto hasta aqu'f puede ubicarse la discusión nacio-­

nal en un contexto m~s amplio y a la vez puntualizar sus elementos 

particulares. Como se mencionó al principio, es en los inicios de 

la crisis mexicana, que como en 1976, coincide nuevamente con el -­

término de un sexenio, que la actividad económica del Estado es --­

puesta en entredicho. La administración del Presidente López Portj_ 

llo te1·min6 con un pronunciado déficit fiscal, una deuda públ ~ca e~ 

terna que comprendía la mayor parte de la deuda nacional, con una -

expansión monetaria sin precedentes y además con la nacionalización 

de la banca privada y el establecimiento del control generarilazo -

de cambios. 

Independientemente del impacto de 1 os desajustes económicos intern~ 

cionales sobre la economía mexicana, el desmesurado crecimiento de 

las actividades del Sector Público propiciado en parte por las ex-­

pectativas sobre los ingresos de la exportación del petróleo, con-­

tribuyó de manera significativa a la debacle económica. cuyo inicio 

es marcado por la caída de los precios del petróleo en el mercado -

internacional~ También influyeron en el descrédito de la capacidad 

administrativa del Estado los actos de corrupción ampliamente diful! 

didos por la prensa de algunos de los principales funcionarios pú-­

bl icos. 

En estas circunstancias la apl icaci6n de 1 as pol iticas monetaristas 

encontraba su mejor momento. no sólo por 1 a creencia general izada -

de una administración pública deficiente. sino por la incidencia --
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real de estas deficiencias en la agudización de la crisis económica. 

la cuestión era lhasta que punto se reduciría el gasto público, so­

bre todo el destinado a programas sociales?; lcuántas y cuáles em-­

presas y servicios públicos serian reprivatizados?; dado que el cr~ 

cimiento del gasto púb1ico en sus programas de desarrollo económico 

y social, así como la actividad de las empresas públicas. fueron -­

los dos principales elementos de la actividad económica estatal 

puestos en entredicho. En pocas pa 1 abras. lcuál seria el nuevo pa­

pel del Estado en la economía?. 

En el Plan Nacional de Desarrollo 1983-1988 el Presidente Miguel de 

la Madrid definió los lineamientos de la asignación directa de re-­

cursos por parte del Estado en los siguientes términos: 

-continuar atendiendo la provisión de los bienes y servicios es-­

tratégicos a cargo del Estado, d_e acuerdo al ritmo de expansión -

de la economía; .•• (revisar) a fondo las inversiones públicas pa­

ra consolidar las que sean prioritarias y eliminar aquellas que -

no lo sean; _!g/ 

.!..~/ Poder Ejecuti~o federal "Plan Nacional de Desarrollo 1983-1988" 

Secretaría de Programación y Presupuesto, 1983. pp 173-174. 
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Por lo que se refiere a los prop6sitos de 1 a pol ftica de empresa pú 

bl ica cabe destacar 1 os siguientes: 

" - Fortalecer el carácter mixto de la economía, participando en -­

sectores estratégicos que le son reservados por mandato constitu­

cional al Estado y con los sectores social y privado, de acuerdo 

con la ley para impulsar y organizar las áreas prioritarias del -

desarrollo. 

-Participar en la oferta de bienes y servicios socialmente neces.!!. 

rios y en aquellas actividades de producción básica que no sean -

cubiertas suficientemente por la iniciativa particular .•. 

-Modernizar su organizaci6n, elevar sus niveles de productividad 

y propiciar su reestructuración de acuerdo a la dotación interna 

de factores y a las condiciones actuales de la economía. 

-Regular 1a actividad de los mercados de bienes y servicios nece­

sarios y estratégicos a través de su participación directa o indj_ 

recta. con objeto de reducir los efectos negativos producidos por 

la desigualdad en el ingreso. 

-Adoptar mecanismos y pol fticas que garanticen el cumplimiento de 

sus objetivos y la moralidad en su administración" Q/. 

ll/ Jdem p. 178. 
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Como puede apreciarse a pesar del serio cuestiona.miento a que se som~ 

tió la actividad econ6mica estatal,. la nueva admininistraci6n mantie­

ne incolumnes los principios que han regido la participación del Est.e 

do mexicano en la economla. En 1os objetivos de la pal ftica de gasto 

público sigue ocupando el primer lugar 1a promoción del "desarrollo -

social mediante la generací6n de empleos. la prestación de servicios 

básicos" y propiciar
11
la redistribución de1 ingreso mediante el siste­

ma de subsidios 11
• l!Y· Es decir prevalece la función del gasto públJ. 

co como instrumento de justicia social. 

La pal ftica de empresa pública par su parte r-eitera 1 a intervención -

del Estado para "impulsar y organizar" a los agentes económicos; su-­

p1 ir la insuficiencia de los particulares para producir bienes y ser­

vicios "socialmente necesarios"; regular y participar en e1 mercado -

para reducir los efectos de la desigual distribuci6n del ingreso. 

En general, se ha propuesto racional izar tanto el gasto público co:r.o 

la actividad del sector paraestatal de acuerdo a la evolución de la -

economfa, también se propuso un mayor control administrativo para as! 

gurar el manejo eficiente y honrado de los recursos públicos~ De im­

portancia particular para el presente trabajo es el esfuerzo que en -

.!Y ldem p.169. 
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materia jurldica requerirfa la reordenaci6n de las empresas públicas..,. 

\a. fin de nonnar los aspectos de organización y funcionamiento que no 

estén suficientemente contempladas en la 1egislaci6n Vigente, dando -

respuesta, en el marco del derecho a las transformaciones recientes -

que ha tenido la empresa pública en nuestro país". 111· 

Dado lo anterior, puede concluirse que ante el realismo monetarista -

Y repriVatizador, el Estado da Prioridad a la realidad político-so--­

cial de la nación para mantener su participaci6n en la economia,si no 

en las mismas proporciones y con los mismos alcances, si con los mis­

mos objetivos. 

El problema de la participación econ6mica del Estado mexicano en los 

próximos años será el de los 1 imites que imponga la evolución de la -

economía, cuyas perspectivas son poco alentadoras. Valdria ent6nces 

1 a pena hacerse 1 as sigui entes preguntas: lqué 1 imitaciones impondrá 

la creciente escacez de capital a la regulación estatal?; lqué posi­

bilidades existen para la acción promotora de desarrollo social y de 

redistribución del ingreso de un gasto público cada vez más reducido?; 

lcuál es el futuro de las tareas de inducción de la actividad económj_ 

ca general, de regulación del mercado y de producción de bienes so--­

cialmente necesarios a precios accesibles, de una empresa pública an-

.!Y Jdem p.180. 
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te el desaflo de una mayor racionalidad y eficiencia económica?. 

Lo anterior supone sin duda un ejercicio de redefinici6n cada vez más 

profundo de las prioridades de la actividad económica estatal de ---­

acuerdo a las prioridades de la sociedad en el marco de la realidad -

económica nacional. Este ejercicio ha comenzado con las reformas --­

constitucionales a los artículo:> 25, 26, 27, 28 y 73; con las modifi­

caciones a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y; -­

con el decreto de la Ley Federal de Entidades Paraestatales. 

los recortes de personal de la administraci6n pública, la venta, fu-­

sión y liquidación de alguna!:> empresas paraestatales, los incrementos 

en precios y tarifas de bienes y servicios del sector público, el re­

tiro de subsidios a algunos !)reductos básicos, etc., son algunas de -

las medidas adoptadas a partir de esta redefinici6n. No obstante, -­

los l'imites de este proceso deben ser aclarados con anticioación. Una 

nueva parte de la historia será escrita, no sin el consenso de la so­

ciedad. La única garantía para acceder a una historia deseada está -

en la ley, preparar jur'idicamente el futuro dé- la µdrt.icipación del -

Estado mexicano en la economía es, sin duda, un deber impostergable -

del gobierno y la sociedad. En esta perspectiva se inscribe el pre-­

sente análisis a la Ley Federal de Entidades Paraestatales. 
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1.2 Antecedentes Históricos de la Participación del Estado en la -

Economía. 

Las nuevas formas de relación que en el siglo XX impone el sistema e~ 

pitalista mundial a los países que lo integran, hacen comprender a -­

los Estados Latinoamericanos que es fundamental su participación para 

el logro del crecimiento económico. 

México, no es una excepción. Contando con un marco jurídico dado por 

la Constitución de 1917, el Estado, mediante su actuación impulsará -

el desarrollo de la vida económica nacional. El problema es enfrent2. 

do desde dos niveles: por una parte la necesidad de integrar al país 

a las formas de división del trabajo que se expresan a nivel interna­

cional. El proceso de industrialización es un elemento a considerar. 

por medio del cual se pretende lograr una situación favorable a Méxi­

co en sus relaciones económicas internacionales. Por otra parte. el 

crecimiento económico va a depender del compromiso que los sectores -

sociales adquieran con el proceso. En América Latina -en México en 

particular-, el sector privado fue un sector débil que no contaba con 
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1a capacidad de intervención necesaria en el desarrollo econ6míco. por 

tanto correspondi6 al Estado el asumir dicha responsabilidad. 

El Estado mexicano paulatinamente fue intensificando su participación 

en aquellas actividades directamente relacionadas con la economla. En 

este sentido, es necesario destacar las principales aportaciones de 

los gobiernos postrevolucion¡;¡rios. México como ningún otro pa'ís de -­

América Latina~ logr6 la condición básica para la realización de cual­

quier proyecta: la establlidad política. A fines de 1a década de los 

20's. se inició el proceso de institucionalización de las relaciones -

Sociedad-Estado a través de la creaci6n de las instancias políticas"!:. 

cesarías. En 1929 nace e1 Partido Nacional Revolucionario (anteceden­

te de1 PRl) que garantizarfa el acceso al poder polrtico en forma org~ 

nizada y como una idéa de proyecto nacional. destruyendo el caudi11 is­

mo local. Paralelamente. se crearfan las instituciones estatales cla­

ves: Secretarías de Estado, instituciones financieras. empresas púb lj_ 

cas. etc. 

Sin embargo, es preciso señalar que la particípaci6n del Estado en 1a 

economfa y la creación de las empresas públicas, no encuentra sus ori-

genes en e1 proceso rev~1ucionario. sino desde la etapa colonia. En 

el virreinato. se crean los organismos precursores de la empresa esta-

tal. Tal es el caso del estanco del tabaco o Real Renta del Tabaco, 
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cuyas funciones consistían en la reglamentación y supervisión de las 

actividades de siembra, procesamiento y venta del tabaco,. con el pro­

p6sito de aumentar el poder económico de la Corona. ]J· 

En 1 a misma etapa nacen: la Casa de 1 a Moneda ( 1762) y la Fábrica -­

Real de P6lvora en 1780. Instituciones todas que tenían como función 

asegurar el control por parte del Estado de ciertas actividades econ.§. 

micas, principalmente en las r?mas mineras y agrícolas, protegiendo -

asi los intereses de la metr6pol i. 

Ya en la época independiente, el Estado impregna al interés nacional -

su idéa de empresa pública, creando instituciones que posibiliten el 

desarrollo de áreas dentro de la economía que habían estado restringi 

das por el in tefes Colonial. Es el caso de la instauración del Banco 

de Avío {1830) cuyo objetivo fue desarrollar la industria textil, asi 

como, promover la instalación de fábricas de papel. Para dar solu--­

ción a los problemas de emisión de moneda, y controlar su circulacións 

en 1837 se funda el Banco de Amortización de la Moneda de Cobre. 

El papel que corresponde al Estado dentro de la actividad económica, 

fue definido con más claridad en el último período del gobierno de --

ll Carrillo Castro, Alejandro y García Ramfrez, Sergio. Las Empresas 

Públicas en México. Ed.Porrúa. Méxicos 1983. pág. 33. 
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Santa Ana. El 22. de abril de 1853, se dictó el decreto gue establece 

que el Ministerio de fomento, Colonización. Industria y Comercio, se­

rla el responsable de la expedición de patentes, privi1egios o conce­

siones y del fomento de todas las ramas mercantilc,>s e industriales. -

Se encargarla a su vez del control y desarrollo de las v'ias de comunj_ 

cación, así como de 1a elaboración de estadísticas generales del pafs 

y en particular de las industriales, agrícolas. mineras y mercantiles. 

la etapa Porfirista, también es clave para la comprensión de este pr2_ 

ceso. El fortalecimiento y la central iz'3ci6n del poder por parte del 

Estado, permitió la expansi6n capitalista. Durante el gobierno de -­

Di'az se favoreció a las inversiones extranjeras,, orientándolas hacia 

las actividades primarias de exportación, así como hacia la creación 

de la infraestructura física. comercial y financiera. necesaria para 

el desarrollo de la actividad agrícola de exportación y la mineda. -

Paralelamente surge una actividad industrial de cierta importancia. -

la cual estuvo caracteri2ada por la producción de bienes de consumo -

para el mercado interno (cal2ado y textiles principalmente). 

Como ya se ha señalado, será a partir de 1917 que la influencia del -

Estado en la vida ec:.onómica y social del pals. vaya en aumento dado -

su papel de principal responsable de la promoción del desarrollo na-­

cional.: ·1/. 

'J:./ Carrillo Castro, Alejandro. Op.cit. pág. 36. 
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El concepto de crecimiento econ5mico 1 igado a una p1aneaci6n estatal 1 

como se destaco, se origina en la Constituci6n de 1917. los primeros 

intentos son dados a conocer por el General Cal les en septiembre de -

1928, donde plantea que es el momento de intentar un proyecto de des!!_ 

rro11o econ6mico basado en el cálculo, las estadistiCas y la experie.!! 

cia y de acuerdo con los recursos y las circunstancias del momento. -

Tal planteamjento no logr6 frutos concretos 1 fue hasta 1933 cuando se 

decidió elaborar un Plan Sexenal que definiera el rumbo que 1a econo­

m'ia debfa seguir en el futuro. El documento señalaba en su introduc­

ción que el Estado Mexicano debla ser un agente en la promoción y COI!, 

trol de todos los procesos vitales del pais -en particular el econó­

mico- y no 1 imitarse ya a ser simple custodio del orden y la integr..f. 

dad territorial. ~/ 

Esta idea cobra relevancia no tanto por las pautas definidas en el -­

plan respecto a la vida económica. sino más bien por que plantea cual 

es el papel del Estado en un proyecto de desarrollo capitalista. con­

siderando el ámbito econ6mico 1 político y social. En esa medida no -

tan sólo se clarifica el tipo de desarro1 lo por el cual se optaría sJ. 

no que también el tipo de Estado al cual corresponderla llevar a cabo 

ta 1 proyecto. 

1.1 Meyer,Lorenzo. El conflicto social y los gobiernos del Maximato. 

Historia de la Revolución Mexicana. Vo1.13 Colegio de México. Mé­

xico 1980. Pág. 96. 
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El Estado Mexicano. tom6 las medidas necesarias para impulsar el des_! 

rrollo económico y a su Vez para la creación de un sector privado na­

cional que cooperara en el proyecto, En las primeras décadas del si­

glo XX, la construcci6n de infraestructurá b§sica (carreteras, siste­

mas de riego) fueron acciones en este sentido. El problema financie-

ro también se torn6 relevante. la reorganización y resurrección del 

sistema bancario privado era decisivo para la obtención del ahorro. -

El sistema bancario estarla supervisado gubernamentalmente. En 1925, 

se crea el Banco de México (se prohibe la existencia de bancos extra.!! 

jeras) que tendrfa funciones de banco central, incluyendo entre sus -

actividades, la orientaci6n de la inversión priVada hacia áreas prio­

ritarias y la obtención de financiamiento para la inversión pública. 

El sector primario se Vi6 beneficiado con la fundación del Banco Na-

cional de Crédito Agrícola en 1926. Sin embargo el sector ejidal. -

ampliamente reconocido en la Carta Magna, quedó fuera de este benefj_ 

cio. Es hasta el gobierno del General Lázaro Cárdenas (1934-1940) -

que se comprende la importancia del crédito ejidal, para ello se crea 

el Banco Nacional de Crédito Ejidal (1935). Paralelamente, se fun--

dan una serie de bancos: el Banco de Desarrollo Obrero e Industrial, 

el Banco Nacional de Comercio Exterior, el Banco del Pequeño Comer--

cio, etc. 

El sistema bancario organizado en el país. fue uno de los principa-­

les instrumentos para el impulso del desarrollo econ6mico, con el --
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sentido de modernidad que impon'ia el momento histórico. Pero los el~ 

mentos no s6lo los daba la situaci6n interna. la gran Depresión de --

1929 y la Segunda Guerra Mundial influyeron en el diseño de las polf­

ticas de desarrollo del perlado y en el pilpel que el Estado habrla de 

desempeñar. 

Lo establecido en el Articulo 27 Constitucional, en relación a las a.s, 

e iones que debe real izar el gobierno en defensa del interés público o 

por causa de utilidad pública, permitió al Estado ampliar su base na­

cionalista. El Gobierno en representaci6n de la t~ación 1 llevó a sólo 

posiciones expropiatorias en aquel las áreas consideradas como estrat~ 

gicas para el interés nacional. La ley de Expropiación del 23 de no­

viembre de 1936 sirvi6 para llevar a la práctica las restricciones a 

las empresas extranjeras en e1 país. El Decreto del 5 de julio de 

1937 transfirió a la propiedad de la Naci6n, la totalidad de las ac-­

ciones ferroviarias que perteneclan a empresas privadas extranjeras. 

la transferencia de los derechos petroleros al dominio nacional tuvo 

lugar con el Decreto de Expropiación en _marzo de 1938. !!_/. 

!Ji Lerner,Bertha y Ralsky, Susana. El Poder de los Presidentes. Al-­

canees y perpestivas {1910-1973). Instituto Mexicano de Estudios -

Políticos. México, 1976. Pág. 131. 
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Durante el mandato de López Matéos una medida similar se real izó 

respecto a la industria eléctrica. La intervención estatal en -

estas dos ramas de la industria han tenido efectos favorables P-ª.. 

ra el conjunto de la economía, al mismo tiempo, se ha logrado 

una mayor independencia económica para el pafs. 

La solución al problema del financiamiento fue meta constante en 

pos del desarrollo económico; para ello se requería de políticas 

de inversión pública. Un logro en esta materia fue la creación 

de "Nacional Financiera 11 (NAFINSA). Fundada en 1934 para desa-­

rrollar una compleja variedad de funciones que incluían el desa­

rrollo industrial en su objetivo principal. NAFINSA se transfoI: 

mó rápidamente en el principal medfo fnstftucional de las actlv.!_ 

da des económicas de 1 Es ta do. §_! 

Las áreas prl oritarias serfan objeto de mayor inversión púb 1 ica 

§/ Bennett, Douglas y Sharpe Kennet. El Estado corno Banquero y 

Empresario: El Carácter de última instancia de Ja Interven­

ción Econ6mfca del Estado Mexicano. 1917-1970. En Foro In-­

ternacional, Vol. XX, Jul-Sep.1979, No.l COLMEX. México. --­

Pág. 45. 
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;il ámbito Estatal. Un ejemplo de ello, es la participación que ha te­

nido la institución financiera en. la industria del acero, que ante la 

limitada oferta nacional y las restricciones impuestas a la importa--

ción de este producto a principios de los años cuarenta. provee los -

créditos para la construcción y operación inicial de Altos Hornos de 

México. S.A .• la intervención de la Financiera en el ái·ea del acero -

continuó a través del apoyo a Altos Hornos para la adquisición de in.§_ 

talaciones complementarias a sus actividades. Ante la demanda exis-­

tente por el producto, NAFINSA ·se involucró en el desarrollo de otro 

proyecto acerero: la Siderúrgica Lázaro Cárdenas - Las Truchas 

(S!CARTSA). 

Como en el caso del acero .. el financiamiento gubernal"lental fue re le--

vante para la industria del papel y del cemento. 

Las necesidades impuestas por la industrialización, el desarrollo del 

mercado interno -la sustitución de importaciones- obligaron al Estado 

a reiterar su participación en el proceso e.:onómico. Es por ello que 

el Gobierno emprendió la creación de la Constructora Nacional de Ca-­

rros de Ferrocarril en 1952 (el financiamiento fue proporcionado por 

NAFINSA). Como casos similares pueden señalarse Diesel Nacional y la 

Sociedad Mexicana de Crédito Industrial (SOMEX). Ambas instituciones, 

una industrial y la otra bancaria. nacen como proyectos de la inicia­

tiva privada que posteriormente el Estado a través de su financiamie.!!. 
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to contralor5a. Estos ejemplos van conformando una pal ítica de econ2. 

mía mixta entre el capital del sector público y el privado, que ac--­

tua lmente caracteriza la política económica del régimen. 

Como una forma más de participación del Estado en la vida económicd, 

se pueden considerar los esfuerzos por el control de la inflación. El 

control de los precios de productos bJsicos en el mercado es fundame_!l 

tal para la generación de ahorro e inversión. El caso del azúcar es 

un ejemplo a señalar: en 1958 se impone el control de precios a este 

producto, lo que afectó la inversión privada en la rama. El Estado -

da solución al problema mediante la creación de una institución fina!!_ 

ciera: Financiera Nacional Azucarera. Sin embargo la medida resultó 

insuficiente y se decidió la participación directa. En 1969 el 30.7::::: 

de la producción nacional estaba bajo control gubernamental; para ---

1975 se controlaban el 50.5% de la producción nacional. 

El Gobierno de Luis Echeverría Alvarez (1970-1976) trata de estable--

cer una nueva modalidad económica; desarrollar el mercado hacia afue-

ra. Esto 1mplicarfa la modernización del aparato productivo y un --­

gran impulso a la exportación. La Nueva Ley de Transferencia de Tec­

nología, facilitó el camino hacia el mercado internacional al empres~ 

ria mexicano¡ señala a la vez la orientación que debe tener la inver­

sión extranjera en el país. Por otra parte, se decide acelerar el d~ 

sarrollo del campo a través de su industrialización, con el objeto de 
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solucionar el atraso técnico y cultural del campesinado, asf como la 

falta de créditos a gran parte del sector que por suput:;sto están fue­

ra del proceso de comercializaci6n. Estas medidas son una minima ex­

presión del proyecto económico de Echeverrfa, basado en la moderniza­

ción y la redistribución del ingreso. 

Con los ejemplos señalados, podemos apreciar que en México, desde la 

época independiente ha existido una preocupación real por parte del -

Estado, respecto a la promoción del crecimiento económico y a la ob-­

tención del desarro 11 o. Con las 1 imitaciones que han impuesto las re-

1 aciones internacionales en cada periodo histórico. Sin embargo, es 

indudable que las decisfones que enfrentó, han conducido a una evide_!! 

te integración del país, como la refonna agraria. la polHica de alf2_ 

betizaci6n. la expropiaci6n del petróleo, la mexicanización de la i.!! 

dustria eléctrica; o aquéllas de inversiones en. infraestructura, que 

permiten una política nacional de desarrollo; u otras menos espectac~ 

lares. pero no menos eficaces. como 1 as decisiones que han dado prio­

ridad al incremento de la producción frente al incremento de los ser­

vicios. y han permitido -en comparación con otros paf ses subdesarro-

11 a dos- control ar los procesas i nfl aci onarios. aumentar 1 as fuerzas -

de producción y la capacitación del personal destinado a la produc--­

ci6n; o '% la.s decisiones que han dado prioridad a la inversión en re­

giones no desarrolladas con recursos naturales facilmente explotabl7s 

y con comunicaciones que hacen costeable los procesos de producci6n y 
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distribución, o -en fin- las decisiones que han permitido la forma­

ci6n de un nuevo tipo de funcionarios más calificados y mejor remune­

rados,, dedicados a las tareas de financiamiento y producción del sec­

tor público,, y que han permitido que este sector sea uno de los ins-­

trumentos más activos en el desarrollo del país. §/. 

&./ Gonz~lez Casanova. P<iblo. La Democracia en México. Serie Popular 

ERA. México 1983. Pág. 175-176. 
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1.3 La Empresa Pública y los Procesos de Privatiza-­
ción (una evaluación económica). 

la actual crisis económica, ha hecho que se revalúe la 
importancia de la empresa pública y se le sitúe en un 
marco de factibilidad polltica y económica. 

Desde el principio de la actual administración los po­
lfticos de reencuadramiento de la empresa pública obll 
gan a ver los procesos de privatización como un fenóm~ 
no propio de la problem§tica de la empresa pública en 
México. 

En los últimos años, el tema de la privatización l/ ha 
tenido un creciente interés tanto en los países indus­
triales como en aquellos menos desarrollados. Este i~ 

terés puede explicarse como una reacción ant~ el creci 
miento del sector público en décadas pasadas, y como -
una b~squeda de nuevas formas de movilizar recursos y 
utilizarlos con mayor eficiencia. 

ll Ali Mansoor y Richard Hemming, 11 Privatization -­
and Public Enterprises 1

•, FMI, wp/87/9, febrero -
25 1 1987 y Ali Mansoor, 11 The Budgetary Impact of 
Privatization 11 FMI, wp/87/68, octubre 15 1 1987, 
no publicados. Bela Balassa, ''Public Enterpri-­
ses in Oeveloping Countries: Issues of Privati­
zation11, Banco Mundial, Report,No. DRD292, mayo 
1987. 
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Sin embargo. Ali Mansoor ll afirma que la privatiza--­
ci6n en sf misma puede empeorar las perspectivas pres~ 
puestales en el mediano plazo, si no está acompañada -

del incremento en Ta competitividad, de una mayor con­
fianza en las fuerzas del mercado y de una evaluación 
de los flujos netos del gobierno con el sector empres2._ 

rial. 

Asl pues, en este trabajo se hará un análisis de los -
principales aspectos que involucran la privatización, 
asi como sus implic~ciones en el escenario fiscal y la 
balanza de pagos. 

En opinión de ciertos autores ll. existe una gran di-­
versidad de argumentos que favorecen la propiedad pú-­
blica y. en términos generales se refieren a la posibi 
lidad de controlar el proceso de planeación y de crecj_ 
miento econ6mico. En muchos casos, la propiedad públJ. 
ca se ha dirigido a alcanzar objetivos de política so­
cial. como por ejemplo la creaci6n de empleos, la pro­
ducci6n de bienes y servicios a un coSto inferior, --­
etc. En este sentido, la ampliñción de la propiedad -
pública a muchas áreas de la industria manufacturera -
-especialmente en industrias obsoletas o que tienen dl 
ficultades financieras- se justificaba, entre otras r~ 

zones f!/, por las -consecuencias adversas en el empleo 

11 The budgetary impact .•• ", op.cit., pág.1. 
la traducción al inglés es Public Sector Enter-­
pri ses. 
Ver Bela Balassa, op.cit., págs. 2-6. 
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ante la posibilidad de una bancarrota. Esto es parti­
cularmente cierto en los paises en desarrollo donde el 
desempleo y la desigualdad están más asociados con la 
inestabilidad política. 

Ali Mansoor y Richard Hemming. citan un estudio~/ en 
el que se hace un análisis comparativo entre la efi--­
ciencia productiva del sector público y la del sector 

privado. Este estudio, que cubre una amplia gama de -
actividades y toma de ejemplo algunos países que tie-­
nen estructuras institucionales similares -como Esta-­
dos Unidos, Alemania Federal, Suiza. A~stralia y-Cana­
dá-, llega a la conclusión general de que la ef.icien-­

cia productiva es mayor en el sector privado. 

Sin embargo, los autores señalan que en tal ti6 de co~ 
paraciones existe una limitante fundamental: las em-­
presas pública~ tienen asignados múltiples objetivos -
que exceden aquellos propiamente comerciales, por lo -
que entonces aparecen como menos eficientes. De cual­
quier forma, una empresa, sea del sector público o del 
sector privado, puede alcanzar una mejora significati-

§..1 Borcherding, H.W. Pommerehnc y F.S. Schneider, -
"Comparing the Efficiency of priva te and publ ic 
produccion: the evidence for fine countries'', -
Zeitschrift fur Nationalkonomie, vol. 2, 1982, -
citado en Ali Manssor y R1chard Hemming, op.cit, 
pág.S. . 



va en su eficiencia; lo imoortante es. entonces. iden­
tificar las principales fuentes de ineficiencia. 

En este sentido, las empresas públicas se caracterizan 
por estar sujetas a controles administrativos y estat~ 

tarios. asf como a otras formas sutiles de interven--­
ci6n. En general. la intervenci6n gubernamental va -­
más allá de la que se requiere para asegurar el cumpll 
miento de los objetivos sociales, financieros y econó­
ffiicos asignados a las empresas públicas&/. 

Asimismo la interferencia polltica en la toma de deci­
siones, la burocracia deficiente y el poder de los si~ 
dicatos, son elementos fundaffientales de la incficien-­
cia productiva del sector público. 

De la misma manera, las empresas públicas se caracteri 
zan por tener una distribuci6n deficiente de los bie-­
nes y servicios que producen, en especial cuando exis­
te un considerable poder monopólico u otras formas de 
protección que las liberan de las presiones competiti-
vas 

~/ 

II 

y. 

Cabe recordar que en el caso de los países en de 
sarrollo dichos controles administrativos y esta 
tutarios sólo se producen en una pequeña porcióñ 
de las empresas oúblicas. por lo que muchas de -
ellas escapan del escrutinio cuidadoso para ase­
gurar que cumplen con sus objetivos. En México, 
sólo 30 empresas de un total de 700 están someti 
das al control presupuestal del gobierno centraT. 
la ineficiencia productiva podrfa generar la ine 
ficiencia en la distribución de bienes y servi-~ 
cios, pero no necesariamente ocurre lo contrario. 
Ver Ali Manssor y Richard Hemming, ~·· pág. 
8, nota l. 
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Adem§s de estos argun1entas. las consideraciones de ln­
dole presupuestal y, más generalmente, financieras, --

. han motivado que los gobiernos se cuestionen sobre la 
pertinencia de mantener empresas del sector público, -

especialmente en áreas que no son consideradas estrat! 
gicas o prioritarias~/. 

En muchos palses se ha intentado mejorar el comporta-­
miento de las empresas públicas modificando el tipo de 
controles qubernamentales., pero en la mayoría de los -

casos no han tenido el éxito necesario o esperado. Por 

esta razón, se ha visto en la prjvatización una forma 
-entre otras- de incrementa'r la participación del sec­

tor privado en las empresas públicas o efectuar la prl 
vatización completa. 

Existen varios supuestos fundamentales que apoyan la -
idea de que la privatización aumenta la eficiencia pr~ 
ductiva. Estos se refieren a que con ella, se limita 
la interferencia pal ítica en la toma de decisiones; se 
incrementan los incentivos a la administración de la - · 
empresa; y finalmente, se impone la disciplina finan-­
ciera de los mercados privados de capital, incluyendo 
el control corporativo del mercado. Es posible que e~ 
tos supuestos tiendan a buscar la eficiencia producti­
va y a eliminar las barreras que obstaculizan su realJ. 
zación. 

En el diario The New York Times del 14 de febre­
ro de 1988 se 1nd1ca que existe la idea que la -
privatización es la única alternativa aceptable 
para las empresas públicas pero que, sin embargo 
puede conducir a estrategias económicamente im-­
prácticas y pol lticamente de gran candidez. 
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Otro argumento en favor de la privatización es que me­
diante ésta pueda obtenerse el financiamiento del sec­
tor privado y los propietarios privados pueden brindar 
el acceso a nuevos mercados~ Por otra parte> si la -­
venta de un activo del sector público resulta atracti­
va para los pequeños inversionistas, esto promueve la 
participaci6n privada, que en muchos casos es deseable. 
Asimismo, la privatizaci6n puede estimular el desarro­
llo de mercados domésticos de capital, lo que permiti­
rla la reducción del déficit del sector públi~o, en e~ 

pecial si el gobierno puede vender empresas que han i~ 

corrido en perdidas_ 

Por otro lado, las empresas públicas pueden beneficiaL 

se de la privatizaci6n debido a que el incremento de -
la eficiencia productiva en el sector privado, puede -
generar mejoras en los incentivos y en los mecanismos 
de control existentes en el sector público. 

Además de estos argumentos> existen otros que tienen -
que ver con 1a competencia y con el manejo de la priv~ 

tización en las finanzas gubernamentales~ y en ese se~ 
tido resulta particularmente ilustrativo referirse a -
los problemas de instrumentación que surgen en el mo--

, mento en que se transfiere la rropiedad 21. 

Se ha estimado, por los propósitos de esta nota 
analitica, que serla prolijo deflnir las diver-­
sas técnicas de la privatización. 
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Existen dos metodos mediante los cuales puede efectua~ 
se la venta de empresas públicas: por medio de. la ve!!. 
ta de acciones de interés variable (the sale of equity 
by tender) ..!Q/ y el ofrecimiento de venta a un precio 

fijo. Estos métodos de venta presentan tres problemas 
básicos: una tendencia débil a alcanzar los precios -
de reserva; ofrecer la venta a un precio significativ~ 
mente menor al precio del mercado y determinación por 
adelantado del precio de mercado de una empresa pQbli­

. ca. 

Las recientes experiencias de privatizaci6n, especial­
mente en el Reino Unido, muestran que resulta dificil 
establecer de antemano el valor de mercado de una em-­
presa., en particular por los siguientes f~ctores: el 
tamaño de la empresa, o parte, que va a venderse; la -
incertidumbre respecto a la estructura del mercada en 
que la empresa operarla; el impacto de los mecanismos 
de control que acompañarlan la privatización. y el --­
riesgo de subvaluar el activo. 

En este sentido, puede establecerse una relación entre 
el precio de oferta y el precio de mercado de las ac-­
ciones de las empresas públicas que se pretenden ven-­
der, y· en este punto el riesgo de subvaluaci6n puede -
reducirse vendiendo 1as acciones en pequeños lotes; é~ 

to con el objeto d~ establecer.un precio comercial an-

1.QI El término equity es utilizado comúnmente en el 
Reino Unido, Estados Unidos y Canadá, principal­
mente y se interpreta como ~apital propio o do-­
méstico. 
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tes de que la mayoría de las acciones sean colocadas -
en el mercado. 

La valuación del activo puede dificultarse cuando se -
trata de empresas pequeñas que no pueden venderse en -
parte o cuando la empresa vendida a un solo comprador. 
Este tratamiento puede ser especialmente funcional --­
cuando se trata de empresas públicas que han incurrido 

en pérdidas, debido a que no es necesario establecer -
un precio inicial de venta al momento del cambio cie -­

propietario, y el último precio podría tomar en cuenta 
cualquier cambio en el comportamiento de la empresa -­
privatizada. 

En el caso de los palses en desarrollo, la valuación -
de un activo del sector público puede presentar mayo-­
res problemas, ya que, en muchos casos, ni el sector -
privado ni los mercados de capital est~n suficienteme~ 

te desarrollados como para permitir una valuación apr~ 
ximada. Esta limitación es aun mayor cuando existen -
restricciones nacionales para la participación de ex-­

tranjeros o no residentes. Incluso cuando el valor -­
del mercado puede establecerse, en ocasiones los mercil_ 
dos dompesticos de capital son pequeños, por lo que la 
capacidad de financiar la privatización con recursos -
domésticos puede ser también limitada. 

La comercialización de las empresas públicas en el Rei 
no Unido se realizó estimulando la participación de -­
los inversionistas individuales. Sin embargo, como ya 
se señaló, los resultados fueron inicialmente pobres, 
debido en parte a que en ese pais, el sistema impositl 
va se inclina más por estimular el ahorro colectivo --
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que el individual. Para contrarrestar esta tendencia.­

el gobierno británico alent6 la participación privada -
mediante Ta emisión de acciones y, por otro lado, intr~ 

dujo un plan de emisi6n de acciones personales de inte­
rés variable, de tal forma que generó una amplia parti­

cipación de los inversionistas individuales y de los -­
grupos corporativos. 

Uno de los principales problemas de la comercia1izaci6n 
es que en las diferentes legislaciones nacionales exis­
ten restricciones que limitan la participación de cier­
tos grupos étnicos. sociales, de accionistas~ extranje­
ros o no residentes, por lo que quedan excluidos compr~ 
dores potenciales, Esto no es sólo privativo de los -­
pafses en desarrollo l.l/, pero en estos países existen 
como ya se seña16, mercados de capital y un sector pri­
vado poco desarrollados por lo que el namero de poten-­
ciales com~ra~ores se re~uce aGn mis. Entre otros fac­
tores relevantes -de car~cter polftico y económico­
estas limitaciones legales ha'1 hecho que la privatiza--­
ciórt se real ice más 1 entamente~ 

Eri los pafses en desarrollo, la mayor limitante para la 
p~iv~tización es el financiamiento. Sin embargo, esto 
puede resolverse permitiendo la participación minorita­
ria a extranjeros o a grupos sociales y étnicos partf c~ 

llJ En Japón no se permite la participaci6n de extran­
jeros en telecomuni~aciones; en Francia, el progra 
ma de privatización restringe la participaci6n ex7 
trajera hasta un 20%. inicialmente; en el Reino -
Unido existen resistencias para vender a no britá­
nicos, en particular norteamericanos~ Ver, Ali -­
Mansoor y Richard Hemming, ~- pág. 16. 



lares. Asimismo. la privatización puede promover el d~ 

sarrollo de mercados de capital porque cualquier incre­
mento en el número de activos disponibles a los ahorra­
dores domésticos. puede conducir a incrementar el aho-­
rro y a sustituir las participaciones en las empresas -
privatizadas por disponibilidad en caja. 

Por otro lado, el personal ocupado de una empresa públl 
ca que se busca privatizar, puede constituir otra de -­
las fuentes de financiamiento. Los trabajadores recibl 
rían acciones de la empresa a cambio de parte de sus s~ 

larios, de sus derechos acumulados, etc., que irían al 
gobierno. Este asumiría parte del riesgo de operación 
en caso de que la empresa fracase, por lo que dejaría 
de recibir el pago correspondiente. Evidentemente, es­
ta forma de financiar la privatización tiene que ser -­
mientras se efectúe la transferencia de la propiedad, -
por lo que durante ese lapso el riesgo de operación es 
compartido tanto por los trabajadores como por el go--­
bierno. 

Otra fuente de financiamiento de la privatización es la 
conversión de duda por acciones, normalmente con un de~ 

cuento, en algunas industrias o servicios. Este proce­
dimie~to tiene dos ventajas; por un lado se facilita -
la privatización y, por otro, se reduce el monto de la 
deuda. 

Sin embargo, además de la transferencia de la propiedad 
en sí, es necesario considerar otros factores de carác­
ter macroeconómico, ~on el objeto de que la privatiza-­
ci6n responda a los objetivos planteados. 
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En primera instancia, es importante distinguir entre Tas 
empresas públicas que están •. sujetas a la competencia, n2_ 

cional o internacional, y aquéllas que constituyen un m~ 
nopolio. Estos es importante porque con la privatiza--­
ción el aumento de Ta eficiencia puede ser mayor en el -
segundo caso y generalmente implica cambios en la regul~ 

ción gubernamental .!_g/, dada su posición monopólica. 

Cuando se trata de empresas públicas que están sujetas a 
la competencia, el aumento de 1a eficiencia productiva -
con la privatización es neCesariamente menor, dado que -
siempre han estado expuestas a la competencia. La mayo­
ría de las empresas públicas que son privatizadas, tanto 
en los pafses industriales como en los palses en desarr~ 
llo, se encuentran en esta categoría. Sin embargo, pre­
cisamente la competencia puede incentivar a los empresa­
rios a buscar ~ejoras signif~catfvas en la producción y 
distribución de los bienes o servicios. Ciertamente, -­
existen empresas privatizadas que s61o pueden sobrevivir 
a la competencia si continOa el apoyo gubernamental. Las 
diversas razones para mantener esta situaci6n rebasan, -
en ocasiones, aquéllas de carácter puramente comercial. 

Por otro lado, el aumento de la ef'iciencia productiva de 
un monopolio privatizado está 'íntimamente relacionado 
con la disminución de la interferencia política y los 
constre~imientos financieros efectiv6s. 

lY En el Reino Unido, la privatización de 1a British 
Telecom y de la Britfsh· Gas, (dos importantes mono 
polios), estuvo acompañada de la creaci6n de dos~ 
agencias regulatorias. 



Un control más eficaz puede resultar si la mayoria de -­
las participaciones están en manos de las principales -­
instituciones financieras porque se ven obligadas a cui­
dar más sus inversiones. Esta es una razón por la que, 
en general, las particulares prefieren adquirir tftulos 
de instituciones financieras que de compañfas específi-­
cas. E1 riesgo de concentrar los títulos de propiedad -
en las instituciones financieras es que pueden frustarse 
otros objetivos planteados con la privatización, como es 
crear una amplia base de participaci6n de la propiedad. 

En otro orden de cosas, mientras que con la privatiza--­
ción puede esperarse un aumento en la eficiencia produc­
tiva, no necesariamente sucede lo mismo con la eficien-­
cia en la distribución porque ésta depende más de la es­
tructura del mercado que de la propiedad. De esta for-­
ma, s61o puede esperarse un aumento en la eficiencia de 
la distribución si la privatizaci5n está acompañada de -
polftica~ de liberalizaci6n que anulen las restricciones 
del mercado. Además, bajo las presiones de 1a competen­
cfa las empresas privadas pueden mejorar también la efi­
ciencia productiva. 

Existen argumentos que sugieren que 1~ libera11zaciún s§ 
lo es efectiva .sf va acompaílada de la privat1zaci6n. En 
este sentido, uno de los argumentos económicos más impo~ 

~antes es lo que se denomina.deP~ed~ción (predation) -­
l~/, que se refiere a ciertas prácticas de las empresas 
pQblicas y privadas dirigidas a evitar la concurrencia -
de otras empresas en el mercado, por ejemplo. disminu~e~ 

·~¡ Ali Mansoor y Richard Hemming, ~- Pág. 20. 
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do los precios para cubrir sólo los costos e, incluso, -
por debajo de éstos. entre otros aspectos. 

Mientras las prácticas depredatorias no implican que es 
necesaria la privatización para la liberaliz~ción del -­
mercado, se sugiere que esta última tendrá éxito si par~ 

lelamente se crea un sistema de regulación que evite es­
tas prácticas anticompetitivas. De esta manera, si la -
liberalización está acompañada de mecanismos de regula-­
ción apropiadas, promoverá 1.a competencia· y el aumento -
en la eficiencia productiva. 

No obstante lo anterior, si las empresas públicas tienen 
otro tipo de objetivos que no son propiamente los comer­
ciales, esto puede desalentar la competencia y la efi--­
ciencia productiva. En consecuencia, para maximizar el 
aumento de la eficiencia económica la privatización y la 
liberalización -acompañada de mecanismos de regulación­
son factores que tendrían que favorecerse conjuntamente. 

En este sentido, uno de los objetivos de la privatiza--­
ción puede ser la generación de mayores recursos presu-­
puestales. Así pues, los gobiernos pueden proteger de -
la competencia a laS empresas privatizadas para aumentar 
su valor en el mercado, Ya que éste es determinado por -
los beneficios que genera en el presente y los que se e~ 
peran en el futuro. Sin embargo, esto hace difícil cual 
quier intento futuro de someter a la empresa protegida a 
las presiones de la competencia. 

Asf pues, como regla general se establece que cuando la 
privatización y la liberalización entran en conflicto, -
la última seria preferible instrumentarla primero, ya --
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que la privatización puede efectuarse posteriormente sin 
mayores dificultades ~/-

En general. se considera que la privatización, particu-­
larmente de empresas públicas que han incurrido en pérdl 
das, mejora las finanzas gubernamentales. Ciertamente. 
en el año de venta del activo se reduce el déficit presl!_ 

puestal; esto se debe a que los ingresos provenientes de 
la venta menos los ingresos que el gobierno habrla reci­
bido el mismo año si no se hubiera efectuado la transfe­

rencia de la propiedad, mejora la posición presupuestal. 

Sin embargo. la privatización en el mediano plazo puede 
empeorar las perspectivas presupuestales, si no está --­
acompañada de un significativo aumento de la eficiencia 
productiva y de un incremento tanto de la confianza en -
las fuerzas del mercado como de la competencia. 

Asimismo, un peligro fundamental es que la mejora de la 
posici6n presupuestal en el año de venta sirva para de-­
terminar la política fiscal de los años siguientes, esto 
es, que se des·cuide el ingreso permanente del gobierno. 
Aunque en el año de venta aumenta la liquidez y existe -
un mayor margen de maniobra, ·puede surgir la tentación -
de reducir impuestos o aumentar el gasto, lo que puede -
empeorar el déficit presupuestal en los años siquientes. 

El Manual on Goverment Finance Statistics del FMI, reco­
mienda que el desposeimiento parcial o total de una em--

_!i/ Ali Mansoor y Richard Hemming, .Q.2.Cit. p§g.21. 
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presa pública sea considerado como el reembolso de un -­
préstamo y, cuando se trate de una nacionalización sea -
considerado como el desembolso de un préstamo. Si no -­
hay modificaciones en el presupuesto, la venta del acti­
vo reducirá el déficit global en una cantidad igual al -

monto de la venta y, en contrapartida, la compra de un -
activo aumentará el déficit en su conjunto en una canti­
dad identica al monto de Ta compra. 

Los cambios del déficit en su conjunto, después de los -

ajustes pertinentes, normalmente es visto como un indic~ 

dar de los cambios en el escenario fiscal, mientras que 

el monto del déficit actual tiene implicaciones en las -

políticas monetaria y financiera. Como el déficit con-­
vencional se refiere a las necesidades de financiamiento 
del gobierno. los requerimientos de préstamos del sector 
público se reducen por la venta de activos y aumentan -­
por la compra de activos. 

No obstante lo anterior, en las transacciones de activos 
no puede establecerse una relación automática entre gas­
to e ingreso. porque dichas operaciones pueden implicar 
déficit futuros -por el ingreso perdido o vencido en 
años posteriores- que resultar1an del cambio de pasivos 
implicado en las transacciones de actiVos .!É..I· 

Puede suceder que cuando los gobiernos compran empresas 
que operan con pérdidas o que implican in~ustrias obsol~ 

tas. paquen más que el valor presente del flujo de ingr~ 

~/ Ali Mansoor, Op,Cit, págs. 2-3. 
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esperado en el fu tura.. Es to ocurre en ocas i enes para -­
evitar o retrasar un ajuste drástico que puede tener con 
secuencias en el empleo o en la producción agregada, si 

las empresas son grandes. De esta manera, el gobierno -
puede pagar un precio mucho más alto por una empresa da­
dos los objetivos del ajuste aplazado. 

En el caso de venta de activos, los ingresos deben co--­
rresponder más estrechamente al valor presente de la ren 
ta futura, ya que el sector privado puede rechazar la -­
compra de un activo a un preclo alto. De esta forma, la 
venta de activos repercute en los pasivos netos guberna­
mentales que son similares a los bonos de venta {bond of 
sale) .!§_/. 

Cuando se plantean objetivos monetarios, la venta de ac­
tivos y el bono de venta permiten incrementar el gasto -
o reducir los impuestos más allá de lo que sería facti-­
ble sin ellos porque se incrementa el ingreso corriente. 

En otro sentido, cu&ndo el bono de venta no resulta muy 
práctico, la privatización puede ser una forma de finan­
ciamiento en un mercado monetario deprimido J:.21 

Como ya se sefta16, la disminuci6n inicial del dificit 
puede generar un déficit mayor en años futuros provenie~ 

.!§./ 

.!1.1 

Para. el activo, el pasivo es la transferencia del 
ingreso f4turo del activo al comprador. Para el -
bono. el ingreso 'futuro debe ser desviado para ha­
cer frente a las obligaciones. Ali Mansoor, Op.--­
f.U_ .• pág.4. 

Un ejemplo de ésto es que el gobierno de Turquía -
ha vendido activos para movilizar recursos e inver 
tir en vivienda. 
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te de las utilidades no remitidas. Sin embargo~ este d~ 

ficit futuro puede ser compensado si el gobierno utilizó 
el producto de la venta para comprar otros activos fina~ 
cieros o retirar una cantidad equivalente de su deuda. 

Así. el sector público y el sector privado simplemente -
están intercambiando activos y pasivos financieros, lo -
que no afecta la demanda real de recursos ni el escena-­

rio fiscal .!.§./. 

Si la empresa que se busca privatizar recibe grandes suE_ 
sidios, el valor presente de su renta neta futura es ne­
gativo. De ésta forma, la venta de dicha empresa puede 
implicar dos cosas: garantizar que el comprador reciba 
subsidios posteriores para compensar las pérdidas u oto~ 
gar al comprador un subsidio similar a dichas pérdidas. 
En consecuencia, el déficit será mayor en el año de ven­
ta pero serfan reducidos en los años siguientes. Pero -
si el gobierno tiene que financiar el déficit inicial a~ 
mentar~ el serVicio de su deuda, por lo que tendr5 un d! 
ficit futuro igual al original y su situación financiera 
no mejorarfa. 

Sln embargo, esto sería distinto si la empresa privatiz~ 
da aumenta significativamente su eficiencia y si el go-­
bierno se beneficia de ese aumento -por ejemplo, grava~ 
do los beneficios- lo que implicarla una disminución -­
constante del déficit presupuestal. 

.!..!!/ Sin embargo, si el gobierno no utiliza todo el pro 
dueto de la venta para financiar un incremento teffi 
poral del ·gasto o una disminuci6n temporal de los­
impuestos (o ambos) en el año de venta el déficit 
no se afecta pero puede ser mayor el déficit futu­
ro. 
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En el caso de mercados imperfectos de capital y de una -
previsión incierta, es posible que los gobiernos vendan 
los activos a un descuento del valor esperado del flujo 
de ingresos futuro. Este descuento puede ser mayor si -
se consideran otros factores inciertos como cambios fut~ 

ros en la regulación de precios y mercado, modificacio-­
nes al sistema impositivo o la renacional ización a un 

precio de mercado menor, entre otros. En general, se -­
considera que el gobierno tiene una tasa de descuento m~ 
nor que el sector privado en la venta de activos dadas -
las imperfecciones del mercado de capital y la posibil i­

dad de obtener con mayor facilidad préstamos del exte--­
rior más favorables. 

Por lo anterior, se sugiere que debe tomarse en cuenta -
que el flujo de ingresos futuros esperado pueda ser me-­
nor con la venta del activo, aún si en la venta de acti­
vos están involucrados activos financieros. Así, tiene 
que haber cautela con la tendencia a sobrevaluar algunos 
activos y subvaluar otros. 

Ali Mansoor y Richar Hemming Jj,/ hacen comentarios gene­
rales respecto a las implic~ciones de la venta de acti-­
vos en la balanza de pagos. Como ya se señaló, el cam-­
bio de propietario no implica necesariamente un cambio -
en los flujos reales y, por lo tanto, la venta de acti-­
vos puede no afectar a la cuenta corriente. 

ll/ Privatization and Publ ic Enterprises, ~· ~ -­
pág. 14-15. 
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Sfn embargo, si el comprador activo público es extranje­

ro~ podría implicar un ingreso de capital al país igual 

al monto de la venta. Asimismo, el flujo de capital po­

drla reflejarse en un aumento en los activos netos ex--­
tranjeros del sector pQblico o una disminuci6n en los p~ 
sivos netos extranjeros si se intercambia el activo por 
deuda. 

Es posible que en el largo plazo la venta de activos te.!! 
ga algunos efectos, aún cuarido no hay impacto inicial en 
la cuenta corriente. En el corto plazo puede haber un -
impacto negativo en la cuenta corriente si el incremento 
actual de la eficiencia productiva se retrasa y entonces 
se modifica el monto del flujo permanente de ingresos. -
Pero si la propensión marginal al consumo es menor que 
la unidad. podrían aumentar los exportadores netos con -
la subsecuente mejora en la cuenta corriente. 

Cuando se trata de empresas que son importantes o cuando 
se realiza un aumento significativo de la eficiencia de 
las empresas públicas restantes. el ingreso permanente -
del pafs podrla aumentar notablemente_ 

No obstante lo anterior~ los autores coinciden en que es 
necesario un modelo espec'ifico de comportamiento para P.!! 
der definir con precisión las implicaciones de la venta 
de activos en la balanza de pagos. 

El aumento de la eficiencia productiva puede real izarse 
tanto en las empres~s privatizadas como en aquéllas que 
permanecen en el sector ·púb11co. Sin embargo, el incre­
mento en la eficiencia tiende a ser mayor en el sector -
privado dado que disminuye la interferencia politica. --
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tiene asignados objetivos comerciales y se somete a la -
disciplina de los mercados privados de capital. 

Si bien la privatización mejora la situación de las fi-­

nanzas gubernamentales, tiene que ir acompañada de cier­
tas políticas que favorezcan el incremento de la eficie~ 
cia productiva. Entre otras destacan~ la eliminación de 
las restricciones al mercado, las prácticas anticompeti­
tivas y el sometimiento de las empresas a las presiones 
de la competencia. Esto último es importante porque --­
existen casos en que se protege de la competencia a la -
empresa privatizada para que los activos resulten más i~ 

teresantes a los compradores privados. 

En relación con los monopolios públicos. la privatiza--­
ción es adecuada para ampliar la participación de los a~ 
cionistas privados, incentivar a los directivos a aumen­
tar la eficiencia y someterlo a la competencia. 

En el caso de los países en desarrollo, el proceso de -­
privatización es mucho más complejo porque existen pro-­
blemas de financiamiento, mercados locales de capital p~ 

queños o inexistentes y un sector privado poco desarro--
11ado. Además 1 en ocasiones resulta más difícil privatl 
zar cierto tipo de empresas porque su existencia no impll 
ca necesariamente un criterio de mercado sino que tienen 
asignados objetivos sociales. 

No obstante lo anterior, los países en desarrollo se en­
frentan a serios problemas financieros, por lo que la -­
privatización constituye una de las formas de sanear las 
finanzas gubernamentales no s51o por la venta de activos 
sino también por los beneficios que el gobierno puede o~ 
tener de las empresas privatizadas, por ejemplo, por la 

~la de gravar las utilidades. 
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1..4 f'J\CUL'l.'hPF.S, DEL EST/\DO EN MA'l'ERI/\ .ECONOMICJ\ .. 

Las .formas da or9anizaciún y dC actuación del Estadó Mexica­
no contcmpor¿lneo quedaron fijildas en t6rminos instítucionü-­

les desde la expedición de la Constituci6n de 1917. 

La Constitución de 1917 aportó una nueva conccpci6n de los -

fines del Estado. A diferencia de la constitución liberal -

del 57, la constituci6n que suryc de la rcvoluci6n mexicana 

impone al Estudo las obligacionc~ funda.ment::iJ.cs que lo res-­

ponsabilizan del desarrollo del. país en las .:li'1H?:nsionc::s ccQ 

n6mícas, políticas y sociales .. 

La intención del constituyente es muy clara, se trata de or­

ganizar lo político en función de los objetivos de la revol~ 

ci6n. * 

En el. deba.te de1 congreso constituyente es muy importa111:e n2 

tar de que modo los legisladores entencl!nn ~l Eztado como 
instrumento de un proyecto revolucionario. 

Es por ello que aparecen garant..í.:::is sociales y que la noción 
de igualdad frente a la ley tal como lo concebía l.::i constit~ 

ci6n ae 1857 fue abündonada paro aar lugur. ~ un~ nueva con-­

ccpci6n constitucional. 

* V. Diario d.e Debates del Con9rc~o Constituyente, ver el d~ 
bate del artículo Jo. que ro~pe con las formas liberal~s e 

instituye una formil. jurírHcc:i. nueva. 
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Esta nueva concepción rcconacfn los desnivel r;.s de 1'1 co:iiposl. 

ci6n de la sociedad ~{ otorgaba .:tl Estado y nl conjunto de -­

in~titucioncs del r6gimcn jurídico atribuciones para rcgulur 

y dnr equidad a l.:is relacionas sociales asim~tricas. 

De ahí surgen l.:is instituciones del dcr.ccho agr.:irio, dc.>J de­

recho laboral y lils gurantf°..:..ts en tnateri.a de eñucl1ci6n y sa-­

lud, entre otros~~ 

La constituyente instituye un Estado que sea responsable del 

desarrollo integral da la comunidad, pero que nl mismo tiem­

po reserva a los particulares esferas rle acci6n. 

En materia econ6mica, 1a Constituc~6n de 1917 se vuelve a -­

alejar de la de 1857~ pretende la regulaci6n de las relacio­

nes de trabajo, restituye el derecho .:x los monopolios regio­
nales de exportaci6n. Instituye el banco único de inversión 
y establece el principio de actividades exclusivas del Esta­

do en materia econ6mica, al imponer el monopolio estatal a -

un conjunto de actividades. Si se revisa el debate de lü --­
Asamblea y los razon~mientos que inclinaron las Oivcrscs vo­

tacionC'S nos encontramos una institución reguladora de la -

actividad económica encaminada a la rcalizaci6n de los prop2 

sºitos de la revolución. 

Es por ello que la base institucional de la economía mixta -
so encuentra en la Constit".ución de 1917 en su forma oriqi--­

nal. 

* Lil malaria educativa en el Jo. y la Sillud en el 730. ~· 900. 

que responsabiliza a la Fedcraci6n de la Salud Pública y -

~e ct·~a un C1•nr:~:jo cJa Sü.luLiri•l.:ld n:!J(:.c•n:::~.:.•blc de l ... 1 ~~.nJi.11 -

de los ciudad;tno~;. 
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A partir de las obligaciones instituídas en ln constit:.uci6n 

debe ser analizacla la participación del. Estado Mcxic«no en -

la economía. 

Antes hemos revisado cómo se ha expandido la acción ccon6rni­

ca del Estado Mexicano, pero es a partir de 1917 que 6sto se 
vuelve directo e intencionado en términos institucionales. 

El dcsarrol.lo de M6xico ha diversificado las relaciones eco­

nómicas, el. crecimiento indu~tríal, las nuevas formas de in­

tegraci6n comercial y financiera, han obligado a que para -­

cumplir con el espíritu de la constituci6n, el Estado expan­

da y ramifique su acci6n cc0n6mica. 

Es necesario revisar este proceso más detenidamente. Desde 

principio del Siglo XX, hasta nuestros días, N6xico se ha -­
transformado en todos los aspectos. Ha ocurrido una profun­

da transformación en el orden urbano-rural, asociado a una -

acelerada industrialización. Se ha modificado el tamaño, -­
composici6n y l.ocalizaci6n de la población. Se ha diversif.!. 

cado el desarrollo de las regiones y la estructura producti-

va. 

El origen y destino de los recursos naturales, de las inver­

siones, de la tecnología y del trabajo es radicalmente clis-­

tinto. Las relaciones econ6micas de hoy, en relación al mu~ 
do y dentro del pars son mucho mcis complejas. 

La interdependencia de los procesos ?roductivos en~rc $CCto­

re~ y regiones es muy amplia lo que implica entre otras co-­

sas, cfccros y reacciones en ca~cnn entre lo~ fcn6menns cco­

n6micos nacionales e internacionales. 
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El Estado se ha modernizado. Ha habido un avance institucip_ 

nal para dar respuesta a los nuevos problemas del desarro---

110. Su ámbito, instrumentos y dimensión han crecido. La -

formación profesional de los servido.res públicos se ha tran~ 

formado conforme a las necesidades y complejidad del Estado. 

Para 1982 la diversidad de la acción económica del Estado -­

era de gran magnitud, tanto que la ordenación jurídica de -­

tal participación llegó a la confusión y aún a una falta de 

adecuación entre el orden normativo y las exigencias que las 

responsabilidades del Estado imp 1 icaban. 

Ante tal si tuaci 6n se hi za necesaria 1 a reforma const ituci o­

na 1. Las bases institucionales y legales del desarrollo -­

económico de México debían quedar inscritas en el Texto ConE_ 

titucional para impedir que se pudiera desvirtuar en cual--­

quier sentido el régimen de derecho que da sustento a la --­

existencia de la nación mexicana. 

Se propuso entonces ( 1982) una reforma que abriera un capít.!!_ 

lo económico en la Constitución. Los principios constituci.Q. 

nales del desarrollo nacional. que ésta reforma propuso, se 

refirieron a la naturaleza y fUncionamiento del sistema eco­

nómico que establece la constitución. Correspondientes al -

sistema de propiedad y las formas de relación del Estado y -
la Sociedad así como los mecanismos de participación de los 

sectores que la componen. 

La reforma se refiere a la rectoría del Estado, la economía 

mixta, y establece un sistema de planeación del desarrollo. 
Se fijan las bases para el desarrollo rural integral. Se d_g 

f1nen con precisión las áreas reservadas exclusivamente al -

Estado y la función y desempeño de las instituciones, deseen 
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tralizados y empresas de purticipuci6n cstat.:il, 

En la reform.;i se ordcn.:tron l.ns atribuciones del Estado en m~ 

teria de plancaci6n, conducci60, coordinaci6n y oricntuci6n 

de la aconornfa nacional, quedando cspccificnclils las funcio-­

nes de regulación y fomento. Se abrió así el texto consti t,Y 

cional para contar con un conjunto explícito de atribuciones 

consistente y definido en matcriu ccon6mica. Se perfeccion6 

el instrumento y se dieron los fundamentos para llevar al d~ 
recho mexicano los nuevos conceptos econ6micos, es decir se 

di6 lugar al derecho econ6mico en términos explícitos. 

Se reformaron los art!'culos 250. ,26o. ,27o. ,28o. y 730. del -

tcfxto constituc;ional, la magnitud '!e la reforma es amplia y 

profunda. Ya gue estas reformas y adiciones junto con las -

atribuciones que en materia económica ya contenía la Consti­
tuci6n en los art.rculos 3o. i So., 3lo., 730., 740., 890., --

1150., 1170., 1180., 1230. y 1310, entre otros¡ se dot6 al -

Estado mexicano de las bases constitucionales para la acci6n 

en las siguientes esferas: industrial, minera, energé~icos, 

ciencia y tecnologra, pecuaria, pesquera, forestal, de turi~ 
mo, comercio exterior, de inversión extranjera, de regul.a--­

ci6n de la inversi6n extranjera y las empresas transnuciona­
les, de adquisici6n de tecnología, de regulaci6n del. abasto 

y precios¡ la orqanizaci6n y defensa de los consumidores; -­

también en la del derecho penal. ccon6mico, y de legislación 
r~glamentaria de la participaci6n y gesti6n del Estado en la 

economía. 

La ro forma del artículo 25 establece en un s61o cucq..1c• los -

fines de la rectorra del Estado, definiendo que su propósito 

es Ydlillitiz.:1J.· que~ el dc.::~· .. i:r<1lJ(1 :.:cal ir.I C!]L",11, que ff':·t.:iJo;~c.::. 
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.la soberiln!a de l.a nación y su r6gimcn Ocmocr.:itico y qua me­

diante el fomento del crecimiento ccon6mico, del empleo y de 

una m~s justa distribución de la r.iqueza y el ingreso, se l~ 
gre el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los -

individuos, grupos y clases sociales cuyo desarrollo y segu­

ridad garantiza la constituci6n. 

Asr se establecen y ordenan de manera explrcita las atribu-­

ciones del Estado en materia econ6mica. se reafirma la leg~ 

l.idad de la acción del Estado y se 1e enmarca jurídicamente, 
bajo el postu1ado de la rectOrra econ6rnica, en consj.stencia 

con los instrumentos de política econ6mica y de los princi-­

pios estrat€gicos de1 desarrollo nacional que marca la cons­
ti tuci6n. 

Con la reforma se. explicita el. sentido de la cconom.ra mixta, 

se establece la concurrencia del sector público, del sector 
social y del pri,:,ado en las actividades econ6micas sujetas a 

los propósitos generales del desarrollo. 

Para el sector público se establece que tendr~ a su cargo e~ 
elusivo las ~reas estratégicas que la constituci6n especifi­

ca. 

En las ~reas estrat6gicas se abre la posibilidad para que la 

sociedad participe, de distintas formas en la vigilancia y -

supervisión del cumplimiento de sus objetivos, conservando -
el Estado en todo momento el control sobre la conducción y -

operaci6n de los mismos. 

Junto con ias áreas estratégica~ claramente ñefinidas como -
espacios exclusivos de la actividad estatal, ~e cstablnci6 -

que el Estado también participara en áreas prioritarias. 
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En las C'.ireas prioritarias el Estado puede participar por sí 

o conjuntamente con el sector social y privado. La dcf ini-­

ci6n de las ~reas prioritarias no queda establecida en el -­

texto constitucional que para los efectos remite a las leyes 

reglamentariils. 

La constitución consigna al sector social como integr<tnl:c 

fundamental de la economía mixta, proporcionando un nuevo 
equilibrio en su conformaci6n. Así se establece el apoyo 

del EGtado y_la sociedad, bajo los criterios de equidad y 

productividad, a los ejidos, sindicatos, uniones, organiza-­

cienes de trabajadores, cooperativas, comunidades y en gene­
ral a las empresas que pertenezcan mDyoritariamente a los -­

trabaja~ores .. 

Del mismo modo, s_e reconoce y garantiza la existencia. del -­

Sector privado, se le reconoce su funci6n social asr corno la 

conVeniencia de gue existan condiciones favorables para el ~ 
desenvolvimiento de la empresa privada, sujetando su desarr~ 

lle al interés pdblico. 

As! el art~culo 25 fija con claridad ~os prop6sitos y la foE 
ma de sujecci6n jurídica, de los sectores que conforman la -

economía mixta, de acuerdo al principio de legalidad. Se -­

sientan las bases para modernizar el conjunto de la lcqisla­
ci6n que regula la intervención del Estado en la economía. 

Con el artrculo 26 se establecieron explícitamente las facul 
tades del Estado para planear el desarrollo nacional. Se e~ 

tablcce un sistema nacional de planeaciGn quP. sujct~ el con­

junto de la acción del Estado a un proc~so de previsión, re­
gulación y control de acuerdo con o.b;icti vos expresos. De C.f?. 

te modo se define la forma característica con la que desde -
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la planeaci6n se convierte en el instrumento que rige, en-­

tre otros, la intcrvenciCín del Estado en la economía. 

En el artículo 27 se introdujo el concepto de desarrollo r_!! 

ral integral, así como condiciones para una impartici6n ex­
pedita de justicia agraria. 

En el artículo 28 se refuerza la garantía de libertad econ~ 
mica, se hace explícitas 1as. ~reas de dominio exclusivo del 

Estado y se postula su participación en las áreas priorita­

rias del desarrollo nacional. 

La reforma al art~culo 73 d~ facultades al Congreso para l~ 

gislar sobre el conjunto de las materia~ incorporadas con -

la reforma en los artículos 26, 27 y 28. Así como otros r~ 
lacionados con la inversi6n extranjera y la transferencia -
de tecnología. 

La reforma a los artículos 250, 260, 2Bo y 730 junto con -­
los artículos Jo, 370 y 1230 contienen los elementos doctr1 

narios y jurídicos que tipifican y caracterizan e1 espíritu 

de la constitución desde una dimensión social y econ6mica. 
Se d~ un orden de valores sociales y econ6micos que generan 

constitucionalismo social. 

Este constituciona1ismo tiene como forma pr~ctica de opera­

ci6n un r~gimen jurídico que d~ vigencia a aerechos indivi­

duales y ~ derechos socialesª 

Así sed~ cabida a la libre empresa, pero también se reser­
va al Estado la exclusividad en ciertas actividarlcs econ6m~ 

cns estratégicas, básicas y necesarias para cumplir los ob-
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jetivos del desarrollo, adcmiis c:l. .régimen jurídico contcmpl.a 

un sector social perfectamente diferenciado y legitimado~ 

Se otorga al Estado una precisa capacidud rectora en l« eco­

nomra nacional, y se fija la prjmac.1:.::¡ del inter6s gcncru.l y 

público sobre los intereses inñividuales gar.ointiz.:indoso esf.Q 

ras específicas da acción~ 

En su conjunto se define 1a economfa mixta, no tanto como -­
una fórmula ~errada de participaci6n económica, sino como un 
conjunto de valores constitucionales dirigidoc a la vigencia 

de un óptimo equílibrio entre el interés social l' los inte­

reses individuales~ Equilibrio entre la libertad económica 

y el resguardo de las actividades astrat~gicas a favor del -

Estado, entre el respeto a la propiedad privuda y la justa -

valoraci6n de la ·función social de 1a propiedad. En fin, -­

equilibrio entre 1.as esferas de libertad indivicluul garanti­

zadas y la justa y adecuada participación de todos los sectg 

res en las acciones y beneficios del desarrollo. 

La composici6n de la econom~a mixta, ~u definición, su arti­

culación, quedaron establecidas en el conjunto del ordena--­

rniento constitucional- La responsabilidad del Estado quedó 
organizada alrededor del imperativo de la rectoría econ6rni-­

ca. La empresa pública en el contexto de la rectoría se --­

constituye como instrumento fundamental para la realización 

de los objetivos que establece la Constitución-

A través de la empresa pGblíca se organizan las actividades 

estrat~gícas que son esenciales para el fortalecimiento de -

la soberan~a naciona1 y para garantizar el dasarrol1o econó­

mico del país. 
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En lo que se refiere a la.s ~reas prioritarias la empresa pú­

blica es adem~s, un espacio de concertación social. y promo-­

ci6n de la actividad ccon6mica. Las formas como las leyes -

reglamentarias rcgu.lan este espu.cio definen las posibilidades 

de realizaci6n plena de la norma constitucional y por tanto 

de los altos objetivos del desarrollo~ 



65. 

1.5 LA INTERVENCION DEL ESTADO EN LA ECONOMIA Y LA MD­

DIFICACION DEL ESTADO DE DERECHO. 

En términos de doctrina jurídica, la intervenci6n del E~ 

tado en la economfa transtorna el modelo te6rico de lo -
jur'idico modelado a partir de la idea del Estado liberal 

no intervensionista. 

El paso del Estado l ibera·1 al Estado social conlleva --­

transformaciones substanciales por lo que toca al Oere-­
cho. Dichas transformaciones vienen dadas por la convi­
vencia de dos tipos hasta cierto punto contradictorios: 
el principio de Estado de Derecho por un lado y el prin­

cipio intervencionista por el otro. El nuevo modelo es­
tatal no va a descontinuar el antiguo Estado de Derecho 
sino que se trata de una sobreposici6n o traslape gra--­
dual que los hace coincidir a ambos en proporciones que 
están marcadas por las particulares circunstancias de e~ 
pacio y tiempo de cada Nación. 

En 1 a base del nuevo híbrido estatal se encuentra 1 a ru.E. 
tura del pilar del liberalismo que consistía en la sepa­
ración. casi oposición, del Estado por un lado. 1 imitado 
a las relaciones políticas para la satisfacción de inte­
reses generales y de la sociedad por el otro, sustentada 
en relaciones de propiedad determinadas por el libre de~ 
pliegue de las fuerzas econ6micas racionalmente ordena-­
das. Este esquema inhib1a la participaci6n del Estado -
en la vida econ6mica, reservada a la esfera privada. 

El Estado social denota, desde su nombre, el traspaso de 
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la frontera liberal, el arribo de los intereses privados 
al amurallado círculo de lo político. Se pretende la e~ 

rrecci6n de ciertos efectos no s61o por cuestiones étni­
cas sino por necesidad. Contra la pretensión del modelo 
liberal. en la sociedad no operaron leyes económicas ra-
cionales copiadas de la naturaleza. El mercado, por si 

solo no 1ogr6 equilibrar a la sociedad. Por el contra-­
ria, tendi6 a dominar la irracionalidad. 

"Hoy en día, en casi todos los países, se aprecia una -­

clara tendencia a aumentar el Estado sus atribuciones p~ 

ra satisfacer necesidades de diversa índole una de cuyas 
expresiones más contundentes, es precisamente la satis-­
facción de necesidades económicas". !/ De este modo -­
describía Fauzi Hamdán, a finales de los 70's, el fenóm~ 

no de intervención estatal. Aunque a partir del fracaso 
del modelo desarrollista -precisamente en los 70's- este 
aumento de atribuciones estatales sería modulado, prese~ 

tándose reversiones en algunos casos, lo cierto es que -
se habían borrado de una vez para siempre las fronteras 
liberales surgiendo un modelo de intervención estatal -­
que no desaparecerá por el hecho de que dicha interven-­
ción pueda desintensificarse en algunos períodos. 

Se habla así de dos momentos de la democracia. 11 el pal í­

tico y el social: el primero es el supuesto inexcusable 
para conseguir el segundo y éste es, a su vez, la plena 

ll Fauzi Hamdán, Elementos y Caracteres Propios del -
Servicio POblico y su Ubjcaci6n.Pentro del Perecho 
Positivo Mexicano, en 'R~Vf~ta de Investigacfcines -
Jurfdicas. Escuela Libre de Derecho, 1979, p.271. 
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realización qe los valores de libertad e igualdad procl~ 
mados por aqu€lla". i1 Ello ante la imposibilidad de -­
ocultar el disfraz en ·que se tradujo el formal Estado de 
Derecho del liberalismo, con su democracia representati­
va, de las profundas injusticias sociales y desigualda-­
des econ6micas protegidas por e1 escudo de la libertad -
rigurosamente. individualista. Quedan aOn por lograrse -
los fdeales de libertad e igualdad verdaderas y se ve en 
la democracia -superando desde luego su manifestación 
meramente jurfd1co-representativa- la única vfa adecua­
da. 

Pero nos interesa aquí atender la repercusión que estas 
transformaciones van a tener en lo especfficamente jurí­
dico. Para hacerlo se propone auxil iarmente una divi--­
si6n en ~res fases que. podrian distinguirse metodol6gi­
camente -aunque en una dimensi6n histórica se presente 
a veces confusión de las mismas según la experiencia de 
cada pafs-. 

La nueva dirección social fue dando paulatinamente al E~ 

ta do la funci6n .de planeaci6n y programación de una bco­
nomla desordenada y desquebrajada. Se buscaba. en un -­

_primer momento. que el Estado promoviera el cambio. se -
buscaron nuevas formas para la ley que, por su función -
de promoci6n. rompieron la estructura clásica de ésta. -
Disminuye en consecuenc1a el campo apl ic&tivo de la le--

~/ Manuel Garcfa PiohYo.; ·1.:·as"T~ansformaclones de1 Es­
·tado ·cóntemdo~6n~o •. 
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gislac16n traQicional, en aras Qe una nueva legislación 
elaborada sobre distintos criterios. 

La intervención del Estado en la economfa se da mayorit~ 
riamente como creaci6n de infraestructura y eliminación 
esporld1ca de los primeros nudos del sistema,. actuacio-­
nes eminentemente pasivas. 

En una segunda fase, el Estado va a fortalecer decidida­

mente al poder ejecutivo ampliando sus facultades mate-­
rialmente legislativas, al grado de desplazar de liecho -

al parlamento. Aunque menguada, aún se mantiene cierta 
fé en la posibilidad de abstracción y generalización de 
las normas. Sin embargo, ante la necesidad de flexibili 
dad para adaptarse a la dinámica económica cada vez más 
acelerada, se excluye -de hechoa en la mayorla de los 
casos- la rfgida producción legislativa clásica de cie~ 
tas materias y se otorgan facultades normativas a la ad­
ministración, ya sea mediante la ampliación de su.facul­
tad reglamentaria o a través de la delegación de la fa-­
cultad legislativa. Comienza el Estado a concurrir con 
los particulares como agente ccon5mico directo. adqui--­
riendo y administrando empresas. Se amplia el ámbito -­
aplicativo y el alcance conceptual de categorfas jurídi­
cas que permitan una actuaci6n flexible de la administr~ 
ción en casos concretos, tales como la facultad discre-­
cional y el acto de gobierno. 

Es también la época en que aparece la planificación bajo 
ropajes legales y sin perjuicio de la fqcultad de deci-­
si6n de los partfculares, ~e las empresas privadas para 
quienes los planes só1o tienen carScter indicativo. Se 
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trata de la etapa Keynesiana en la que se buscaba el au­
mento Qe 1~ demanda global y asl el crecimiento de la -­
producción y del empleo bajo la guía y control del Esta­
do, ~ue aan no adquiría la propiedad de Jos medios de -­
producción. ;}_/ 

Por último. en el tercer momento del Estado bajo su nue­
vo aspecto social. ·se presenta la concurrencia ya definj_ 
tfva del Estado en Ta economfa como un agente más. No -
obstante, esta concurrentia conviene entenderla como po­
tencial, ya que no siempre se actualiza y en algunos --­
pafses incluso se han observado recientemente procesos -

de reprivatización. No se deben malinterpretar estos f~ 
n6menos como regresiones a etapas superadas del libera--
1 ismo clásico. Si en algunos casos el Estado se retira 
del mercado económico -pudiendo regresar según las cir­
cunstancias- es porque de esta forma se considera que se 
satisface mejor las exigencias sociales en vista del fr~ 

caso del modelo desarrollista, ~ue implicaba su partici­
paci6n como ~unta de lanza. Es entonces una cuesti6n -
de media·s diferentes y no de fines diferentes. El Esta­
do no renuncia a su papel de promotor y ordenador de Ta 
economlat simplemente modula su intervención de conformi 
dad con Tas exige~cias de cada momento. 

En esta tercera fa.se la legislación cHsica queda defin.! 
tivamente relegada a un plano secundario. En su lugar, 

Aunque fue Keynes 4uien reconoci6 en el plano eco­
nómico la quiebra del mercado autosuf\ciente, lo -
hizo tfmidamente ya ~ue concibi6 ~sta como ci~cun! 
tancial -y por lo tanto aliviable- y no estructu-­
ralmente. 
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la administración pública ya abandon6 su intento por ma~ 
tener su producción normativa bajo criterios de generali 
dad y abstracción. Ante los confl.ictos de intereses con 
cretas. ~umerosos e inmediatos. responde con normas y as 
tos particulares. Frente a las medidas correctivas del 
Estado de Derecho. como la intensificaci6n del control -
judicial de la administración, o la aparici6n c:lel ombud­

sman, la administración escapa por los pasadizos de la -
facultad reglamentaria, las discrecional idades en gene-­
ral y el acto de gobierno. 

La vieja soberanía estatal no se mantiene más que como -
una quimera y frente al Estado grupos sociales con fuer­

za económica negocian en un plano de igualdad -e incluso 
parece que en ocasiones esos grupos superan la fuerza del 
Estado-. Surge entonces y se desarrolla intensamente la 
actividad multilateral de la administración pública y -­

concretamente su actividad contractual. El contrato, f.i 
gura propia de las relaciones de Derecho privado, se cu~ 
la al Derecho público llegando hasta a cuestionar el ca­
rácter primario de la ley como fuente normativa y a ate~ 

tiguar un debll ftamiento del poder pübl ico. 

Este panorama pluralista cambia la lineal organización -
unidimensional del Estado liberal por una organización -
geométrica, en diversos planos, obliga a buscar y desa-­
rrollar nuevas categorfas jurfdicas frente al derrumbe -
de la ley corno principal fuente del Derecho. La crisis 
de la legalidad, que termina por configurarse en este -­
tercer momento, se ~a por razones tanto ftlos6flcas como 
pr&cticas y en un contexto de· una crisis más amplia, la 
del Estado unitario y soberano. 
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Las 'f~nciones pre~ominantes de la producci6n jurfdica -­
del EstaQo liberal son la protección y, en consecuencia, 
la represi6n. Se habla entonces de un Derecho protecto: 
-represor. En cambio~ el Estado de los servicios requi~ 
re, en ~u primer momento, ~ara la realización de sus nu~ 
vas tareas de asistencia y gesti6n económica, un Derecho 
promocfon~14 

Se trata de la cuesti6n del Derecho como conjunto de pr~ 
ceptos negativos en contraposición a las nuevas labores 
estatales que exigen normas que promuevan, soliciten, -­
distribuyan; en otras palabras, normas positivas que fo­
menten comportamientos considerados útiles. Ciertamente 
no parece ubicable históricamente un Estado con un orde­
~amiento constituido Onicamente por preceptos negativos. 
il Desde la primera experiencia liberal del Estado míni 
mo se requirieron algunas normas que fomentaran ciertas. 
conductas. pero eran muchas menos que aqu~llas que prohi 
bfan y castigaban actitudes individuales atentatorias -­
contra los valores liberales. 

Esta transformación hacia normas promocionales o de fo-­
mento repercute de dos maneras en la ley. Por un lado -
ésta pierde su estructura tradicional de supuesto norma­
tivo -establecido con generalidad y abstracción- y con­
secuencia jurfdica o sanci6n. ~ara dar lugar a novedosos 
esquemas poco ortodoxds. Si partimos con Diez Picazo de 

!/ Norberto Bobbto; "Ef ~~turo de la ·oemocracta, ~143. 
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que el efecto jurfdico de una norma 11 es una sentencia 
-no entendida en el sentido arbitrál sino como operaci6n 
mental- en la cual se contiene la afirmaci6n d7 que una 
canden~ o una absoluc15n ~ebe ser pronunciada'•!/. ll~g~ 

mas a cuestionar la naturaleza de las leyes promociona-­
les que caracterizan la etapa asistencial del Estado. 

Estas normas promocionales pretenden lograr incidir en -
la realidad para modificarla en el sentido de alguna po­
lftica económica o social. Se sustentan en una concep-­
ci6n del Derecho que 1 e atribuye a éste fuerza de trans­
formaci6n de la realidad. A cambio de determinadas con­
ductas lo más que se ofrece son ciertos incentivos o ve~ 

tajas. 

El segundo modo en que las leyes se ven afectadas por la 
nueva finalidad de fomento que persiguen se desprende de 
la inevitable concordancia que tendrán que guardar con -
pal fticas económ.icas y sociales. Al ser herramientas p~ 
ra la consecución de determinados objetivos, su elabora­
ción tendrá que llevarse a cabo de acuerdo con esos obj~ 
tivos y por las personas que dominan técnicamente el ca~ 

po de que se trate, pues de lo contrario no se asegura -
esa concordancia. La administraci6n. con su oficio téc­
nico, se convierte en el ~utor por excelencia de este t! 
pode normas ante la ineptitud del parlamento, ·cuerpo 'PE. 
lltico ante todo y alejado de las fin~zas Instrumentales 

Luis Diez.Picaza; E~periencias Jutidicas 
del Derecho. ·p.66. 

Teoría 
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que las polfticas requieren. Dejo para más adelante los 
modos en ~ue el nuevo legislador de hecho va a· desarro-­
ll~r su labor normativa. 

Bajo el modo tradicional de entender la ley, la libertad 
del indiViduo no se trata de un modo posftfvo salvo que 
al mismo tiempo se origine una contraprestaci6n. Es de­
cir, no es posible facultar a alquien para hacer algo si 
no se obliga al mismo tiempo a otro respecto del objeto 
de la facultad. No es posible facultar a un peatón para 
que cruce una avenida si al mismo tiempo no se obliga al 
conductor a parar su automóvil. En otras palabras, no -
es necesario facultar a alguien para que ejerza su libe~ 
tad, si tal ejercicio no se inmiscuye en la esfera de -­
otro sujeto. Piénsese en una norma que otorgara el der~ 

cho a respirar. 

La concepci6n que encaja precisamente en el campo del D~ 

recho privado es aquélla que presupone un derecho subje­
tivo y un deber jurfdico. Pero tratándose del Derecho -
Público. además de las normas que encuadran en el esque­
ma clásfco de legislación y permiten a los individuos -­
exigir determinados comportamientos. encontramos otras -
que hemos llamado de tipo promocional o de fomento, que 
no encajan en el tipo tradicional de norma, o bien por-­
que no contemplan un deber jurfdico o lo atribuye a un -
sujeto indeterminaqo ·-una pluralidad indeterminable­
porque no establecen rnec~nismos para ·su exigencia. 

Este nuevo tjpo normatiyo rompe además con un principio 
de origen liberal =que en toda la época moderna se habfa 
considerado inabatible. ·Me refiero a la igualdad jurfdl 
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ca. Se parte ahora del reconocimiento de desigualdades 
materiales entre los sujetos sociales y en ese sentido -
se legisla, lo que implica que el poder legislativo rel!!_ 
tiviza el sustrqto.liberal en ejercicio de una f~nción -
equilibradora de l~s sujetos, ya no simplemente jurldi-­
cos, sino reales. &/ 

A nivel constitucional podemos señalar, a manera de eje!!!, 

plos de normas promociona1es que no responden al esquema 
clásico supuesto normativo-consecuencia jurídica, las -­
contenidas en el artlculo 4o. Dicho pre,cepto establece 

la igualdad ante la ley de varón y mujer, así como 1a -­
protecc16n a la organización y el desarrollo -fomento. 
diríamos aquí- en la ley, de la familia; asimismo otor­
ga los derechos a la salud y a la vivienda, más como ob­
jetivos programáticos que como derechos subjetivos rei-­
vindicables. En todos los casos se trata de directrices 
que encauzan el orde~1miento jur•dico y pretenden guiar 
1a realidad, pero que se alejan del prototipo clásico de 
ley en cuanto no vinculan las pretensiones que crean con 
modos concretos de satisfacción. Es decir, serán prete~ 
sienes válidas pero con posibilidades escasas de prospe­
rar, ya que no se instrumenta una vía concreta de satis­
facción. 

Algunos otros Derechos eminentemente pramocionales, que 
parten de sujetos ~esi~uales son los que regulan la pro: 
tecci6n al consumidor, la inversi6n mexicana y la e~tran 

§/ Vid. 1nfra., 4. l2. 
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jera, y la transferencia de tecnologfa. 

La entrada al Estado social viene marcada también por 
dos fen6menos que se podrfan calificar como degenerati-­
vos de la ley. Por una parte se advierte una abundancia 
de leyes que se explica por las nuevas funciones del Es­
tado intervencionista y que ha sido criticada por muchos 
juristas en términos de la incertidumbre que esta pral i­
teración acarrea. 21 Esta hipertrogia legislativa se -­
buscafá evitar medicinte el ejercicio intenso de la facul 
tad reglamentaria Viendo la manera de dar mayor estabill 
dad a los contenidos legales, pero, como lo explicaremos 
en su momento, no parece resolverse el problema de fondo 
-si tal carácter se le atribuye- de la inestabilidad -­
normativa. 

Asi encontramos que frente a las codificaciones propias 
del espiritu ilustrado se desarrollan un sinnúmero del~ 
yes administrativas que van rompiendo la vieja 16gica --

Asf por ejemplo Ripert sefiala que ''seria temerario 
considerarla como un progreso. Muy por el contra­
rio. esta movilidad de la legislación, que deja en 
incertidumbre a los sujetos del Derecho, les impi­
de hacer planes sobre el porvenir. les obliga a ·m.Q. 
dificar incesantemente su can·ducta y les lleva a -
dudar del valor de las leyes, ·constituye una de -­
las profl..fndas caus·a.s de la crisis del Derecho". -­
Georges Ripert, cit.pos., José Mart1n Oviedo,· .Q.e..:._ 
ill·· p.so. 
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unitaria que alent6 los sistemas codiftcados. ª' Las -­
nuevas leyes administrativas vienen a restringir el ámbJ_ 
to aplicativo de las codificaciones liberales, las que -
les van comiento el terreno. Se desprenden ellas mismas 
de tales cuerpos "ormativos -que en un principio regu-­
laban integralmente la materia que ocupaban- para ir -­
creando leyes especial iza·da·s. Piénsese por ejemplo en -

la limitada cobertura jurfdica que del derecho de propi~ 
dad hace hoy en día el Código Civil, frente al cual se -

han desarrollado legislac~ones urbana, agraria, de pro-­
piedad intelectual, etc. !il O compárese el alcance nor­

mati~o de nuestro Código de Comercio con el de leyes es­
peciales como las que regulan títulos y operaciones de -
crédito, sociedades mercantiles, moneda, el servicio de 
banca y crédito, etcº, las cuales se han ido separando -
de aquel cuerpo .. 

Adicionalmente, la moderna legislación especial responde 
a distintas ratio legis que por lo general se separan de 

!Y 

2.1 

Martín Dfaz, Proceso constitucional y relaciones -
de propiedad, en Revista de Investigaciones ·Jurídi 
~· Escuela Libre de Perecho, 1987, p.204. 

Martfn Dfaz, Derecho econ6rnico: Vn Nueyo Espacio. 
Metodol6gico para la Reflexi6n Jurfdica, en:Ltn•a­
mientos "Metodol6 icos - Técnicos· a:ra el A rencr:rza 

e Oerec o, p~ 
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la perspectiva igualitaria -reconociendo desigualdades 
reales- establecienc\o de esta manera un procesb correc­
tivo en \a ley que Martfn Plaz llama de lege f~renda, -­
"mec\iante la cual, ·el principio de la desigualdad mate-­
rial de ios sujetos sociales se ha incorporado a la es-­
tru¿tura formal de los sistemas jurfdicos contempor~---­
neos ". ·lQ.t 

Paralelamente a este fen6meno de hipertrogia se presenta 
otro que se h~ llamado a~~í de corrosi6n de la ley. Es­
te tiene que ver directamente con la competencia legisl~ 
tiva, con lo que, de acuerdo a la teoría instaurada por 
los juristas de las monarquías germánicas del siglo XIX 
se ha llamado ley en sentido material. 11_1 Ante la inc.!_ 
pacidad de la ley para resolver la cada vez más compleja 
problemática social. por su lentitud. abstracción, gene­
ralidad, s7 llega a lo que Schmitt llamó ºlegislación m.Q_ 
torizadaº .l,g_/: una verdadera normatividad elaborada por 
el ejecutiva e incluso por distintas instancias de la a~ 
ministración pública, no prevista originalmente por el -

.!.QI 

l.!./ 

.!1.1 

Ibidem. p.52 . 

Eduardo García de Enterria y.Tomás Ram6n Fernández, 
··curso de ·perecbd ·ActmlniltrMtlvo, t. !, p.183. 

c~rl Schmitt, cit.pos., José Martín Oviedo, op.Cit • 
p.50. 
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ordenamiento jurídico y respecto del cual el Estado de -
Derecho tendrá que hacer~malabares para explicar y con-­
trolar, ante el riesgo del desquisiamiento d,e la Kel~e-­
niana "construccH5n escalonada del orden jurídico":·~./ 

Proliferan dos grandes g·rupos de nuevas formas legislatj_ 
vas. En un primer grupo encontramos técnicas legislati­
vas que se r~suelven en una rem1si6n en blanco a favor -
del ejecutivo quien deber§ de hecho crear las normas ap~ 
gándose, si acaso, a las grandes directrices marcadas -­
por el parlamento. 11 La ley acaba por ser un marco. en -
el que la tela se teje, se dibuja y colorea por el go--­

bierno, que incluso suministra al legislativo la madera, 

el tono y aún 1 a forma del propio marco 1egal 11
• ll/ Ca­

ben aquí desde los actos-regla de Ouguit hasta el skele­
ton legi~lation del Derecho inglés o las lois cadres del 
francés.!.§./ o lo que en nuestro idioma hemos llamado 1~ 
yes marco, técnicas todas que tienen en común un conteni 
do mínimo y una delegación al ejecutivo de la facultad -
legislativa, Desde luego que existe una forma que po---­
dríamos llamar propia del sector ejecutivo de dictar no~ 
mas jurídicas, la potestad reglamentaria. 

Hans Kelsen, Teor1a· Pura ·del ·oerecho, p.52. 

José Martfo O~iec\o; ·op;c·;t., 'p,51. 

Ec\uardo larc,a.c\e.Enterr,a,.Legislacl6n D•l•gada, 
'Potestad Reghmentari'a y Control Judicial, p. 137 
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El otro grupo de fQrmas legislativas se explica por la -
necesidad de atacar ·problemas espec1ficos y coritingen--­
tes. ~ue en ocasiones es atendida por el propio legisla­
tivo, reacio a c1·auc1icar del todo. ante el ejecutiVDt da.n 
da lugar a 1a que Garcfa.-Pelayo '1~/ llama medida a pro-~ 
grama. 'de validez temporalmente determinada por situaci~ 
nes concretas y que incluyen 'su propio esquema de ejecu­
c15n. Cuando se entiende 1 agrado el fin para el que se 
crearon_~uedan relegadas al papel de ''curiosidades lega­
les•': ll/ 

Por 'sus implicaciones con el traslape entre el sustrato 
liberal y el intervencionista dentro del Estado social, 

paso ahora a referirme a lo que, en términos generales, 
se denomina la delegación legislativa. 

.!.§./ 

'1JJ 

Sin embargo, García-Pelayo parece no distinguir la 
diferencia cualitativa que existe entre los dos -­
grupos de formas legislativas, ya que trata, en -­
conjunto, las leyes medida, las leyes programa y -
las leyes cuadro siendo ~ue, como se ha tratado de 
plantear en esta tesis, ·su efecto es opuesto. Mie.!!. 
tras las leyes medida o programa son la reivindica 
ción por el poder legislativo de su función funda~ 
mental -la legislativa- asumiendo el costo de ba 
jaral plano de lo concreto, ~o contingente, la~-= 
leyes cuadro o marco 1mp1ican una renuncia a la fa 
cultad 1e9islativa y una delegación a favor del -~ 
ejecutivo. ~ue cteber~ desarrollar los grandes prln 
cipios establecidos por el poder legislativa. Ma~ 
nuel Garc(a Pelaya; "Lis "Transformaciones "del "Esta­

"da ·cantemporSnea, p.16. 

El término empleada por Garcla-Pelaya fue utiliza­
da por primera vez "por. Ernst Farsthaff, cama él -­
mismo lo seílala; ··¡t;id~J!l· · 
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La legislación delegada es una de las vfas como la admi­
nistración contempor&nea se va a hacer de un poder norm~ 
tivo, el cual le es neces~rio para cump1 ir con ·sus fun-­
ciones interventoras. El despliegue normativo de la ad­
ministraci6n "plíbl ica es evidente en el panorama <jurídico 
de prácticamente cualquier país y eso nos permite ahora 
tratar su existencia como concluyente sin necesidad de -
detenernos en su constataci6n. A la segunda vfa, la po­
testad reglamentaria, ·se dedican adelante algunas líneas. 

Este tipo de creaci6n normativa. 4ue ~urge como facultad 
excepcional, se ha generaliz~do en todos los paises. rm 
plica la participación de la administraci6n en la orden~ 
ción ju~fdfca de la sociedad. mediante la colaboraci6n -
~on ley. 'que se limita a establecer las lineas maestras 
ante su imposibilidad de descender a todos los pormeno-­
res técnicos. 

Se traduce en una ampliación del poder normativo propio 
de la administraci6n -la potestad reglamentaria-. 

la problemática que significa la delegación legislativa 
se puede revisar con base en· un eje: el carácter de las 
normas que surgen de las delegaciones. A su alrededor -
giran diversas cuestiones como: especies de delegacio-­
nes; extensión de las mismas; teorfas que tratan de ex-­
pl icarlas; y, sobre to~o. ·cuál es el ant'ídoto que el Es­
tado de Derecho va a pro~~cir para neutralizar este ele­
mento intervencionista. 1§./ 

Respecto a este tema me baso principalmente en.--­
Eduardo Garcfa de Enterrfa. legislación Delegada.­
Potestad Reglamentaria y ·control Judicial, p.137, 
asr:"como en su Curso de Derecho Adm1n1strativo, -­
t,I, p.237 a 275, 
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Debemos comenz~r por recordar ~ue, producto de su jerar­
qu'ia superior en el ordenamiento jurídico, la ley es, en 
el Estado de Derecho. inmune a cualquier tipo de control, 
incluso judicial, con excepción del propiamente constit~ 
cional cuando éste existe~ Esta invulnerabilidad ante -
órganos jurisdiccionales tendr1a que hacerse extensiva a 
1a normatividad de la administraci6n pdblica, 4ue tuvie­
ra un origen delegativo, si con 1a delegación se transmi 
tiera también el rango legal. Se trata de determinar en 
tonces si esta forma de creación normativa, subjetivamen 
te administrativa, gana un plus que la asimila al rango 
de ley. El cuestionamfento que se hace el maestro Gar-­
cia Enterria es: lel mecanismo delegativo reviste a la 
norma delegada ''de la auctoritas propia de la ley .•• ? -­
-y advierte- "si asf fuese estarfamos en presencia de un 
actuar administrativo revestido de una superior legitim1 
dad y fuerza~·· vendría a hacer -de las dependencias a~ 
min1strativas- ••• verdaderos órganos soberanos> dispens~ 
dos de vin·culación legal y eximidos del control del ---­
juez". J.2/ 

Puede apreciarse que de la respuesta que se dé a la nat~ 
raleza o mejor dicho al ranga de las normas administratl 
Vas delegadas, se desprendercl la posibilidad de encon--­
trar un antídoto que garantice el Estado de Derecho, co11 

' '12.f o tes---
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forme al cual el Qnico 6rgano soberano y por lo tanto 
ilimitado es el legislativo. 

Rompiendo un poco la trama propuesta. adelanto que Gar-­
cfa de Enterrfa 1 como defensor que es del Estado de De-­
recho, ·se avoca a probar, con maestría, que por lo gene­
ral la norma conserva el rango reglamentario, salvo que 
adicionalmente a la delegaci6n y en forma expresa se --­
otorgue el rango o fuerza de 1ey. As'i las cosas, el an­
tídoto normal será el mismo que pat'a la potestad regla-­
mentaria, a saber: un amplio control jurisdiccional. -­
Aún en los casos de atribución expresa del rango legal, 

pretende el autor español que la autoridad judicial con­
trole tanto la satisfacción de los requisitos formales, 
como los pcsibles excesos en que pueda incurrir la admi­
nistración en relación con las llneas marcadas por el 1~ 

gislativo. ~/ 

Para estructurar su defensa del Estado de Derecho dotán­
dolo de un antídoto jurisdiccional contra la legislaci6n 
delegada, el jurista que ahora seguimos rechaza algunos 
planteamientos doctrinales. En primer lugar descarta la 
teorfa francesa del siglo XIX de la representación, tom~ 

da del Derecho privado. la cual concluye que ''la delega­
ción implica de esencia una transferencia de poderes, -­
los cuales, actuados por el delegado, valen como propios 
del delegante. Y es que ''f~llan los elementos esencia--

Garcfa de Enterrfa y Fern!ndez, ·curso de ·oerecho -
Administrativo, 1. 1; ~.260 a 26 • 
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les de la representaci6n, el que el delegado actúe en -­

nombre del poder delegante, el fen6meno de la contempla­
tio dornini o actuaci6n en interés del representante, y -
en fin. ~ue los ef~ctos Jurfdicos del acto.~e produzcan 
en la esfera Jurfdica del representante". ll/ Además, -
una ubicación del poder legislativo de su principal res-:­
ponsabil idad, ·que es en lo que se traducirfa tal transf~ 

renc1a de poderes, ~o está permitida por la organizaci6n 
constitucional del Estado de Derecho más que en el caso 
de plenos poderes. 

En segundo lugar rechaza Garcfa de Enterria la teoría. -
también 'francesa -creacilin del Consejo del Estado- que 

explica las delegaciones como invitaciones que el poder 
legislativo hace al ejec~tivo para que éste utilice su -
potestad reglamentaria. 'EJ.l Esta postura, útil para ex-­
plicar únicamente un tipo de delegaci6n -la remisión, -
a la ~ue me refiero adelante- tuvo el m~rito de expli-­
car el poder normativo como propio de la administraci6n 
y no como un poder tr~nsferido. No obstante. no se tra­
ta tan sólo de una invitación sino de una ampliación del 
ámbito de la potestad reglamentaria. 

ll/ Garcfa de Enterrfa,.Leglslacl~n •. Pelegada, Potes-­
·tad ·Retjllrnentarla ·y ·cont~dl ·Judicial, p.98 y 101. 

Garcfa de Enterrfa y Fernández, ·curio de Derecho -
Administrativo, t. !, p.259. 
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Esta postura, Otil para explicar únicamente un tipo de -
delegación -la remi.si6n, a la que me reftero adelante­
tuvo el mérito d.e explicar el pocter normativo como pro-­
pio de la administraci6n y no como un poder transferido. 
No obstante, no se trata tun s6lo de una invitación sino 
de una ampliación del ~mbito de la potestad reglamenta-­
ria. 

La teor1a que mejor explica el fen6rneno de la delegación 
legislativa es la ~ue· utilizan los iuspublicistas alema­
nes quienes, aceptando partir de moldes del Derecho pri­
vado por su perfección técnica y valor tradicional, ex-­
plican la delegación no ya como representación sino como 
habilitación o apoderamiento. Traducido al español, por 
intermediación italiana cooo autorización o negocio aut~ 
rizativo. significa ••aquella manifestación de voluntad -
por la cual una persona (autorizante) faculta a otra (a~ 

torizado) para realizar en propio nombre y sobre la esf~ 
ra jur'idica de aquél un acto material o un negocio jurí­
dico que sin dicho asentimiento sería ilícito por signi­
ficar .una ilegitima invasión de la esfera jurídica aje-­
na11. ·23¡ Presenta, sobre la teoría de la representación, 
las ventajas de explicar la actuaci6n a nombre propio de 
la administración y trabar la relación, no tanto entre -
los dos sujetos, sino más bien entre el autorizado y el 
patrimonio del autorizante, o rr.ás concretamente, entre -
el autorizado y· un objeto del patrimonio autorizante. 

Le·dari a. ·e i t. pos •• ·Garc'i a. de. Enterrí a, Leg i 51aci6n 
Delegada; ·potestad Reglamentarla ·y ·control Jud1--­

. ·c1al, p.lOS, 
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De acuerdo con la teoría de la habilitaci6n, se extiende 
el 5mbito ordinario del poder reglamentario a materias no 
accesibles a la adrninistraci6n por sf sola. ''Pero la ad­
ministración estatuye aesde sf misma y por su personal ·v~ 
luntad y ciencia; .no utiliza el pod~r legislativo o repr!_ 
senta al 6rgano que detenta éste". 24/ La consecuencia -
natural, ·que actual iza el elemento de Estado de Derecho, 
es que el control jurisdiccional que sufre toda la activi 
dad de la administraci6n, específicamente, la reglamenta­
ria, procede también respecto a la legislación delegada. 

La delegación lesgislativa sólo había asumido -hasta ---
1951- en el esquema constitucional de nuestro país, la -
forma de las facultades extraordinarias en caso de suspe~ 
sión de garantía, precisamente a partir de la Constitu--­
ción de 1857. Es, sin embargo, sintomático el hecho que 
destaca el maestro Hamdán de que aún antes de tener esta 
facultad excepcion~l, 11 infinidad de leyes fueron expedi-­
das por el Ejecutivo, con facultades extraordinarias oto~ 
gadas por el Congreso, careciendo de fundamento constitu­
cional para ello, ••• concedidas en situaciones aun ordin~ 
rias par.a legislar sobre cualquier materia" . .,li/ Este vi 
cio se continuó practicando durante toda la vigencia de -
nuestra anterior carta fundamental e incluso bajo el amp~ 

ro de la Constitución de 1917. 

Garcfa.de Enterria y Fernlndez; Curso de Derecho -
· "Adil\.inistrat.jvo, t, I. p.252. 

Fauz1 Hamdln, las P~cultades.Legislativas.del Pre­
sldente.de.1a.Re~Qb11c~. ~n ReVf~ta "de ·1nvestiga-­
ciones ··Jur•fdfcas, ·Es"cuela Libre de Derecho, 1981. 
p.l80. 
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Lo anterior se debi6 a una interpretación de Ignacio L. -
Vallarta, presidente ~e la corte, la cual se convirtió en 
jurisprudencia e imperó -salvo por un lapso de cinco --­
aílos en que dejó ese personaje el m~ximo tribunal- hasta 
1938. La aludida interpretaci6n justificaba la delega--­
ci6n -sin suspensi6n de garant1as- argumentando que no -
consistfa en sustituc16n pues el Congreso retenía la fa-­
cultad originaria. Esta interpretación, seguramente bas~ 
da en la teorfa ~e la representaci6n, hizo necesaria una 
ins61ita reforma constitucional en 1938 para aclarar, en 
el artículo 49, que solamente en el supuesto de suspen--­
sión de garantías se ~e podían delegar al ejecutivo facul 
tades legislativas. :!:.§../ 

Sin embargo, el abanico se amplió en 1951 vía reforma --­
constitucional que estableci6, en el artículo 131, segun­
do párrafo, la posibilidad de que el Congreso faculte al 
ejecutivo para regular el comercio exterior. De igual m~ 
nera en 1983, la trascendental reforma constitucional en 
materia económica incluyó, en el artículo 26, tercer pá-­
rrafo, la posibilidad de facultar al ejecutivo, en la ley 
secundaria, para que establezca procedimientos y crite--­
rios relacionados con el sistema nacional de planeación; 
y en el artTculo 28, tercer párrafo, una ley marcó en ma­
teria de atribuciones económicas que faculte -al ejecuti 
va debemos interpretar poque ·el artículo no lo dice- pa­
ra t~ establecimiento de precios máximos y modalidades a 
los sistemas de distribuci6n de bienes. Completan estos 
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preceptos constitucionales, ·que prev~n la colaboraci6n -­
del ejecutivo en la tarea normativa, ~1 artículo 21 con -
los llamaqos reglamentos autónomos gubernativos o de la -
polic'ía; el artículo 27, p~rrafo quinto, ·que faculta al -
ejecutiVo para reglamentar la extracción y utilización -­
del agua, cuando as'i lo exija el interés público o se --­
afecten otros aprovechamientos; y el artículo 73, frac--­
ci6n XVI, bases la. y 2a.; ·que facultan al Consejo de Sa­
lubridad General así como al Departamento de Salubridad -

para dictar disposiciones.generales y medidas preventi--­
vas, respectivamente. 

Para poder establecer qué tipo de normas surgen del ejeL 
cicio de las facultades que se han mencionado, es menes­
ter revisar, aunque sea brevemente, las especies de del~ 

gaciones que reconoce la doctrina. Sólo así será posible 
determinar la naturaleza de las normas subjetivamente a~ 
ministrativas que contempla nuestra Constitución. 

Ya se dijo aquí que la delegaci6n en sí misma no implica 
la transferencia del rango legal a las normas delegadas, 
las cuales, en consecuencia, quedan con el carácter de -­
normas reglamentarias. Esta regla general se cumple en -
todos los casos, pero lo que puede llegar a suceder es -­
que junto con la delegaci6n se dé en forma expresa un re­
conocimiento anticipado de f~erza de ley al producto nor­
mativo que emita la administraci6n. Nos encontramos así 
frente al primer tipo de delegación legislativa, que es -
la de efectos más drásticos pues incluye la transmisión -
del rango. 

Esta delegación es 11amaqa recepticia por García de Ente-
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en virtud de la similitud que la asunción anticipada que 
el ejecutivo. presenta con la técnica del reenvío recepti 
cio o material, originaQa en el Derecho Internacional pri 
vado. Conforme a la mencionada técnica, ''el ~utor de la 
norma reenviante quiere:¡ asume el contenido del acto no!_ 
mati~o al cual se reenvfa como contenido de la propia no~ 
ma; la norma reenviada pierde con ello su propia autono-~ 
mía para convertirse en parte inteurante del acto normati 
vo reenv1ante, con lo cual el reenvfo se convierte en un 
expediente t~cn1co para incorporar contenidos normativos 
extraños". ll./ Justamente esto es lo que sucede en esta 
especie de delegación: el legislativo asume como propio 
el contenido normativo producido por el ejecutivo. 

Otra manera de explicar este tipo de delegaciones es a -­
través de la técnica de la determinación por relationem -
del contenido de una voluntad. Asi nuestro articulo 2251 
del Código CiVil permite que el precio de una compra-ven­
ta se establezca con referencia a otra cosa o por el arbi 
trio de un tercero. De esta manera se puede interpretar 
la delegación recepticia, en donde la ley delegante prod~ 
ce un efecto normativo, con rango de ley, cuyo contenido 
estará dado por un tercero. la administración. ~/ 

ll! 

.f.!!./ 

García de Enterría y fern~ndez, Curso de Derecho -
Administrativo, t. 1. p.254 • 
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La Constituci6n española de 1978 contiene este tipo de d~ 

legact6n, en sus articulas 82 a 86, Se contemptan dos s~ 

puestos: jos textos articulado~ de leyes de bases y los 
textos refundidos. Ambos se conocen bajo 1a denomtnaci6n 
genérica de Decretos legislativos -articulo 85-. M1en-­
tras que el alcance de los textos refundidos es 1 imitado. 
ya que consiste más que ot~a cosa en una labor compilado­
ra y sistematfz~dora de diversas leyes en un texto Gnico~ 
1os textos artfculaáos de leyes de bases implican verdad~ 
ra fnnovaci6n normativa. én tanto desarrollan ciertas ba­
ses -que no son de aplicación directa- más o menos con­
cretas. La labor refundidora se.encomienda a la adminis­
tración pública. pero el carácter más radical de la labor 
articuladora sólo contempla esta delegación a favor del -
Gobierno -artículo 82-. 

La segunda especie de delegación legislativa es la llama­
da remisión normativa, mediante la cual una ley, que sf -
tiene efecto normativo directo y propio, reenvla a una -­
normación administratiVa posteri?r la regulación de algu­
nos elementos complementarios. ·12./ El reenvío a que aquí 
se alude no es material o recepticio, sino formal, esto -
es. se desentiende la ley reenViante del contenido de la 
norma reenviada. conservando ésta su autonomla y por lo -
tanta su rango re9lamentarfo, Cabe a f~var de cualquier 
6rgono de la 1dminlstración e implica más que una invita­
ción, ~omo Pr•tende la teorfa francesa, una habi11tacl6n 
como yo se explic6. 

Ga·rcfa.de. E11terr1'a·;·.·i.:~··1sladón.:Pe1e ·ada · atestad 
·Re9Tamentári ··· · ·cont o 'Juctfc.fal. p. ¡49, 
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Este segundo tipo de delegaci6n, cuyo ef~cto se aprecia -
con claridad tratándose de materias reservadas a la ]ey -
de esta forma se abren a la f¡¡cu.ltad reglamentaria. no se 
entiende f~cilmente ref~riQa a materias no reservadas. -­
cuando el ordenamiento contempla la protestad reglamenta­
ria general a favor del ejecutivo, como es el caso de --­
nuestro pafs~ Españ~ y en general cualquier naci6n que -
siga el modelo fr.ancés. 

Sobre el particular García de Enterrfa ha interpretado -­
que aún tratándose de materias no reservadas a la legisl~ 
ci5n. se requiere la remisión ''para que la aplicaci6n de 

la ley quede eventualmente enmarcada y condicionada por -
una serie de preceptos reglamentarios que necesariamente 
implican un noVum mayor o menor (si el novum no existíe-­
se. el reglamento sería ocioso, como se comprende). Por 
ello, y as\ lo acredita la pfáctica legislativa constante 
de conf1ar a la administraci6n las disposiciones ejecuti­
vas de una ley, no puede sostenerse que aun lege silente 
la administración cuente siempre con la posibilidad de -­
dictar reglamentos de las leyes, de interferir entre és~­
tas y su aplicación una instancia normativa distinta; a -
lo sumo podrá inferirse ... la posibilidad de un desarro-­
llo reglamentario en cuanto a los aspectos norm~tivos in­
ternos (organización~ procedimiento), pero no a los pro-­
piamente normativos". 2.QI 

E]./ ~arcía.<1•.E~~errh y fernánciez; Curso de ·perecno 
·'Administrativo, ·t. ·r. p.269. 
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Esta interpretación del jurista español. que no pierde -­
oportunidad para ganar espacio a favor del Estado de Der~ 
cho, ~e parece ~uy ambiciosa y no encuentro, ~l menos en 
el caso .. rnexicano. elementos ~ue exijan, además de la pro 7 
testad reglamentaria; ·una rernisión expresa en la ley a "f~ 
vor del ejecuttVo. 

Por último, una tercer especie de delegación se denomina 
deslegalización. Implica abrir una materia mediante una 
ley delegante, ·1a 'cual no entra a iegular directamente d! 
cha materia, a favor de la potestad reglamentaria de la -
administración. Se requiere la delegación para contra--­
rrestar el principio de reserva formal de la ley o del -­

contrarius a e tus, conforme al cual, cuando una materia es 

regulada por la ley se congela el rango normativo, lo --­
cual exigirfa otra ley para innovar dicha regulaci6n. Por 
efecto de la deslegalización, temas hasta entonces norma­
dos por ley, son accesibles a la potestad reglamentaria. 
Se da entonces una manipulación del rango pero s6lo a ni­
Vel formal,. quedando 1 a nueva norma con su carácter regl!!_ 
mentarlo. ·.;u/ 

A diferencia de la ley de remisión, la de deslegalización 
no regula materialmente ningún aspecto. ni siquiera gene­
ral, de la materia de que se trate. Su única f~nci6n es 
la manipulación ctel rango para permitir que una norma re­
glamentaria innove un tema hasta ese momento re~ulado por 
la ley. No presenta, ~n sf misma, ~ontenido normativo. 
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Los tres tipos d~legativos dna1jz~dos distan. a juicio de 
Garc~a ~~ Enterría, ·quien se esfuerza por ubicarlos en el 
Estado de Derecho, de ser enqosos en blanco de la facul-­
tad leg1slatjva a favor de la aqminlstración. 

Del carácter reglamentario de las normas delegadas -sal­
~º en la delegac·i6n recepticia- se desprende su plena -­
justiciabi1 idad por los tribuna1es y especialmente por -­
los contencioso-administrativos. En· un genial esfuerzo -
limitador del poder normat~~o de la administración afir-­
ma: ''esas normas administrati~as genuinas no s61o están 
afectadas por todas las vinculaciones y servidumbre pro-­
pias de las normas reglamentarias -a las que aludo más 
adelante-, sino que aún les afectan vinculaciones y servi 
dumbres propias y especificas. las que resultan de su co­
nexión con la ley delegante ••• estos 'limites de la dele­
gación' constituyen otros tantos límites de validez sus-­
tancial. ·porque son los que condicionan la inserción de -
la norma ••• en el sistema general del ordenamiento, a tr!_ 
Vés de la ley que ha producido la delegación y ha creado 
con ello el ámbito y la funcionalidad propios de la nor-­
ma1 que ésta no puede des<;:onocer o infringir".~/ 

Incluso en el supuesto de delegaci5n recepticia aftrma 
el jurista español que el rango legal. que si se transfi~ 
re, ~starS condicion~~Q al respeto por la norma delegada 
del contenido prescrito por la ley cfelegante. Esto perm.!_ 

. ·32¡ Garcfa de Enterrfa,:~~dfllatf6n Delegad~; ·pótestad 
RegJamen.tgr.ia'.)• ·control Jucl:tctal, p. l74. 
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te a los 6rganos jurisdiccionales revisar el apego a tal 
contenido, en un juicio que. como cualquier ultra. vires, 
fi.scaliza la correspondencia. entre un pro.dueto <\Qminfstr,! 

tlvo y su fun~a111ento legal. Se ~upl ica entonces el con-­
trol porque también el tribunal constitucional podr$ cri­
ticar a la normct delegada en rela• i6n con su apego a la -
Constitución y de un modo exclusivo a la ley delegante. -
33/ 

La reVisi6n que hemos hecho de la legislaci6n delegada, a 
la que todavfa nos referimos de modo indirecto al estu--­
diar la potestad reglamentaria, se basa, como ha quedado 
claro, en la doctrina española y más concretamente en. a 
mi juicio, su mejor representante. Esta doctrina parte -

de y sistematiza -con mayor preciosismo que el que aquí 
ha sido posible reflejar- el fenómeno de corrosión legi~ 
lativa español, que me ha parecido interesante considerar 
por dos motivos. En primer lugar España sigue. al igual 
que nosotros, la tradición francesa, que presupone una p~ 

testad reglamentaria general a favor del poder ejecutivo. 
En segundo lugar la Constitución española es una de las -
cartas fundamentales más recientes -1978- que por lo -­
mismo contiene figuras modernas, las cuales evidencian la 
sobreposición del sustrato normativo intervencionista con 
el liberal o de Estado de Derecho. Eduardo ~arcía de En­
terria debe ser considerado sin duda defensor de este úl­
timo sustrato, ja que toda su obra sigue· un hilo conduc--

Ga~cfa de Enterrfa y PernSndez; ·curso 'dé ·oerécho -
· ~dmlnl•tratf~o, ~. ~.·~. 260 ~ 267, 
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tor: la contenci6n té<:nica-jurfdica-~~l poder arbitrario, 
confQr111e a la m~s pura tradición liberal. ·pero ofr:eciendo 
elementos modernos. Sin embargo, no se ~uede decir que : 
exista· un consenso respecto a la problem~tica de la legi~ 
loción delegada. 

Sobre el aspecto fundamental de dicha problemática, ésta 
r:s, la transmisi6n de la fue·rza de ley a la norma delega­

da, Marienhoff .no coincide con Garcla de Enterria. En el 
contexto de la divisi6n que existe en la doctrina argent! 
na sobre la.posibilidad, en ese país. de la delegación l~ 

gislativa ll/, el mencionado autor se adhie1 e a lc1 postu­
ra de la jurisprudencia en favor de la existencia de los 
reglamentos delegados y afirma que 11 el acto que emita el 
Ejecutivo como consecuencia de la delegación legislativa, 
desde que integra la respectiva ley. participa de los ca­
racteres de ésta". ll/ En cambio Manuel María Diez coin­
cide sobre el parti.cular con García de Enterria al disti!J. 
guir ley delegada de reglamento delegado. Sólo la prime­
ra tiene fuerza de ley y ésta debe reconocerse expresame!l 
te por el legislador. quedando subordinada a la constitu­
ción y a la ley que autoriza la delegación. lÉ._/ 

----------
La disputa aludida la registran tanto Marienhoff .­
como Diez; Mi~uel .s, Marienhoff; ·rratado ·de oere-­

·Cho Adniin.istrativo,.t,.I,.p.247 y Manuel Maria 
mz~ Derecho Adm1rii"stra:tfvo, "t. 1. "p.430. 

Mfguel s.Marienho·;f; ·QJ!;Cit.,p·,253, 

Ma·nuel Marh· Diez; ·o¡;;Cit.> ·p.436. 
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A la ·1uz de la doctrina expue.sta se impone el volver so-­
bre los casos de delegaci6n que parecen existir en nues-­
tra Constituci6n. Podemos. ~e- entrada. afirmar ~ue ning~ 
no de tales supuestos corresponde a la especie de delega­
ci6n recepticia y. en consecuencia, las normas que produ~ 
ca la administraci6n conservan ·su car&cter y rango regla­
mentarios. Coincido con el maestro Fauzi Hamdán en que -
sólo de un modo impropio ~uede hablarse de facu1tades le­
gislatiVas del eje·cutivo: ·311 Avanzando hacia la solu--­
ci6n desechamos también la tercera especie de delegación 
estudiada -la deslegalización- toda vez que todos los -
supuestos mencionados, excepto el del articule· 21 consti­
tucional relativo a los llamados reglal'TJentos aut6nomos 9.!!. 
bernativos y de policía. requieren 1a existencia. previa 
a la norma administrativa, de una ley delegante que entre 
a normar directamente parte de la materia a delegar. lo -
que no se presenta en la deslegalización. 

Confirmemos lo anterior. Por lo que respecta a los artí­
culos 26, párrafo tercero. 28 1 párrafo tercero y 131. pá­
rrafo segundo, la referencia a la ley delegante, con un -
contenido normativo propio, es expresa. Tratándose de -­
los artículos 27. pSfrafo quinto y 73, fracción XVI, ha-­
ses la. y 2a •• si bien la referencia no es expresa, se d~ 
duce de una interpretación integral. En efecto, les re-­
glamentos que en rn~teria Qe &gua puede dictar el ejecuti­
vo deben vin·cularse con 1a Ley .federal ele Aguas ·que, con 
fundamento en el art1cu1o 73, lracción XVII, ha expedido 

~/ F'ouzi Hamdan. t.:as· Pa'cuHades L;egfs1at.ivas.c\e1 -Pre­
stdento .. c\e.1a·-Repúb1ic·a, ·en ·Revista de·Invest'fga-­

·cionés ·Jur1dltas, !s~uela Libre de Derecho, p.175. 
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el Congreso de la Unión. Media pues una ley que regula -
directamente parte de la materia. Lo mismo sucede tratá~ 
dose de salubridad general. ya ~ue el mismo artículo 73, 
en su fracci6n XVI. f~culta al Congreso para legislar, -­
por lo que las disposiciones generales del Consejo de Sa­
lubridad y las medidas preventivas de la Secretaría de S~ 

luc -antes Departamento de Salubridad- no se dan aisla­
damente. Además se prevé ~e modo expreso que el Congreso 

~uede rev·isar a posteriori, en los casos que le competan, 
las medidas puestas en vi9or por el Consejo de Salubridad 
respecto a alcohol ismo 1 'drogadicción y contaminaci6n am-­

biental. De esa revisión por el Congreso podría derivar 

una ley que no fuera sino la asunción. aquí sf posterior 
-no anticipada como en la delegación recepticia- de las 
disposiciones administrativas, pero esta ratificación no 
presenta mayor problema de tipo jurídico. 

Todos los casos apuntados en el párrafo anterior parecen 
coincidir con la segunda especie de delegación estudiada, 
es decir con la remisión normativa pero con una particul~ 
ridad importante: la remisión se prevé en la misma Cons­
titución, aunque es necesaria la ley remitente para su a~ 
tualización. Queda pendiente el problema de los reglameE 
tos. supuestamente autónomos, del artículo 21 constituci~ 
nal del que me ocupo al tratar la potestad reglamentaria. 

Por lo que respecta a la suspensi6n de garantfas, si bien 
ésta se lleva a cabo, ·como acto del eje·cutivo. vía decre­
to, lo ~ue son ya propiamente las facultades extraordina­
rias se otorgan por el Congreso, ~1 grado ~ue si no estS 
reunldb se le debe con~ocar y ~ueda exc1uida la Comls16n 
Permanente en esta segu·nda ·parte de1 art1cul o 29 constft!!_ 
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cional. Será entonces en esas ·autorizaciones -como las 
llama el precepto constitucional- donde el legislativo. 
en su caso, f~cultará t\l ejecutivo a legisl~r. estable--­
ciendo f~ctiblemente un marco general. 

Sfn embargo. ~sa ley delegante no necesariamente va a te­
ner un contenido normativo propio. es decir no tiene que 
regular directamente, ~udie~do s61o contener directrices 
para el ejecutiVo. Esta peculiaridad nos aleja de la re­

misi6n norma ti.Y.a. la cual requiere una ley a ser comple-­

mentada por la norma delegada y nos acerca a la deslegalj_ 

zación. ya que se va a habilitar al ejecutivo para inno-­
var determinadas materias a través de reglamentos, limi-­
tándose la ley delegante a manipular el rango normativo -
para permitir que tales reglamentos normen lo que hasta -
ese momento hablan normado las leyes. No obstante, 1a -­
deslegal ización no contempla limitaciones de temporalidad 
y una vez rebajado el rango se permiten desarrollos reglE_ 
mentarlos indefinidamente. Esto no corresponde con nues­
tro articulo 29 constitucional. que exige limitar el tie!!!_ 
po de la suspensión y por lo tanto de las facultades ex-­
traordinarias. 

No parece embonar el supuesto del artículo 29 en ninguna 
de las tres especies de delegación examinadas. Comparte 
rasgos de la remisión normativa y <le la deslegal ización. 
También presenta elementos que lo hacen f~cilmente asimi­
lable a los llama<los por la <loctrina hispana decretos-le­
yes, normas que, de acuerdo al artfculo 86 de la Constit~ 
ción de 1978, emanan del Gobierno o del Consejo de Minis­
tros en casos de extraordinaria· y urgente necesidad y que 
por lo mismo son proVrs·iona1e's, Sin embargo, existen ta!!!_ 
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bien diferencias ya que los decretos-leyes sí reciben el 
rango de ley a pesar de emanar de un órgano distinto al -
legis~ativo y, por otro lado. se prevé un procedimiento -
de revisión parlamentaria ?ara las disposicio~es nuevas. 
Además, corno qued6 regulada la institución del decreto--­
ley en el precepto citado de la ley fundamental española. 
ciertas materias -instituciones básicas del Estado; der~ 

chas. ~eberes y libertad~s ciudadanas; comunidades aut6n~ 
mas; y Derecho electora1- no son accesibles a este tipo 
de normación. 

Por las anteriores consideraciones 1 sólo queda concluir -
que nuestras facultades legislativas, en caso de suspen-­
sión de garantías, no encajan claramente en alguno de los 
tipos estudiados y más bien combinan elementos. Se tra-­
ta. en definitiva, de act?s ;eglamentados de integración, 
como los define Hamdán. 38/ 

Va que estamos tocando la problemática de la normatividad 
de la administración pública y una vez que hemos ubicado 
las distintas especies de delegaciones legislativas en el 
rango reglamentario -exce~to que exista una recepción -­
previa o posterior por parte del órgano legislativo de -­
los contenidos normativos-~ queda sin estudiar la potes­
tad reglamentaria, a la que en parte nos hemos referido. 

·3a¡ ·xbi~ern, p,lBB, 
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2. ENTID/\DES PARi\gSTJ\TALES Y DERECl10 l\OMINISTRJ\TIVO. 

2 .. 1 La doctrina da la Empresa I'Ciblica en México. 

En el dominio de la doctrina jurídica mexicana la empresa pQ 

blica cOnstituye un objeto relativamente novedoso, de ahí la 

diversidad de criterios con que es tratada. A este respecto 

Serra Rojas hace un esfuerzo de definici6n¡ 

Ante la diversidad de criterio para precisar el concep­

to de empresa pública en ia doctrina y .en el derecho 

comparado presentamos un concepto general [ ... ] . Las e!!'. 

presas públicas son entidades de derecho público con 

personalidad jurídica, patrimonio y régimen jurídico 

propios, c~eadas o reconocidas por una ley del Congreso 

de la Unión o decreto del Ejecutivo Federal, para la 

realizaci6n de actividades mercantiles, industriales y 

otras de naturaleza econ6mica, cualquiera que sea su d~ 

nominaci6n y forma jurídica.* 

La empresa pablica aparece como un instrumento orgánico de -

la acci6n del Estado en materia econ6mica sujeta a los proc~ 

dimientos jurídicos que el propio orden jurídico impone. 

Sin embargo, se llama empresa pGblica a toda explotaci6n en 

J.a que un ente pCibl.ico posee una parte impor.tante de su pa-­

trimonio y subordinada a un régimen de derecho pGblico en a! 

_SeL~3 Rojas. Derecho Administrativo, Edit. Porrua, Méx., 

195~. p.686. 
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gunos casos y ·en otros a un régimen mixto.* 

r. .. a constituci6n al establecer, que: "El Esta.do cont.:u:4 con -

los organismos y empresas oue :requiera para la eficaz e>:~ln­

tación de las actividades estr~tégicas a su cargo y en l~s -

de car~c~er prioritario donde, de acuerclo con las leyes1 pa~ 
ticipe ,9Dr sí o con los sectores soci<:::l y privado .. (ti.rt: .. 28)­

fija el origen de los organismos y enpresas con los gue el -
Estado participa en la üctividad econ6rníca. 

En concordancia la lei' de la adrninistraci.6n pública estable­

ce la existencia de un sector ;:iaracstata1 integrado 9or "los 

organismos descentralizados, 1as empresas de participación -

estatal, las instituciónes nacion~1es de crédito, las or9ani 

zaciones nacionales auxiliares de crédito 1 las instituciones 

de seguros y de fianzas y los ficcicomisos que componen la -

a0rninistraci6n pública paraestatal" (Art ~ 1) . 

Sin embargo no toda la empresa ?Ública es ~araestatal. Exi~ 

te la empresa sin personal.idad di!:'erenciada ele la adr:dnistr~ 

ci6n central, en las que el Estado gestiona directamente una 

actividarl económica dentro del ~arco de la adrninistraci6n ?Q 
blica centralizada. 

Ahí quedan comprendidas actividades y servici~~ pablicos ce~ 

tralizados y desconcentrados. Algunos de 6stos Gltiaos cs-­

t~n dotados de personalidad jurídica y de un es~ecial régi-­

rnen jur.[dico. 

La tendencia es a no considerar a estas actividañes o servi­
cios como una empresa pi:!blicü, comprcndiéndoln en la .:i.dmj ni!? 
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traci6n públic.:i general_ El c.t·ccimicnto }• umpl i,,ci6n de .:1c­

tividadcs ele estas empr.esas ha hecho confusa la administra-­

ciún en ciertas §reas burocrtiticas. Es de esperarse que el 

estatuto administrativo de las diversas empresas que operan 

en e:::;te nivel se vayil definiendo, con la creación de orgüni:? 

mos paraestatales especiales o bien en la difusi6n burocráti 

ca de la actividad realizada. 

La definición de un area paraestatal como lugar donde se or­

ganizan las empresas públicas es un principio adminstrativo 

fundamental que permite ubicar en el marco jurídico ~decuado 

la actividad económica del Estado. 

Hist6ricamente el estatuto de la paraestatalidad responde en 

Ne!xico a varias necesidades de las que podemos ennumerar las 

siguientes.* 

1) El imperativo de reasumir el dominio directo y el aprove-· 

chamiento inmediato de algunos bienes para garantizar, -­

por conducto de este manejo aut6norno de la riqueza, la i~ 

dependencia econ6~ica y por tanto, la ca?acidad de deci-­

si6n política en términos nacionales e internacionales. 

2) La conveniencia de intervenir en el ámbito de ia produc-­

ci6n y de ia distribución, sin desplazar la gestión priv~ 

da, p~ra asegurar el bienestar de la población consumido­

ra mediante una presencia estatal suficiente en el apara­

to productivo y comercial, hecho particularmente importa~ 

te como contrapeso a la concentración de la riqueza que -

V.Alejan~ro Carrillo Castro y Sergio García Rarnírez. ~~~ 

P,l"PTl"'!';;lt:_P0~'1.ic~~~ <:!"_ ~1~··:i<:"_n. f->.1'1. 
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se ha preocnt«do en p.:t.f.5cs en acclcraclo proceso ele dcsa-­

rrollo y que ha desemboca<lo en la foxmcición de ~Jil)<Jnt~s-­

cas corporacj enes· que sin respon~.:i.bj lid.:i.des sociales, pn­

drfan ejercer un poUcr econ6mico sin límites en perjuicio 

del interás general~ 

3} La necesidad de acometer el establecimiento y la pcrmanc!J. 

cia de la infraestructura que sostenga el desarrollo de -

las tareas econ6micas, culturales y sociales que el país 

requiere. 

4) La necesirlad de actuar para cumplJr los obj0tivos del dc­

sarro.llo, expl.!citos o implícitos en la planeaci6n nacio­

na.J.. En el Plan Nacional de Desarrollo Industrial (1979) 

se destacaba la ubicaci6n fundanental de las empresas in­

dustriales del Estado, ya que la multitud de los v.rnculos 
con las ramas económicas y la dinlimica de su 09eraci6n h~ 

cian.del sector paraestatal la pieza clave para la ejecu­

ci6n del Plan. 

5) La conveniencia de rescatar y mantener por razones econ6-

micas y sociales, unidades de producci6n y de servicio, -

as.í como fuentes de trabajo que SE' hallan en trance de de­

saparici6n por el manejo desafortunz.c:io o ineficiente de -

una administración privada. 

6) La pertinencia de allegar mayores recursos ñe fuentes di­

versaG de la fiscal y de la crediticia públ·ica. para for­

talecer el desarrollo de la economía, en los términos re­

querirlos por los prcic¡ram.:is del .C::stado. 
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Si bien estu.s fueron hist6ricümente los motivos clel dcsc'lrro-

1.lo del sector paraestntal, desde el punto de vista económi­

co global, el sector pnraestatal se d1~igc a con~tituir el -

copital social béisico que requ'icre el dcsurrollo d"cl conjun­

to de la economía. 

El concepto de capital social basico se emplea para i6entifi 

car la fuente de ciertos servicios básicos necesarios para -
la producci6n de casi todos los bienez econ6micos. En senti 

do estricto, 'dicha expresi6n incluye toda clase de servicios 

relacionados con los transpoptes, las comunicaciones y la -­
energía. Modalidades de capital, como los puertos, ferroca­

rril.es r plantas hidroeléctricas y líneas telcf6nicas forman 

par.te del capital social b~sico. ~n los países subdcsarro--

1lados deben considerarse también las actividndes que compl~ 
tan las cadenas productivas o que dinamizan ramos industria­

l.es compl.etas as! como los serv~cios de intermed iací6n co!!le! 

cial y financiera gue permiten la circulación fluída de las· 
actividades ec::on6micas.. La característica general del. capi­

tal social. básico es que per~ite el desarro11o de economías 

externas a la propia empresa. 

Desde el punto de vista jurídico, la paraestatalidad supone 

un conjunto de problemas. Por un lado es necesario conside­

rar las distintas formas dA organización social, con sus re~ 
pectivos regímenes, por otro es imperativo dilucidar a lu --

1uz del Derecho la definici6n de empresa pública. 

Bn 1981, con las ref~rmas al artículo 90o. de 1a Constitu--­

ción, la administrilci6n pGblicü. püraest.::itvl encucnt:"r.a rccon~ 

cimiento en el máximo ordenamiento jurídico. De este modo -
c..:i.cuen!.:.r.n. funcl.:i.i•t:.!1i::.v !'>U!:-1'-'l"i•.>J~ el coujuoit.:o n••rn • .:.~tivo .:.pL:ícu--
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ble, espccíulmcnlc la Ley Orgánica de la 1'1.dministrilci6n Pú-­

blica Federal. Afirman Carrillo Castro y García Ramírcz que 
"acertadümente se llama 'orgánica' a dicha ley, en cuanto -­
qua s4 prop6$ito central precis.:tmcntc es Torg:anizar' a la a,9_ 

ministración". Esta ley sit\la en el sector paraestat.:tl el -

conjunto de las entidades que bajo las formas de lD dcscen-­
tralizaci-6n, la sociednd mercantil, la asociación y lt1s 50-­

ciedades civiles y los fideicomisos que venían actuando en -

la esfe~a de la acción pdblicu.* 

Podemos considerar en ese marco ul'i gr.:i.n grupo de empresas pg 
blicas. En este grupo el Estado crea un organis~o federal -
descentralizado de carticter industrial o mercnntil, o un es­

tableci~iento público, ya sea en forma eY.clusiva o en concu­

rrencia con los intereses de la iniciativa privada. Estas -
empresas se crean .por medio de una ley o decreto administra­

tivo o en otras formas en casos especia2es.** 

Estas empresas pueden revestir tres formas: 

l) Estas son empresas gue realizan servicios o actividades 

de carácter industrial o merc.:intil, sin sujetarse ~¡ de­

recho privado o en particular a la legis1.aci6n mercantil. 

2) Las empi~esn.s que rezilizan servicios o CJ.ct·,jvidadcs de ca­

r~cter industrial o mercantil sujetándose, qn cuanto a -
su conrrol, a una le9islaci6n de derecho público, en ge­

neral a ia ley de organismos dcscentrülizados y empresas 
de pnrticjp.Jci0n e!';tatal, a lil lc•y orc.i.tnicn. d0 1.-. ,y'mi-­

njstraci6n pública federal y en su actividad gencr.:i1 al 

... Carrillo y G.:ircía Hé.1.mírcz. !2.fl-!..Cit. p.15-

ScrL.:i noj.o.sz. 0J?.:...~~-!:- o.C.90. 
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derecho privado. 

CUondo el Estado crea,, desde su origen, una empres;;_ públic.:t 

apoyado en una ley general o por medio de una ley eopeciali­
zada que autoriza la or9anizaci6n y funcionamiento de la mi~ 

ma, o por medio ~e un decreto administrativo. La empresil es 
intransferible a intereses particulares y ·su tranformaci6n -

r.equerirá de la derogacic5n ·a reforma de l.a l.ey o decreto. 

3) Estas son las empresas P~?licas de sociedad an6nima ant~ 
cedidas por un proceso de nacionalizaci6n, en este caso 
el marco nonnativo a que quedan sujetas se genera con -­

posterioridDd a su existencia- Tal es el c~so de PEMEX 

y de Ferrocarriles Nacionales de México. 

En estos casos el_Estado transforma una empresa privadu en -
empresa pública, procediendo previamente a la nacionaliza--­
ci6n y posteriormente por ~edio de una ley crea la empresa -

públ.ica. 

As! el Estado no sólo crea e~presas, también participa en la 
economía adquiriendo en parte o en su totalidad empresas ya 

eKistcntes. En general esta forma de particípaci6n se ha d~ 
do a part1r de la adquisición accionaria que representa -
una parte o el total del capital de la empresa. 

Por eilo, se debe mencionar el régimen jurídico administrati 
vo que se origina en todos ·aquellos casos en cjue el Estado -
es poseedor de acciones en empresas privadas o públicas o es 

dueño total o parcial del patrimonio o del capital social de 
una empresa. 
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El proce5o de ex?ansi6n de la intervención del Estado en la 

economía ha crcD.do numerosas situuc"iones jurídicas que en -­

opini6n de algunos autores deben ser objeto de una rcgla~cn­
taci6n específica distinta a la del. derecho privüdo.* 

Se dan los siguientes casos·de control accionariodel Estado: 

1) cuando el Estado aparece como dueño abs.oluto del patrimQ 

nio, capital social. o acciones de una empresa pública o 

de un organismo descentralizado. El Estado aparece co­

mo dueño absoluto del patrimonio de ~n organismo públi-­

co, o del capital social distribuido en varias series de 

acciones normativas e in~transferibles sin ninguna cene~ 

rrencia del capital privado y sometido a un régimen es-­

tricto de derecho p6blico {aún cuando en ciertos casos -

se prevea la aplicaci6n del derecho Privado} . 

2} Cuando el Estado es el participante mayoritario en el pa 

trimonio de una empresa. La Ley Orgánica define estas -
empresas de participaci6n estatal mayoritaria (Art.46) y 

establece para caracterizarla que deben reunir alguno de 
los siguientes requisitos: 

a) Que el Gobierno Federal, el Gobierno del Distrito F~ 

deral, uno o más organismos descentralizados, otra u 

otras empresas de participación estatal, una o más -
instituciones de crédito u organizaciones auxiliares 

de crédito; una o varias instituciones nacionales de 

seguros o de fianzas, o uno o más fideicomisos a los 

que se refiere la frilcci6n segunda del Artículo Jo. 

S~rr~ Rojas. Op.Cit. p.694-695. 
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de esta ley, considerado!:> conjunt.a o separadamente, 

aporten. o sean propietarios del 50% o m:is del capi-­

tal social.; 

b) Que en l.a consti tuci6n de su capital se hugan figu-­

rar acciones de serie especial que s6lo puedan ser -
&uscritas por el Gobierno Fcdcr~l; o 

e) Que el Gobierno Federal corresponda l.a facultad de -

nombrar la mayorra de los miembros del consejo ~e a~ 
ministraci6n, junta directiva u órgano de gobierno, 

desig:-.ar u.l presidente, al director, al gerente o -­

cua~do tenga facultades para vetar los acuerdos de -
la Asamblea General de Accionistas, del Consejo de -
Admi.nistraci6n o de la Junta Directiva u 6rgano de -

gobierno equivalente. 

Del mismo modo, el artículo 47 de la pro~ia ley afirma: se ~ 

asimilan a las empresas de participación estat.;:l. mc;o.yo..r:ita--­

ria, l.as sociedades civiles así corno las asociacio~es cívi-­

les en las que la mayoría de los asociados sea:.~ der.:enclencias 

o entidades d.e las mencionadas en el inciso a) del artículo 

470., o alguna o varias de ellas se obliguen a realizar o -­
realicen las aportaciones econ6~icas preponderantes. 

A&í, de ~cuerdo con lo establecido en ·la ley, las empresas 

de participaci6n estatal mayoritaria son aqc~llas que son 
controladas en m~s del 50% de ·su capital o en su forma de a~ 

ministración por el Est?.do. 

3) Cuando el Estado participa significativar;iente pero e:n 

ffjrmil ~.fin.;:ritaria en el patrimrmic ne una cmp=esD.. A e~. 
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te tipo de empresas se les llana de particípñci6n cstc::-­

tal r:iinoritari.:a, el ai·ticulo 480. de la Ley Or9itnicu de 

la l\c~l!tinistraci6n ~úblicn Fcder.::::l las define de lü si--­

guiente nancra: para e~ectos de esta ley, scr~n emurc-­

sas de par.ticip.l.ci6n cstt~tal minoritaria las sociedarles 

en las que uno o m~s organis~os dcsc~ntralizados u otra, 

empresas de participaci6n estatal. mayorj taria considera-

. das.conjunta o separadamente, posean acciones o partes -

de capital que representen menos del 50% y hasta el 25% 

de aquel. 

La vigilancia y control de la partici9ación estatal en estas 

em?resas queda definido en ~l artículo citado. Sin embargo 
la participaci6n estatal en las sociedades por acciones est§ 
sujeta a discusi6n como hemos r.iencionatlo antes respecto a su 

0

re9ulaci6n por el derecho p\1blico. Dest·a.ca la forma jur.fdi­

ca con que se formaron las instituciones nacionales de créd~ 

to en el centro de esta discusión. 

El prop6sito de las leyes mexicanas fue ubicar en la admini~ 

tración pública paraestatal determinadas actividades de in-­
terrnediaci6n financiera. Para descentralizar el servicio n~ 
cional de crédito, separando las instituciones privadas de -
crédito, entonces existentes, de la banca oficial ·o banca -­

del sector público nacional. Ya 9ue al operarse el tránsito 

de ciertas instituciones bancarias del sector privado al pG­
blico, aquellas se encontraban organizadas bajo la for~a -de 

sociedades an6niMas. En estas condiciones el Estado recu--­

rri6 al derecho privado para ado~tar alguna de sus for~as de 

organización cre~ndose así sociedades anónimas del Estado C.2_ 

-~o _organizaciones especiales. As.í, el Estado crea una emor~ 

sa pública, pero uccpta que un conjunto de acciones, rcorc-­

sentativa de una fr'acción pequeña del capital, se entregue a 
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l.os particulare!l, 1.a ley fija a estos casos una Ooterminaclü 

representaci6n sociaL; el resto de las Dcciones son intrans­
feribles, ele aste modo ninguna instituci6n naciorial de crédi 

to puede pasar a ~anos de la iniciativa privada, salvo que -
se modifique todo el régimen jurídico que las regula. 

En el caso de las sociedades na.cionalcs de crédito, la rcpr~ 

sentaci6n de la iniciativa privada no configura a estus cm-­

presas corno empresas de economía nixta o empresas de partici 
paci6n estat·a1. La participaci6n privada junto con la ~arti 

cipaci6n estatal se enmarcan en los 9receptos constituciona­
les. El prop6sito del. Estado, en el caso de 1a banca~ es el 

de coordinar el sistema de cr€dito públ.ico )¡' las acciones -­

del sector social privado dándole~ oportunidad para enterar­
se y participar en la política crediticia nacional. As!, el 
sistema busca ar~onizar las acciones de la banca pGb1ica con 

las de los s9ctores económicos~ 

En estos casos las disposici~nes ~ue organizan a la sociedad 
anónima del Estado implican variantes esenciales de la forma 

mercantil tradicional, lo que puede ?lantear proble~as jur~­
dicos. En opinión de Serra Rojas el Estaño ~"!ebe alejarse de 

los moldes del derecho privado y formular su propia y genui­

na reglamentación. "Lo contrario obliga al Estado a violar 
constantemente le ley, al crear sociedades de un solo accio­
nista o imponerles un régimen que no corresponde a su verau­

dcra naturaleza~ La socie<lad_an6nirna unime~bre origina pro­
blemas en contradicci6n con la 1egislaci6n mercantil".* 

Hasta ahora her.tos distinguido dos tipos de empresa 9ública, 

una que está sujeta ~ un régi~en es9ecial, permanente. in---

Serra Rojas, Op.Cit., p.694. 
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transferible y regulado ~or normas de derecho público, otra 

en que es el. control de la cm_prcsa el que cst.1 en manos clcl 

Estado sin que ésta se encuentre regulada totalmente por el 

derecho pGblico. A este segundo tipo de enpresa se le llama 
"scmipública" o de "cconoraín mi>:ta". 

En la ern?rcsa semipública el Estado puede tener el control o 
la propiedad absoluta o mayoritaria pero sin el régimen espg 

cial a que está sujeta la e~presa pública. En la empresa s~ 

rnipública hay un interés patrimonial del Estado que obliga a 

1a creaci6n de un régimen jurídico de protección sin que la 
empresa pierda su car~cter ·ae semipública ni su régimen genE 

ral de empresa privada. Las empresas de este tipo se diri-­

gen de acuerdo al texto constitucional a realizar activida-­
des prioritarias para el desarrollo nacional. 

Como seña1amos en el capítulo anterior en las áreas priorit~ 
rias el Estado actúa sólo o en forma concurrente con los PªE 

ticulares y el sector social.. Esta característica hace que 

el r~gimen llamado de economía mixta y a las empresas en que 
el Estado participa con otros sectores sea llamada de econo­
mía mixta.. Así se ha e~pleado la exprcsi6n en la literatura 

de derecho administrativo para señalar una forma de empresa 

sernipública.. En este sentido el régi~en que sujeta al sist~ 
ma bancario ha sido objeto de confusión .. 

Co~o primera conclusi6n, ?Odemos decir que la empresa públi­
ca es aquella organizada legalmente por c1 Estado, sin un -­

propósito detert!linante de lucro excesivo y para ~atisfacer -

un interés general.. Las áreas de actuaci6n de estas empre-­

sas ha quedado determinada en el texto constitucional que d~ 
fine son de interés general dos áreas en la economía, las --
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áreas estrat6gicils que son de dominio e>:clusivo y las .1reus 

prioritarias que quedan sujetas a deLinici6n por las leyes -

particulares. 

Tal como est~ expresado en la Ley Org~nica de la Admínistra­

ci6n Pública Federal antes citada la empresa pública puede -
ser clasificada en cuatro tipos: 

l) Organismos descentralizados; 

2) Sociedades mercantiles; 

3) sociedades y asociaciones civiles; 

4) Fidei.comisos pCiblicos_ 

Trataremos en for~a· particular cada uno de estos tipos de e~ 
presa por considerar que constituyen estructuras 9articula-­

res1 que si bien~ han sido diferenciadas en nuestra anterior 
exposici6n, no han sido tratadas en su especificidad. 

1) Organismos descentralizadosª Este conjunto de entidades 

constituyen la forma más pura de organismo paraestatal -
creado s6lc por los 6rganos del poder público, le9islat.!_ 
vo o ejecutivo, sin intermediación de actos externos al 
derecho administrativo. En la parte final de este capí­
tulo nos referiremos a los fundamentos de la desccntrali 
zación que en términos generales puede caracterizarse c2 
rno la acci6n de desplazar la realización de algunas acti 
vidades administrativas a órganos que guard~n con lo ad­

.ministración central. una ~el<ici6n diversa de la jertirnuf 
ca.* 

Gabino Fraqil, D~rccho ~dMinistrati~~· Ed.PorruQ. México. 
1980, p.201. 
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2) Sociedades mercantiles. Una vez considerados los orga--

. nisrnos descentral.izados, de estricto derecho público, -­

vienen a sumarse al conjunto de empresas públicas otr<lS 

figuras propias del derecho privado, pero en este cspa-­
cio sujetas también, en raz6n del interés público al que 

sirve, por otras normas de las que rigen a sus e~uivale~ 
tes en el orden jurídico mercantil ordinario: por la -­
v~a de la cr~aci6n, transfor~aci6n y extinci6n, aspcc--­

tos, todos, regulados estricta~ent~ por el Estado. 

Como antes dirigimos, l~ Ley Orgánica de la Administraci6n -

Pablica Federal define a las empresas paracstatales, lo hace 

en un se·ntido restringido pues el conce9to de empresa est.1 -

constreñido específicamente a las sociedades por acciones -­
.tanto en la calidad de paraestatale-s r.iayoritarias como en la 

de minoritarias. La diferencia entre unas y otras, que se -

plantea a partir de la partici~aci6n accionaria iMporta so-­
bre todo para efectos de control. Es importante volver a s~. 

ñalar que la calidad de empresa paraestatal ~ayoritaria s6lo 

se adquiere cuando el capital respectivo se forma en propor­
ci6n del 50% o más, pOr aportaciones del gobierno federal, -

de los fideicomisos públicos y de otras paraestatales mayor! 

tarias.· Antes de la le!' se plantearon 9roblernas respecto a 
l~ interpretaci6n del concepto mayoritario pues algunas em-­
presas pueden ser controladas efectivamente con menos del --

50% del capital accionario. 

Por ot~o lado, es necesario recordar que un gru?O de empre-­

sas paraestatales minoritaria no podr~n dar origen a una ma­

yoritaria. En el sentido de las empresas de participaci6n -

ptlblica es necesario contemplar también a las coo9erativas -

de p~rticipaci6n estatal que est~n sujetas ~or tratarse de -

sociedades cooperativas a un régi~en es~ecífico que posee --
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además, por tratarse de paraest~talcs, otras características 

añejas a la participación del Estado. 

3) Sociedades y asociaciones civiles. Como arriba señala-­

mas la Ley Orgánica de la Administraci6n Pública Federal 

en su artículo "17 asimila cor.io entidades p.:lracstatal.es -

mayoritarias a las sociedades y asociaciones civiles, -­

cuando la mayoría de los asociados o entidades paraesta­
ta1es, o cuando una, o varias de ellas hagan o contrai-­

gan la obligación de hacer aportaciones econ6rnicas pre-­

ponderantes a las asociaCiones y sociedades de que se -­
trate. Esta asimilación le d~ una nueva complejidad a -

la co~posici6n del sector paraestatal, pues las socieda­

des y asociaciQnes civiles revisten un carácter específ! 
co en Ia legislación mercantil cuya administraci6n es di 
versa a la de las entidades mencionadas en los apartados 

anteriores. 

4) Fideicomisos PGblicos. Es especialmente relevante el e~ 

so de los fideicomisos públicos porque constituyen una -

de las formas de organización más importante dentro de -
la administración pGblica paraestatal, tanto por su núm~ 
ro como por la magnitud de recursos financieros con que 

operan, así como por el ámbito de actividad en que se d~ 
senvuelven y también por la imprecisión con que se mane­

jan. Ya hemos citado la Ley Org~nica en lo que a ésto -

se refiere. 

En México el fideicomiso aparece como una operaci6n crediti­

cia, soportada por una institución financiera que opera en -

base a un contrato. Dicho en otra forma, como un acto roer-­
cantil, negocio unilateral estrictamente bancario.* 

* Carrillo Castro y García Ramfrez, Op.Cit., p.le. 
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La base de funcionamiento del fideicomiso está dada por el -

régimen de propiedad que permite·distingui~ entre el uso, -­

disfrute y disposici6n de un b?-en-En el fideicomiso, el fido.!_ 

comitente transmite la títul.:iridad ele ciertas caracter.ísti-­

cas de ciertos bienes a un fiduciario, quien se obliga a re~ 

li2ar con ellos los objetivos.del fideicomiso en beneficio -

de un fideicomisario. El fideicomiso no forzosamente debe -

constituir una persona jurídica. Lo que hace complejo al f! 
deicorniso es el car~cter del fideicomisario y los distintos 

.tipos de bien~s, garantías o derechos que se pueden poner en 

fideicomiso. 

En la administración púbiica federal, la Secretaría de Pro-­

gramaci6n y Presupuesto cumple cono. parte del Ejecutivo las 

funciones de fideicomitente, estas son: 

a) Señalar los.fines del fideicomiso. 

b) Designar a los fideicomi~arios y a la o a las instituci~ 

nes que d~sempeñen el cargo de fiduciario. 

e) Preever la creaci6n del Comité Técnico o de la distribu­

ción de fondos. Dar las reglas de su funcionamiento y -

fijar sus resultados •. 

d) Exigir al fiduciario la rendici6n de cuentas de su ges-­

ti6n en el caso en gue el qonvenio reserve expresam~nte 
este derecho. 

e) En caso de incumplimiento, exigir a la contraparte el -­

cumplimiento o la recisi6n del contrato de fideicomiso -

con el resarcimiento de los daños y perjuicios causados. 
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En el ~xamcn sobre la estructura y funcí6n de la banca, se -

ha hecho notar e1 trtinsito desde la intermediación en el de­
pósito del dinero a la intcrt:lediaci6n en e1 cr6dito, para d~ 
scmbocar en la i.nterrnediaci6n- financiera.* Con el avance de 

l.as técnicas de producción l,. cornercializaci6n con su inc:r.e-­

niento "!:l divcrsificaci6n, el contenido de los conce::;ttos ha v~ 

riada notablemente. Para Sergio García Ramírez en el nuevo 
derecho~ que se ocupa de la paraestatalidad se ha dado una -
notable evolucí6n de la figura del Fideiconiso hasta conver­

tirla en un ·ren6rneno jurídico muy próximo a la persona coleE 
tiva, califiC~ndolo inclusi~e co~o entidad. Serra Rojas se 

opone fundamentalmente a conce2tualizar el fideicomiso como 
entidad por considerar que es un acto jurí'dico** QUe se ma­
terializa en un contrato y ~ue carece ?Or sf de personalidarl 

jurí'dica. 

Finalmente habremos de re.ferirnos a la definici6n de 11 empre­
sa pGblica" dado que como hemos visto la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal es sumamente restrictiva. SeE 
qio Garcra Ramí'rez se propone una a?roximaci6n al concepto -
jur~dico de empresa pdblica toraando en cuenta los diversos -
elementos que en elia se conjuntan, los motivos y finalida-­
des que determinan su creaci6n y operación, lo relativo de -
1a autonomía de personalidad y el régimen de pro9rarnaci6n, -

planeación, presupuestaci6n, evaluación y contro1 a1 que se 
encuentra sujeta. A partir de lo anterior, Garc5a Rarn!raz -
ha propuesto 1a sigu~ente descripción provisional de la em--

~, p.19 

Op.Cit. p. 710. 
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presa pública: La empresa pGblíca es una, unidad de produ~ 

ci6n de bienes o prestnci6n de servicios que posee una con­
trapartida patrimonial directa, formada por decisión inmc-­

diata del Estado (incluso en los casos de constitución de -

una sociedad rnercantii o de un f ideicorniso pue~ siempre se 
requiere la autorización gubernamental para la participa--­
ci6n estatal) , con recursos o que éste o sus conductos pa-­
raestata2es reciben de fuentes fiscales o crcdíticius, o de 

asociaci6n_con capitales privarlos o socia1es, o de 1a a~1i­
caci6n de los precios y las tarifas por los bienes y servi­

cios gue ponen a diSposición del pGblico, ~ sujeta al cum-­

pliniento forzoso y directo de los planes y programas 9ubeE 
namenta1es y a un régimen específico de control autorita--­

rio~ 

Para los fines de este trabajo, la discusión sobre ci con-­

cepto de empresa paraestatal no implica el problema funda-­

mental y nos basta con dejarlo sefialado- Lo m~s re1evunte 

es fijar un concepto de paraestatalidad que, corno hemos vi~ 
to, tenga como contenido una variedad de tipos de entidad -

cuya naturaleza pueda ser diversa pero cuya adscripción sea 
clara en términos de 1a Ley Org~nica de la Adrninistraci6n -

PGblica Federal y cuya esfera de acci6n esté definida de -­

acuerdo· a los principios constitucionales de actividad es-­

tratéqica o prioritaria~ 
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2.2 LA CUESTION DE LA PERSO~ALIDAO OE LA ENTIDAD PARAES­
TATAL. CARACTER, FACULTADES Y ATRIBUCIONES. REFE-­
RENCIA JURISPRUDENC!AL. 

La cuesti6n de la personalidad juridica de las entidades 
paracstatales es un asunto que tiene su primer origen en 
el problema de la personalidad jurídica del Estado que ha 
sido objeto·de largos debates en la teoría del derecho pQ 
blico. Las principales corrientes doctrinales se pueden 
reducir a dos grupos: las que afirman la personalidad y 
las que la niegan. 

Dentro de las corrientes que afirinan la personalidad jurJ. 
dica del Estado existen varias tendencias, aquellas que -

suponen una doble personalidad y otras que afirman que. -
siendo la personalidad única. ella se manifiesta en dos -

·voluntades. Y finalmente hay quienes sostienen que s61o 
existe una personalidad privada del Estado como titular -

de un patrimonio y no para el ejercicio del poder público 

pues dicen, que en este aspecto el Estado no es titular -

de derechos sino un simple ejecutor de funciones .. 

La teorfa de la doble personalidad del Estado supone la -
existencia de una personalidad ·de derecho público y otra 
de derecho privado; la prif!lera estcf referida a la titula­

ridad del derecho subjetivo 'de la soberani'a y. la segunda 

a la titularidad de derechos y obligaciones de carácter -
patrimonial. Esta doctrfna que ha sido admitida en la 1~ 

gislación y jurisprudencia mexicanas ha sido objetada po~ 

que implica una dualidad incompatible con el concepto unf. 

tario de Estado que sostiene la doctrina moderna. Al ob-

* Gabino Fraga.~. p.120. 
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jetarse, se a irma que la doble personalidad sólo seria 

admisible en l caso de que se encontraran dupl icacioncs 

en las finali ades y objetivos del Estado, es decir. que 

tuviera funci nes, finalidades y objetivos dobles, unos 

de derecho pú lico y otros de derecho privado. 

la teorfa de a personalidad única pero con doble volun­

tad sostiene ue el Estado desarrolla una actividad que 
impone sus de erminaciones dado que éstas emanan de una 
doble volunta con características especiales de superi~­

ridad respect de los individuos, ésto es, se trati;t de -

una voluntad oberana. Voluntad soberana que en determi 
nadas ocasion s no procede por la vfa del mando, sino -­

que el Estado puede en cie~tos momentos someterse, y de 
hecho se sorne e. al principio· que domina las relaciones 
entre particu ares que es el principio de la autono~ía -
de la volunta El principio de la autonomía de lavo-­
luntad consiste en que ninguna persona puede por el sólo 
acto de su va untad producir efectos respecto a otra ni 
esta última. no concurre manifestando su propia voluntad. 
Esta teorfa de la doble voluntad ha sido impugnada fund~ 
mentalmente argumentando que constituye una falta de 16-
gica pensar que una voluntad pueda tener caracterfsticas 
diferentes en distintos momentos y que entonces en algu­
nos casos pueda ser superior y en otros igual a 1 a vol u~ 
tad de los i dividuas. 

Frente a est conjunto de teorías ha surgido la doctrina 
de derecho p blico llamada ''realista'', que sostiene que 
no es necesa io el concepto de personalidad para recono­
cer las acti idades patrimoniales del Estado. De este -
modo se sust nta que los derechos y el patrimonio pueden 
individualiz rse fuera dr la idea de un titular, que los 
derechos son objetivos por su origr~ naturaleza ya que 
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emanan de las relaciones sociales que inponen ciertas -­
normas de conducta y por tanto el valor y la eficacia de 

los derechos depende de la real a social y no de la vol un 
tad de la persona. Asf. el :1atrimonio es perfectamente 

concebible de forma puramente objetiva como un conjunto 
de bienes afectados por un fin determinado. cuando ese -
fin es la satisfacción de necesidades individuales el P.!!. 

trimonio sefa privado, en cambio. cuando el fin es la S,! 

tisfacci6n de necesidades colectivas el patrimonio ser§ 
público. 

En general, los te6ricos mexicanos del derecho adminis-­

tr.ativo afirman la existencia de la personalidad jurfdi­

ca. En este trabajo compartiremos la opinión de Fraga -
respecto de este problema pues consideramos que la legi~ 
lación y la jurisprudencia mexicanas se inclinan en este 
sent~do y que la negaci6n de la personalidad juridica no 
constituye un problema concreto en el sistema juridico -
mexicano. Asf la constitución mexicana considera la so­
beranía como un poder de volundad superior cuyo titular 
es la nación; el C6digo Civil afirma en el articulo 25 -
que son personas morales ''la nación. los estados y los -
municipios". El articulado constitucional en cuanto re­
conoce y dirige la actividad del Estado en Jas distintas 
esferas sociales implica el reconocimiento de la existe~ 
cia de la personalidad jurídica. Esta opinión est¿ de -
acuerdo con la tesis jur.isprudencial de la _suprema Corte 
de Justicia* en el sentido que el Estado puede manifes-­
tarse bajo dos fases distintas; como entidad soberana e!! 
cargada de velar por el bien común por medio de dictados 
de observancia gPneral y obl i9atoria y. como entidad ju-

*Sl1prema Corte de Justicia 1917-1965. Segunda Sala. te-­
sis 1987. 
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rfdica de derecho c;vil capaz de adquirir derechos y con 
traer oblfgaciooes semejantes a la de las personas civi­
les. 

Fraga no adraite la doble p~rsonalidad del Estado pues -­
considera que tal conceptualización 110 es necesaria, ya 
que, con una personalidad unitaria el Estado puede desa­
rrollar diversas actividades entre las cuales se puede -
hacer una diferenciaci6n. Tal diferenciación no se hace 
en tanto las actividades provengan de personas distintas 
sino en raz6n de que algunas actividades @st§n sujetas a 
un régimen de derecho público y, otras al derecho priva­
do especial o al derecho común. 

Las distintas aplicaciones de estos regfmenes asf como -
las distintas maneras en que se expresa la voluntad del 
Estado tienen su fuente en la fórmula constitucional en 
que se origina el Estado mexicano. Asi en la medida en 
que la Constitución postula ciertas garantías individua­
les y sociales, se genera un régimen de autolimitación -
de la voluntad del Estado, donde éste esta obligado fre~ 
te a los particulares a prescfndfr de su poder de mando 
para someterse a normas de derecho civil especia) o co~­
mún. 

Admitida la personalidad jurídica del Estado es necesa·­
rio referirnos al problema d~ la personalidad jurldica -
en el sector paraestatal donde podemos encontrar do~ for 
mas distintas en que se expresa la personalidad jurfdi-­
ca. 

En la empresa descentralizada la personalidad jurfdica -
en general es otorgada en el acto jurfdico creador. de 
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ahf surge el organismo desccntral izado con personalidad 

jurfdica propia. Estos organi~Mos son creados estricta­
mente por vfa de un acuerdo pal itico-administrat.ivo y -­

por no1·mas de derccl10 público, a diferencia de las pers~ 

nas morales en el derecho civil y mercantil con anterio­

ridad al acto de creación, r.o existen elementos persona­
les y materiales. En los organismos públicos descentra­

lizados la creación se decide por vía de la autoridad dQ 
fini~ndose un régimen jurfdicG que regule su personali-­
dad, su patrimonio, su den.ominación, su objeto y su act_! 
vidad. Este régimen está expresado o bien en una ley -­
que emane del Congreso o en un decreto del Ejecutivo. 

La actividad de los organismos públicos descentralizados 

se regula por normas de derecho público pero en algunos 

casos est~ sujeto a normas de derecho privado. 

En el caso de las empresas públicas. tal como son definJ. 

das en la Ley Orgánica de la Administración Pública Fcd_g 

ral. la personalidad jurfdica tiene su ori']en en el der~ 

cho privado, específicamente en la Ley General de Socie­

dades Mercantiles. 

Subsiste el problema doctrinario de si las er.ipresas por 

sf tienen personalidad propia o delegada dado que la vo­

luntad con que actúa est8 sujeta a la voluntad del Esta­

do. Por otro lado, en el caso de los organismos desccn­

tra1 izados creados por decreto del Ejecutivo subsiste el 

problema de si el Ejecutivo tiene capacidad para dotar -

de personalidad a otro organismo, siendo que el articulo 

25 del C6digo Civil Federal no enuncia a estos organis-­

mos al enumerar los distintos casos en que se reconoce -

personalidad jurídica. 
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Respecto a todos estos casos es necesario señalar que el 
r6gi1nen jurfdico en que est5 encuadrada la actividad pa­
raestatal ha dado lugar a ambigüedades y confusiones. En 

este trabajo se comparte la opinión de Mantilla Malina -

en el sentido de la necesidad ele que se formule un cuer­

po juridico adecuado, coherente y consistente a la reali 

dad de la empresa pública en Méxi ca.* 

*Roberto Mantilla Malina. Sociedad de Estado. Estudios 

d~ dere~ho-1!.Q.k!JE-2-..S.onlemporáneo. FCE, 1972. 
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2.3 LA ORGANLZACION ADMINISTRATIVA CENTRAL Y LA AOMl-­
NISTRACION PUBLICA PARAESTATAL. 

La Administración Pública constituye una unidad que pue­

de adquirir diferentes formas en que se ordena y consti­
tuye., las formas son las sigui~ntes: la centralización. 
la desconcentración y la descentral izaci6n administrati­

va., agregándose a esta última el conjunto de entidades -

que constituyen el sector paraestatal. 

La centralización administrativa existe cuando los órga­
nos se encuentran colocados en diversos niveles> pero t~ 
dos situados en una relaci6n de dependencia en cada ni-­
vel hasta llegar a la cúspide· en dond-e se encuentra el -

jefe s11premo de_ la administraci6n püblica. 

La desconcentraci6n se dá cuando las autoridades superi~ 
res delegan en favor de 6rganos que les están subordina­

dos ciertas facultades de decisión. 

Al sector paraestatal nos referiremos más tarde y por s~ 
parado. 

la ley Orgánica de la Adminfstraci6n Pública Federal di­

vide en dos grupos los 6rganos de la administración, los 

que componen la administración pública central izada y -­

aquellos que conforman la administraci6n pública paraes­

tatal. E'n la administración pública central izada encon­

tramos la Presidencia de la República, las Secretarias -

de Estado y la Procuraduría General de Ta República. El 

segundo grupo está compuesto por los organismos descen-­

tral izados, las empresas de participación estatal, las -
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instituciones nacionales y organizaciones auxiliares de 
crédito, de seguros. de fianzas y los fideicomisos. 

La Administración Pública Central se caracteriza por la 

relación de jerarqufa que liga a los órganos inferiores 
can los superiores. la relación de jerarquía implica -­

los poderes de decisión y de m~ndo que conserva la auto­
ridad superior. El poder de decisión consiste en la fa­

cultad de resolver, de realizar actos juridicos creado-­
res de situaciones de dere~ho y de imponer sus determin~ 
e iones. En la organizaci6n central izada existe un· núme­
ro reducido de órganos con competencia para imponer ese 
tipo de soluciones y determinaciones, el resto de los ó_!: 

ganas.simplemente realizan los actos materiales ñecesa-­
rioS para auxiliar a aquellas autoridades poniendo los -
asuntos que son de su competencia en estado de resolu--­
ci6n. De este modo~ aunque sean muy pocas las autorida­
d~s que tienen facultad de resolución, ellas pueden rea­
lizar todas las actividades relativas a la administra--­
ci6n gracias a la colaboración de los 6rganos de prepar~ 
ci6n. 

El poder de mando consiste en la facultad de las autori­
dades superiores de dar 6rdenes e instrucciones a los ó~ 
ganas inferiores, indicándoles los lineamientos que de-­
ben seguir para el ejercicio de las funciones que les e~ 
tán atribuidas. 

En la administraci6n central izada existe una concentra-­
ción de la fuerza pública, ya que los órganos competen-­
tes son reducidos en su número. 

Para Fraga los poderes implicados en la relación de jp-­

rarqufa son: 
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a) poder de nombramiento, 
b) poder de mando, 

e) poder de vigilancia, 

d) poder disciplinario. 

e) poder de revisi6n. 
f) poder para 1 a resoluci6n de conflictos de cnmp.cI 

tencia.* 

Existen además facultades derivadas de la relación de j~ 
rarqufa que consisten en el poder de otorgar aprobación 
a los actos de los inferiores y, en este sentido, suspe~ 

derlos. anularlos o reformarles. Estas facultades deri­

van del ejercicio de un cierto nivel de competencia pro­
pia de las autoridades superiores, sin que ninguna de e~ 

tas facultades las autorice para sustitui1·se en la comp~ 
tencia las autoridades inferiores. Asf. la autoridad i~ 

feri~r y la superior lo revisan, por ello es que en las 
facultades jerfrquicas con respecto a .los actos adminis­

trativos deben entenderse como facultades que se ejerci­

tan respecto de los actos real izados por el inferior. 

Respecto a la administraci6n paraestatal la Ley Orgánica 

de la Administración Pública Federal establece su exis-­

tencia como entidades que auxilien al Poder Ejecutivo de 

la Unión en el ejercicio de sus funciones constituciona­

les. 

Para Fraga 1 a expresi6n administraci6n pública para esta­

tal carece .de contenido juridico pues en ella se congre­

gan entidades de naturaleza muy diversa como lo son los 

organismos descentralizados~ 1 as enpresas de participa--

* Fraga, ~.P...:E.ll· p.167. 



126. 

ci6n estatal y los fideicomisos. Por ello incluye que -
la expresi6n paraestatal no corresponde al contenido de 
la secci6n en que se emplea y que sólo debe de tomarse -
como una expresión cómoda aunque arbitraria y a veces -­
inexacta para denominar a organismos que aGn formando -­
parte de la administraci6n estatal no son considerados -
como los tradicionales elementos de la administración -­
central izada.* 

Para otros autores** el concepto de sector paraestatal -
como está expresado en el ~rtfculo 9o. de la Cons~itu--­
ci6n .se inserta en una definici6n moderna y comprensiva 
de la Administracfdn PQblica 1=ederal donde el conjunto -
de entidades que constituyen el sector paraestatal man-­
tienen con la Administración ·PUbl ica Federal una rela--­
ci6n distjnta d~ la jerlrquica sin que dejen de existir 
para cada una de las entidades mecanismos de subordfna-­
ción indispensables para mantener la unidad de la admi-­
nistración pública. 

En este sentido. se ha generado un estatuto de paraesta­
tal idad en que convergen normas constitucionales. admi-­
nistrativas. mercantiles y civiles. 

Fraga, op.cit. p.201-202, 

Véase, Carrillo Castro y Garcfa Ramfrez. op.cft.p.14-
15. V. Los Trabajos de Acosto. Romero y Serra Rojas. 
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3. LA NUEVA LEY FEDERAL DE ENTIDADES PARAESTATALES. 

3.1 ANTECEDENTES JURIDICOS INMEDIATOS. 

El crecimiento y el desarrollo de las entidades paraest,! 

tales en México> como vimos en la primera parte> ha teni 
do etapas importantes pero> es fundamentalmente a partir 

de los aílos veinte que se consolidan las instituciones -

públicas nacionales. Su evolución sigue expresamente al 

pafs y a sus características, responde a las necesidades 

de la sociedad a través de su permanente desarrollo. 

La Ley Federal de Entidades Paraestatales que es objeto 

de este trabajo es la culminación d'é un proceso normati­

vo que se inic1a en 1917. Es el primer instrumento de -

racionalización de un sector paraestata 1 producto de di­

ferentes y contradictorios momentos en la historia de Mf 
xico. 

De 1917 a 1947 puede hablarse de un perfodo caracteriza­

do por un mismo marco normativo, donde las empresas de -

Estado son creadas y controladas de acuerdo a las dispo­

siciones constitucionales de 1917 y a los acuerdos y de­

cretos basados en la facultad reglamentaria del titular 

del Ejecutivo Federal. Si bien las disposiciones constj_ 

tucionales vigentes en el perfodo de referencia no ha--­

cfan mención expresa a las empresas públicas u organis-­

mos descentralizados podía inferirse de tales disposici.Q. 

nes la autorización o el mandato para la creación y el -

funcionamiento de las entidades, así por ejemplo, el ar­
tículo 9o. constitucional señalaba: "para el despacho de 
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los ne9ocios- de orden administrativo de la Federación hE_ 

br~ un nümero de secretarios que establezca el Con9reso 
por una ley, la que distribuir§ los negocios que han de 
estar a cargo de cada secretario. /\si tambiéu, en el ª! 
tfculo 73 se creó un Consejo de S~guridad General y el -

Constituyente crea el Banco Unico de Emisión. 

Por otro lado> el Estado fue adjudicdndosc empresas a -­
t.ravés de la expropiaci6n9 la compra de empresas del Sef. 
tor privado y la conversión de deudas que algunas empre­
sas privadas tenfan con el' gobierno y en acciones repre­
sentativas de su capital. 

En las décadas de los anos vctn~P y treinta se creó un -
conjunto de entidades paraestatales con el propósito de 
apoyar al gobierno federal» entre el las destacan: 1 a Co­

misión Nacional Bancaria. el Banco de México~ la Comi--­

sión Nacional de Caminos~ la Comisión Nacional de Irrig2_ 

ción, el Banco Nacional de Crédito Agrfcola ~ Naciortal F_i 

nanciera. el Banco Nacional Hipotecario Urbano y de ---­

Obras Públicas. Petróleos Mexicanos~ la Comsi6n federal 
d~ Electricidad~ Ferrocarriles Nacionales de México. la 

Compañia Exportadora e Importadora Mexicana y el Banco -

Nacional de Comercio Exterior. Durante la década de lns 

cuarenta se establecen dentro del sector paraC'statal en­

tidades como: Guanos y fertilizantes de México> Cons--­
tructora Nacional de Carros. de Ferrocarril~ OiesPl Naci!:! 

nal y el Instituto Nacional del Seguro Socia1. 

A. 

En 1947 !\C expide la LPY pdra e1 Control de OrgJni~•i.-t .• ~~ -

Oescentr-al izados y Empresas de Participación Estatal. -
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de este modo se fijó el marco parcl del imitar juridicame!!. 

te lo que debia comprenderse por organismo dcscentraliz!!. 

do y empresas de participación estatal. En ese momento 

se confirieron las facultades de vigilancia a la Secrct~ 

rfa de Hacienda y Crédito P1íbl ico. este fue el primer -

esfuerzo de reordenación del sector paraestatal. Con él 

se definen, por primera vez de manera explicita, las ca­

racterfsticas y las formas de creación de los organismos 
descentralizados y las empresas dP. participación esta--­

tal, asf como las modal idadcs de vigilancia y control a 

las que habrian de estar sujetas. La ley mantien~ que -
los organismos descentralizados pueden ser creados por -
el Congreso o por el Ejecutivo federal siempre y cuando 

se reuniesen los requisitos que la misma ley mandaba. 

En ca~bio. no se establece ningOn requisito para la ere~ 

ci6n de las empre>sas de participación estatal o de los -

fideicomisos co.mo que no sea 1 a de su apego a 1 as 1 eyes 

de naturaleza mercantil. 

Si bien, la ley de 1947 dota de faculta des a la Secreta­

r fa de Hacienda y Cr6dito Público en materia de vigilan­

cia y control, estas facultades no se hacen extensivas a 

entidades paraestatales no contempl a·das por la misma --­

ley, como los fideicomisos y las instituciones naciona-­

les de crédito~ seguros y fianzas. 

Por otra parte~ la ley establece la posibilidad de asim..!. 

lar las filiales o subsidiarias de las empresas de parti 

cipación estatal u Or!Janismos descentralizados. cuando -

su posición o situación sea análoga a la del GobiPrno F~ 

deral con respecto a los organismos o empresas menciona­

das. [sen este sentido que la 1Py sl"'ñalaba que la SP-­

cretarfa de llaciPnda y Crédito Público estaba facultada 
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para promover la liquidación o traspaso de las entidades 
de participaci6n estatal cuando estas instituciones no -
realizaran funciones de utilidad públic·a o cornpi_tieran -

con empresas privadas que cumplieran debidamente su comE 
tido. * 

Mfis tarde se encomend6, a través de acuerdos y decretos. 
a la Secretarfa de Bienes Nacionales e Inspección Admi-­
n1strativa algunas atribuciones para el control de una -
parte de las entidades parae~tatales existentes. 

En 1958 se expide la Ley de Secretarlas y Departamentos 
de Estado donde se crean las Secretarlas de la Presiden­

cia y del Patrimonio Nacional s con ella se dividieron -­

las a·cciones de control entre las secretarias de la Pre­

sidencia del Patrimonio Nacional y en la de Hacienda y -

Crédito Público. 

La Ley para el Control de Organismos Descentralizados y 
de Empresas de Participación Estatal fue reformada en -­
dos ocasiones. En 1965 se confirmaron las atribuciones 
de coordinación y control en las tres secretarlas arriba 
mencionadas. Para 1970, se consideró objeto de vigilan­
cia y control no sólo a las empresas de participación e~ 

ta tal mayoritaria, sino también a las de participüci6n -
estatal minoritaria y a los fideicomisos públicos. Con 
la ley de 1970 se adopt6 un marco conceptual de supervi­
sión y control a partir de la vigilancia. de la program~ 
ci6n y de la presupucstaci6n y se confirió a la Secreta­
rla del Patrimonio Nacional una intervención importante 
en los programas anuales de operación para lograr una --

Diari..Q._Oficial, 31 de dicít"?mbre de 1947. 
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efectiva coordindci6n de actividades. 

Pero observemos detenidar1ente estas reformas. La ley P! 
ra el Control de 1966 responsabiliza a la Secretarla de>l 

Patrimonio Nacional de las funciones de vigilancia y co~ 

trol de los organismos descentralizados y empresas de -­

participación estatal re5ervando a la Secretaria de Ha-­
cienda 1o relativo para las instituciones nacionales de 
crédito. seguros, fianzas y sus filiales. y los fideico­
misos dc1 Gobierno Federal. 

Por lo que se refiere a las atribuciones de transforma-­

ci6n, fusión. disoluci6n o liquidación. corresponde a la 
Secreta1·'ia del Patrimonio Nacional someter su decisión a 

la consideración del titular del Ejecutivo. 

En 1970 la reforma a la distribución de facultades queda 
iQual que la Ley del Control de 1966. la novedad estriba 
en la creación de un registro en el que deben inscrtbir­
se los organismos descentralizados, las empresas de par­
tfcipaci6n estatal mayoritaria y las empresas de particl 
pación estatal minoritaria que como ya dijimos aparPcen 
en esta ley junto con los fidt: icomisos como sujetos a -­

las disposiciones que rigen al conjunto de las entida--­
ctes. 

Continúan exceptuadas del control y registro las instity_ 
ciones nacionales de crPdito. fianzas y sus filiales. -­
asf corno las instituciones docentes y culturales. Sub-­
siste la ausencia de requisitos previos pat·a la cr~aci6n 

de las empresas de participacidn nstatal o de los firlPi­

comisos. quedando estos ú1 t iflln!. en el resorte Cfp la !:>f'-­

cretaria de Hacienda. Iguíllmnntr~ no se modifican los r~ 
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quisitos para la transfor1naci6n, fusión o liquidación. 

A partir de esta ley la Sec~etaria del Patri1qonio Nacio­
nal t1izo un esfuerzo por definir y sancionar previamente 
el propósito, funciones y objetivos concretos de las ins­
tituciones paraestatales, también se propuso coordinar -
sus acciones para obtener el mejor aprovechamiento dn -­
los recursos, verificar el cumplimiento de los objetivos 

previstos y el ejercicio adecuado de los presupuestos. -

Además, buscó introducir mejoras en la eficiencia oper~ 
tiva, técnica y administrativa de la gestión de las enti 
dades. 

En 1976 con la expedición de la Ley Orgánica de la Admi­
nistración Pública Federal se introdujeron normas que d!:_ 

finieron de manera más clara y categórica las áreas de -
actividad de las entidades paraestatales y se incorpora­
ron al derecho pública 1 os dos grandes sectores de 1 a a.!!_ 
ministración pública tal y como se le entiende actua1me~ 
te; el sector integrado por las Secretarias de Estado y 

Departamentos Administrativos y el Paraestatal. compues­
to de organismos.descentralizados. empresas de particip2.. 
ci6n estatal y los fideicomisos públicos. 

Además la ley señala por primera vez que las actividadP.s 
de las empresas paraestatales y organismos descentral iz2._ 
dos ••conducirán sus actividades en forma programada. y -

con base en las políticas. prioridades y restricciones -
que, para el logro de los objetivos y metas de los pla-­

nes de gobierno establezca el Presidente de la Repübl i-­
ca. directamente o a través de las dependencias con1~PtP~ 

tes 11
• 
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Esta ley significa un importante avance respecto al con­

trol que el Estado debe ejercer sobre el sector paraest!! 

tal al reconocer al sector cor.io parte de la AdministrJ-­

ci6n Pública fedC!ral. Así, lo 1 ibera de las excepcioní"s 

mantenidas por 1as leyes de control de 1947, 1966 y ----
1970, que p1·opiciaban el desconocimiento de la m~gnitud 
del sector e imposibilitaban la plancación, coordinación 
y control de las actividades de un importante naniero de 
empresas. 

El régimen jurídico se completó con los acuerdos de sec--. 

torización de las entidades paraestat~les formuladas en 
1977. Así se fue instrumentando y organizando el marco 

de a~ción de las entidade~ paraestatales. Otros ordena-­
mientas con10 las: leyes de presupuesta. contabilidad y 
gasto públ leo federal. de deuda pública. de bienes naci.e_ 
nales, de planeaci6n, de información, geografía y esta-­
dfstica. de vigilancia de fondos y valores de la fedPra­
ción, de obras públicas. de adquisiciones y arrendamien­
to de bienes muebles, asf como sus respectivos reglamen­
tos y las diferentes normas contenidas en acuerdos, de-­
cretas, manuales e instructivos. Todo este conjunto --­
constituye el espacio jurídico de desarrollo de las acti 
vidades de las e~presas paraestatales tal como fueron d~ 
finidas en 1a ley para el control y en la l!'y orgánica. 

Estos dispositivos legales deben ser sumados a los de la 
legislaclón de derecha privado a;:>licables a las cmpr<"~.a~ 

constituidas como sociedades mcrcantilr.s y civiles, así 
como a los fideicomisos pübllcos. Con ello tendremos el 
~rea normativa donde se disponnn los medios dP control -
del Estado sobre el sector pi!raestutül. 
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El problema fundamental de la legislación sobre control de 

empr~~as paraestatales ha sido combinar cquil ibradamente, 

por un lado. una estructura ~urídica que permite úl con--­

trol y la vigilancia estrictas sobre las e~presas paracst~ 

tales, al tiempo en que se mantiene la autono~ia de ges--­
ti6n necesaria para el eficiente cumpl ií'?icnto de sus obje­

tivos. 

Como se puede observar, se habla dado un largo esfuerzo 1~ 
gi slativo que había puesto de manifiesto el carácter obso­

leto de la vieja Ley para e.1 Control de Organisr;ios Descen­

tralizados y Er.ipresas de Participación Estatal, pues su m~ 

teria qued6, implícita o explícitamente, incluida en otros 

ordenamientcs, además de que se advertía una contradicción 

manifiesta entre la Ley para el Control y la Ley Orgánica 

de la Adm1nistraci6n pues cad~ una consideraba distintos -

universos en la conforr.;ación del sector para estatal. 

Por otro lado, se evidenciaban cinco aspectos en que l~ -­

Ley para el Control no consideraba instrumentos jurídicos 

aprobados en otros ordena~ientos: a) el registro de la a~ 

ministración pública paraestatal; b) el recurso de incon-­

formidad contra tal registro; c) la publicidad de sus es­

tados financieros; d) la posibilidad de nombrar auditor -

externo, y, e) la cancelación de adeudos. Para Sergio Ga;:. 

eta Ramfrez estas deficiencias ir.ipl icaban dos posibl 1da--­

des: "abrogar la actual {ei:i 19C2) Ley para el Control y -

reglamentar lo correspondiente en diversos ordenanientos, 

e integrar las disposiciones faltantes a la Ley de Presu-­

puesto, Contabilidad y Gasto Público Federal. La otra po­

siblidad estriba en la inclusión de estos y otros puntos -

en un ordenamiento jurldico de mayor profundiCad y ampl i-­

tud que defina la coordinaci6n 1 control y evaluación entre 
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la administración pública centralizada paraestatal." * 

A partir de diciembre de 1962 junto con las reformas a la 
Constitución, el Congreso realizó un conjunto de modifica­
ciones a los ordenamientos de los que hemos venido hablan­
do. Destacan en especial las reformas y adiciones a la -­
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal publica­

das en el Diario Oficial el 29 de diciembre de 1982. Es-­

tas reformas y adiciones estaban guiadas por la necesidad 
de dar congruencia jurfdica al Sistema Nacional de Planea­

ción Democrática. Asf, la nueva Ley de 1982 seftala: ''las 

dependencias y entidades de la administración pública cen­
tralizada y paraestatal conducirán sus actividades en for­
ma pr?gramada con base en las políticas que para el logro 
de los objetivos y prioridades de la plancación nacional -
del desarrollo, establezca el Ejecutivo Federal . 11 

Por otra parte. a los mecanismos de control ya existentes 
en la Ley para el Control de 1970 antes mencionada. esta -
nueva disposición de la Ley Orgánica. agrega parte del Sef 
tor central al crear la Secretaría de la Contraloría Gene­

ral de la Federación que asume las funciones de supervi--­
si6n y fiscalización anteriormente dispersas entre varias 
dependencias. En este caso tales funciones se refieren al 
sector centralizado cono al paraestatal. 

En otro renglón, con las reformas a la ley se establecen -
las bases para la creación de comités mixtos de productivl 
dad integrados por representantes de la ad~inistración y -

los sindicatos para la atención de problemas adRinistrati­
vos y de organización de los procesos productivos. así ca-

*García Ramirez. ~r~l~.i.E..l_Y la emoresa públi~~ 
~ .• -:~.i_~-~· lflAP, 1S82, ::J.35. 
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rno de selección y ~e aplicación de los adelantos tecnol6gi 
cos de las entidades. 

Finalmentes con las reformas a la Ley Org&nica desaparecen 
la Secretaria del Patrimonio Nacional y Fomento Industrial 

y sus funciones se distribuyen entre las Secretarías de -­
Energfa. Minas e Industria Paraestatal y de Comercio y Fo­

mento Industrial. Entre las atribuciones que se fijan a -

estas nuevas secretarias figuran: ''para la Secretaría de 
Energfa. Minas e Industria Paraestatal, conducir, aprobar, 

coordinar y vigilar la actfvidad de las industrias paraes­

tatales atendiendo a la pal itica industrial establecida 

por la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial 11
• 

La nueva ley fortalece los sistemas de control y coordina­
cidn introducidos por la ley Orgánica ae 1976 a través de 
los criterios de sectorizaci6n. En este sentido se facul­
ta a las secreta~fas de Estado y departamentos administra­
tivos para organizar a las empresas paraestatales en sub-­
sectores que atiendan a la naturaleza de sus actividades. 
Se dota de cierta autonomfa a los 6rganos de gobierno de -
las entidades pues se les faculta para desarrollar la pro­
gramaci6n estratégica y supe""Visar la marcha de sus opera­
ciones. 

B. 

Derivados de las refor~as a la Ley Orgánica en mayo de ---
1983. se expiden dos acuerdos presidenciales de especial -
importancia para las empresas µúbl icas. Uno se refiere al 
funcionamiento de Tas entidades paraestatales y sus rela-­
ciones con el Ejecutivo Federal. En él. se definen las --
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responsabil ida.des de las secretarfas de llacienda y Crédito 

Público y de la Contraloria de la Federación. de los coor­

dinadores de sector y de las entidades en materia de pro-­
gramaci6n. control y evaluación de la operación y el gasto 

de las entidades. así como lu conformación de sus órgunos 
de gobierno. También se definen las normcs para la parti­

cipaci6n de las entidades en las políticas generales de -­
descentralizaci6n de la vida nacional y de renovación mo-­
ral. 

El segundo decreto mencionado. ordenil a las entidades pa-­
raestatales la elaboración de programas sobre incren1ento -
de la producción operativa y del empleo. reestructuración 
financiera, racionalización en el· uso de divisas y apoyo -
en la transformación estructural de la economía. OC! con-­

formidad con C!l acuerdo, el diseño y la impl antaci6n de e2_ 

tos programas quedan bajo 1 a responsabilidad del coordina-. 

dar sectorial correspondiente, y la vigilancia de las ope­

raciones se atribuye a la Secretaría de la Contralorfa. 



138. 

3.2 LA INICIATIVA DEL PROYECTO DE LEY FEDERAL DE ENTIDADES PA~ 

ESTATALES. 

En la iniciativa de Ley de Entidades Paraestatales enviada al Con-­

greso de la Unión, el Presidente de la República afinna que ésta -­

"constituye por ahora una respuesta jurídica, moderna y congruente 

con la realidad, a los principales problemas que enfrentan las enti 
dades públicas de nuestro pafs, por una parte las excesivas normas 

jurídicas que las regulan, por otra a la dispersión y multiplica--­

ción de instancias burocráticas que ocurren en su operación y por -

último a su necesaria autonomía de gestión".* 

Asf, la Ley no constituye sólo un simple mecanismo de control, sino 

que forma parte de un conjunto de instrumentos que regulan la inte..r 

vención del Estado en la economfa. en el ejercicio de las faculta-­
des que le permiten actuar en las actividades prioritarias y estra­

tégicas que imponen las necesidades del país. En la medida ,en que 

se reglamenta la organización~ el control, la extinción, la trans-­
formaci6n· y disolución de las empresas paraestatales la Ley pennite 

al Estado detenninar el volúmen, control y crecimiento del sector. 

La iniciativa de Ley Federal de Entidades Paraestatales constituyó 

la culminación de un largo proceso normativo. Fue la respuesta ju­

rfdica a las necesidades que el proceso de modernización impone. en 

este caso al sector paraestatal con el oojetivo de buscar la efi--­

ciencia y la eficacia en la empresa pública. 

*- Miguel de Ta Madrid Hurtado. Iniciativa de Ley Federal de las En 
tidades Paraestatales. Enviada a 1 Congreso de la Umon el 31 de 
Marzo de 1986. p.10. 
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La exposición de motivos de la iniciativa reconoce que sus antece­
dentes se encuentran en la variada reglamentación pero~ especial-­
mente, en la Ley para el Control de Organismos Descentralizados y 

Empresas de Participación Estatal de 1947, rerormada en 1965 y ---
1976. Se reconoce ahí. que es indudable que todos estos dísposit.i 

vos legales sumados a los de la legislacidn de derecho privado - ... -

aplicable a las empresas constituidas como sociedades mercantiles 

civiles y a los fideicomisos públicos constituyeron un esfuerzo -­

"notable para fortalecer los medios de control del Estado para el 

sector paraestatal .. más no así por lo que se refiere a su autono-­
mfa de gestión".* 

Quedó así señalado el problema fundamental de la regulación de las 

entidades paraestatales pues. por uri lado. se impone una lógica r~ 

gulación y control que sujete las actividades de estas entidades a 
los objetivos generales de estas entidades, pero esta sujeción de­

be combinar la autonomfa de gestión. De otro modo~ no tendrfa sen 
tido el estatutd de paraestatalidad pues sin autonomfa de gestión 

las actividades que realizan las empresas podrían ser realizadas -
en el marco de la relación jerárquica que impone la administración 

públfca centrallzada.** La caracterización básica de la paraesta­

talidad es la de mantener una relación con la administración públi 
ca central '1diversa de Ta jerarqufa 11 .*** Esta forma de relación -

es la que garantiza que las entidades puedan cump1 ir con eficien-­

cia sus objetivos. 

lbidem. p. 4 

Tal como se vió en el capftulo 3 donde se caracterizó la rel~ 
ci6n jerárquica. 

Veáse Infra. 
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Se trata entonces de encontrar la fórmula adecuada que pueda res-­
pender de manera eficaz a la necesidad de equilibrio entre los dos 

elementos fundamentales que deben concurrir a la conveniente exis­

tencia y desarrollo de las entidades públicas. Esto es el correc­

to ejercicio de la autonomfa de gestión y la conveniente y oportu .. 
na tutela del Estado que mantenga bajo control al sector paraesta­

tal. Por otr:-o 1ado 9 la iniciativa reconoce que era indispensable 

actualizar el régimen jurídico para regular las formas de gestión 
de la administración paraestatal tendientes a deflnir sus relacio­

nes con el gobierno federal a enmarcar adecuadamente sus aspectos 

corporativos internos y a precisar su régimen financiero y admini~ 
trativo. 

Con esta regulación. dice la iniciativa, se buscan las siguientes 

'finalidades principales: 11 la necesaria normatividad que perfile -

el marco de objetivos que deben alcanzarse; la existencia y Simpl! 
'ficación de las entidades públicas; los controles adecuados que -­

respondan a la tutela de1 Estado sobre su intervención en la econ.2_ 

mia descentralizada para su agilidad y desarrollo¡ y lograr la si.9_ 
níficativa autonomía de gestión en pro del cumplimiento de las po­

líticas que el gobierno feder'al fije a dichas empresas o entidades 

públicas 11 .* 

Al referirse a los objetivos generales que explican los motivos y 

propósitos de la regulación, la iniciativa indica varios aspectos 

importantes. Afirma qÚe Ta Ley se propone la simplificación del -

manejo de las entidades públicas para mejorar su eficacia y su efJ.. 

Miguel de la Madrid Hurtado, Iniciativa ..• Op.Cit. p. 5 . 

....... _. 
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ciericia, para ello se propone liberar el funcionamiento de las em­

presas, del culilplimiento de multitud de requisitos previos que la 

agobian a través de múltiples ordenamientos. Con ello, dice, oto.r. 

ga inayores indices de confiabilidad a los servidores públicos que 

participan en su operación directa y se enaltece su responsabili-­

dad administrativa y pol ltica. 

Por otro lado, el objetivo es devolver a los órganos de gobierno -

de las entidades públicas la plenitud de sus responsabilidades, P-ª. 

ra ello la iniciativa propone radicar en el órgano de gobierno de 

cada entidad las facultades de autorización previa que hasta ese -

momento se ejercían por múltiples dependencias y cuyos trámites e 
intervenciones, desorbitaban y obstaculizaba~ las facultades y la 

eficiencia de la dirección y administraclón de las entidades. Por 

esta razón, en la iniciativa se u!Jica en el órgano de gobierno, C.Q. 

mo integrantes obligados, a 1 os representantes gubernamenta 1 es. -­

"a fin de que asuman además del papel de consejeros la obligación 

de pronunciarse sobre los asuntos de su competencia en este órgano 

que así viene a tener una injerencia fundamental en la adecuada -­

operación y efectividad ~e la entidad".* De esta manera, se pre­

tendían establecer con mayor claridad las relaciones entre las en­

·tidades paraestatales con el sector público central. 

Otro objetivo fundamental era reforzar la autonomía de gestión a -

través de mecanismos que posibilitaran el establecimiento de metas 

que guiaran el desempeño de las entidades paraestatales, en lo fu!!. 

damental, a través-del control de sus resultados y de su evalua--­

ción permanente. 

!bid, p. 7. 
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Un objetlvo más. era definir de manera amplia y categórica de las -
responsabilidades del director general de cada entidad, de tal modo 

que se comprometiera su cometido con Tos grandes propósitos nacioni!_ 
les. 

Por otro lado, se regula a las entfdades· paraestatales, se ubican -

los controles pravios a que deben contraerse los numerosos disposi­

tivos vigentes en el órgano de gobierno. En este sentido, al 1ri1po­

nerse esta regUlación al sector paraestatal, no renuncia e1 Estado 

a los control es que le corresponden en las en ti cJades púb 1 i cas, pues 

al quedar en el órgano de gobierno las dependencias del Ejecutivo -

Federal que de acuerdo con la legislación existente deben interve-­
nir en el cont1·ol de la administración pública, se establece una -­

fórmula de control. 11 ~0 existe por tanto, al regularse del modo en 

que se plantea, fórmula alguna de descontrol. Los controles siguen 

existiendo, pero de otra manera para que concurran al punto de equi 

librio que no afecte la autonomía de gestión que debe corresponder 

a las entidades públicas".* 

De este modo, según la iniciativa. se busca lograr el proceso de -­

congruencia que corresponde a Ta .descentralización. Se pretende r~ 

gular, de un modo más efectivo, el conjunto de relaciones del go--­

bierno federal y las entidades paraestatales para hacer posible la 

armonfa entre los dos elementos que hemos venido refiriendo, la au­

.. tonomfa de gestión y el necesario control. 

De acuerdo con la iniciativa. el peso específico del control cJe las 

!bid. p. B. 
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entidades paraestatales se organiza de una forma nueva, en concor-­

dancia con .el derecho público de un modo propio y especial haciendo 

posible que las entidades paraestatales se desarrollen en el ámbito 

de una autonomía razonable que les permita desempeñarse de la mejor 

manera a fin de elevar su e~iciencia y su eficacia en el logro de -

sus objetivos. Se robustece, 11 sus responsabilidades frente al EstE_ 

do y la sociedad. 

Por otra parte, se afinna que sin afectar ni entorpecer el funcion~ 

miento ágil y propio de la entidad, se organizan formas pennanentes 

de control del Estado a través del órgano de gobierno. Con el To -­

además se pretende romper con el viejo problema del exceso de regu­
lación de las entidades públicas. Así, frente al riesgo que con--­

fronta una regulación única y de carácter general que pudiera resul 

tar apropiada para algunas empresas pero muy estorboza para otras, 

tanto por las áreas que constituyen su objeto, como por su importan 

cia, desarrollo económico y objetivos específicos. de ahí que· cada 

órgano de gobierno, dentro de los grandes rubros sustantivos de la 

legislación vigentes de acuerdo con la iniciativa. deberá emitir -­

las reglas y normatividad propias para cada entidad. Para la expo­

sición de motivos de la Ley ésto debe destacarse como de gran rele­

vancia pues afirma, significa una gran agilización en el funciona-­

miento propio de cada entidad según sus peculiares circunstancias. 

Además de la autonomía de gestión la exposición de motivos de la -­

Ley afirma que ésta pretende fortalecer el papel tutelar de cada -­
coordinadora de sector. Coordinador de sector en el sentido de la 

Ley Orgánica de la Administración Pública. Este papel tutelar al -

integrar a la coordinadora de sector a la presidencia de cada órga­

no de gobierno. Este propósito aparece· fundamcmtal pues la coordi-
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nadara de sector será quien mejor podrá señalar. dentro de los gra!l. 

des objetivos nacionales. las vfas de desarrollo tJe cada una de las 

entidades públicas en coherencia con el Plan Nacional de Desarrollo 

y los programas sectoriales que se definan de acuerdo a la Ley Fed~ 

ral de Planeación. 

A los propósitos señalados antes, la iniciativa adiciona el de esti!_. 

blecer los grandes lineamientos para el funcionamiento de los con-­

troles de cada entidad, y la intervención en los casos que corres-­
panda, de 1 as dependencias gleba l izadoras y coordina doras de sec--­

tor. 

Establecidos los objetivos, la iniciativa pasa a referirse de modo 

pormenorizado al contenido de la Ley y su articulado. De acuerdo a 

la exposición d.e motivos, el proyecto legislativo de Ley Federal PE. 

.ra Entidades Paraestatalcs tiene una naturaleza compacta que facilj_ 

ta su manejo y evita rigideces en cuanto· a su contenido regulador. 

Así 1 la iniciativa consta de 68 artículos distribuidos en 6 capítu­

los y 8 artículos transitorios. Además 7 en lo que se refiere a la 

explicitación de algunos de sus enunciados y de sus artículos se r~ 

mite a un reglamento que oportunamente corresponde expedir al Ejec_!! 

tivo. 

El capítulo primero de la iniciativa, relativo a las disposiciones 
generales refiere trece preceptos, como la denominacicín del capítu­

lo indica 7 estos constituyen los principios generales que ordenan e 

ilustran los campos de regulación que están contenidos en el cuerpo 

de la iniciativa. 

Con estos preceptos se busca instituir de manera congruente con la 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 1 las entidades p~ 
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raestatales y reglamentar en la parte ·correspondiente a su articulo 
90 la Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos. con el 

objeto de regular la constitución,. organización, funcionamiento. -­

control. fusión, extinción, tra~sformación y disolució11 de las entl. 

dades paraesiata1P.s de.la Administración Pública Federal, así como 

regular sus relaciones con el Ejecutivo Federal o con sus dependen-

~ ci as. 

La inici~tiva pone en relieve que al regularse las entidades parae1 

tatales de manera propia y específica no se aumenta el número de 1~ 

yes, pues de aprobarse la iniciativa, en el mismo acto se abroga la 

Ley para el Control por parte del gobierno federal de los organis-­

mos·descentralizados y de empresas de participación estatal. 

Afirma la iniciativa que el conjunto preceptivo que se propone con­

forma un cuerpo legal que guarda congruencia con la rectorfo econó­

mica que corresponde al Estado de acuerdo a los artículos 26 y 28 -
de la Constitución, pues se regula de manera especffica 1.:i interven 

cfón económica del Estado dentro· de la economía mixta. Dice la fni 

ciativa que se establece de manera clara el manejo de las áreas es­

tratégicas que la Carta Fundament.al reserva a la acción del gobier­

no federal .Y de las áreas prioritarias en Tas que el Estado puede -

concurrir con el capital privado o social. 

En Ta exposición de motivos se postula que la regulación implica un 

marcado proceso de moderación y efici~ncia en la toma de decisiones 

del gobierno federal respecto a las inversiones del Estado en el -­

juego económico ~e Ta producción. 

·Por otro lado, se propone el establecimiento de mecanismos que tie!!. 

dan a i~troducir normas básicas y objetivos tanto en los organismos 
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descentralizados como en las empresas de participación estatal ma­
yoritaria. Excluyendo del campo de su regulación a las universid-ª. 

des y a las instituciones de educación superior autónomas. Además 

quedan exc 1 uf das todas aquél 1 as sociedüdes mercant i 1 es que con ob­
jeto de inversión temporal por parte de Ja Banca, de igual manera 

como se dispone en la Ley Reglamentaria de Ja Banca y el Crédito.­

Previniendo que cuando lo considere el Ejecutivo aquél las socieda­

des puedan incorporarse a 1 régimen de la Ley. 

De modo especifico, la iniciativa afirma que la naturaleza espe--­

cial del organismo descentralizado que constituye la Procuraduría 

Federal del Consumidor, lo excluye del campo de sujeción de la Ley 

quedando éste enmarcado en su propia legislación. 

La iniciativa en congruencia con la pol ftlca segulda en las leyes 

expedidas respecto al funcionamiento de la Banca, sujeta al Banco 

de Méxfco, a las inStituciones nacionales de seguros y fianzas y a 

las sociedades nacionales de crédito, en primer término a las le-­

yes especfficas que regulan su constitución, organización, funcio­

namiento, control y vigilancia. Asf, se pretende liberarlos de -­

los controles excesivos que resultan de la numerosa legislación V.i 
gente y que obstaculizan de algún modo su agilidad, operación yª..!:!. 

tonomfa. 

La iniciativa las.considera entidades paraestatales y las sujeta -

en lo que no se oponga a sus leyes específicas, buscando un doble 

objetivo: la regulación propia de la Banca por una legislilción -­

congruente con su existencia y cometido y, por otra parte, evitar 

la derogación de gran parte del contenido de su propia legislación 

reglamentaria. 
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Para los objetivos de este trabajo, es muy importante señalar que 

la iniciativa del Ejecutivo establecía una acotación explfcita de 

las áreas prioritarias. En la exposición de motivos afirma: "Con 
el objeto de evitar en la administración paraestatal por razones -

coyunturales o de otra índole la existencia de empresas ajenas a -

los fines del Estado (la Ley) establece lineamientos para estable­
cer las áreas prioritarias en que deban establecerse y funcionar -

las entidades públicas; y se definen cuáles pueden ser los objetos 

de 1 os organismos descentralizados, y en un propósito de uní formi­

dad de regulación para tan importantes entidades paraestatales, -­

consigna las bases mínimas que puede contener el ordenamiento rel-ª. 

tivo a la creación de cada organismo descentralizado".* 

En este punto encontramos la intención expllcita de la iniciativa 

de Ley. en su exposición de motivos. de establecer un campo de re­

gulación en los términos del artfculo 25 Constitucional. para esp~ 

cificar el carácter de lo prioritario de las empresas públicas. E~· 

ta intención es de gran trascendencia pues permite organ.izar el di. 

seña de la esfera de acción y desarrollo de ~as empresas del Esta­

do, asf como organiza la intervención del gobierno frente a la ac­

ción de los sectores privado y social. De hecho es la constitu--­

ción la que establece el campo de regulación. de tal modo que la -

ley venía a cumplir una función fundamental al completar, en su e.§_ 

fera, el orden jurfdico. Pues, sin la reglamentación correspon--­
.diente el área de regulación abierta por la reforma canstitucio--­

nal,. queda sin pOsibilidad de regulación positiva y el orden jurí­

dico', ve fracturada su unidad, necesaria para la construcción de -

un régimen de legalidad. 

Ibidem, pp. 13-14. 
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Por otro lado. dice la exposición de motivos, que a fin de no gen~ 

rar problemas o conflictos en los organismos descentralizados que 

tengan estructuras que respondan a la intervención bipartita o t'ri · 
partita, en su constitución o creación, tanto de trabajadores como 
de patrones, cualquiera que sea su naturaleza, así como los orga-­

nismos descentralizados que junto con sus órganos de gobierno cuen 

tan con patronatos. se previene que deberán seguirse rigiendo, en 
cuanto a sus estructuras orgánicas por sus leyes específicas, pero 

en lo que respecta a su funcionamiento, operación, desarrollo y -­

control, quedan sujetos a los dispositivos que ordena la ley. 

En lo que se refiere al control, sectorizado de las secretarías de 

estado sobre las empresas y organismos, la iniciativa afirma en su 
exposición de motivos que con la ley, se robustece la intervención 

de las secretarías a quienes se ha asignado la coordinación de se~ 

tares, instituyéndose la obligación de que las secretarías sean -­

miembros de. los órganos de gobierno y en su caso de los comités -­

técnicos de 1as entidades paraestatales. Así, según la exposición 

de motivos, se pretende que la ley consigne la manera específica -

que en las sesiones de los órganos de gobierno, las secretarías, -

así como 1 as entidades que deban fonnar parte del respectivo órga­

no de gobierno, deberán pronunciarse sobre los asuntos de la enti­

dad o empresa relacionados con sus respectivas facultades legales, 

para lo cual deberán contar con la oportuna y adecuada infonnación 

del caso. El objetivo, que este respecto se propone la exposición 
de motivos, es el de fortalecer tanto la intervención y decisiones 

del órgano de gobierno en la operación de las entidades como de -­

las coordinadoras de sector y se pretende apoyar sustantivamente -

la autonomfci de gestión de cada empresa u organismo. 

En la parte final de este capítulo de la iniciativa de ley se con-
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signa la obligación para la Secretarla de Programación y Presupues­
to de publicar anualmente en el Diario Offcial de la Federació.n, -­

una relación de las entidades paraestatales de cada sector de la A.f! 

minsitración Pública Federal. El objetivo, dice la exposición de -
motivos es, integrar de manera oficial una lnformaclón incuestiona­

bl_e sobre la sectorización de los entes paraestatales para conoci-­

miento del público y efectos legales. 

El capftulo segundo de la iniciativa de ley de entidades pL1raestatl!,. 

les, contiene las normas para la constitución, organización, funci.Q 

namiento y registro público de .los organismos descentralizados. En 

la primera sección del capítulo se tratan, en primer lugar, los di~ 

positivos que de un mod~ unifonne tiendan a definir los objetivos y 

las formalidades que estos organismos deben cumplir, para el manejo 

de áreas estratégicas del Estado, la prestación de servicios públi­

cos o sociales, la obtención o aplicación de recursos para fines de 

asistencia o seguridad social y el manejo en exclusiva de determin~ 

das áreas prioritarias. 

Con este fin la iniciativa establece los elementos mfnimos que debe 

contener toda ley o decreto, por el cual se establezca la creación 

de un organismo descentralizado asf como, la obligación de fijar -­

sus órganos, su patrimonio, régimen laboral e inscripclón en un re­

gistro público. 

Junto con ello, se dan las bases para la administración y los seg-­

mentes, en especial el relativo a los requisitos para poder ser --­

miembros de los órganos de gobierno, o para ser .designados los di-­

rectores generales. Estos principios se proponen orientar una sana 

polftica, e inducir la idoreidad en el ejercicio de los cargos tan­

to en lo que respecta a condiciones subjetivas o personales como a 
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la capacidad y la experiencia. 

La iniciativa propone, como 11 norma necesaria 11 que la ley exprese -­

las facultades legales de que deben estar investidos los directores 
generales para representar a los organismos, cubriendo en este sen­

tido lagunas provocadas por aspectos no regulados hasta ese momento 
y que como sucede cuando hay omisiones normativas, han motivado ---

-.1.cuestionamientos de orden jurfdico. En Jo que se refiere a facult,! 

des legales especfficas de cada organismo, Ja iniciativa no preten­

de ·una sobreregulación, y en Ja exposición de motivos afirma "en -­

cuanto al ejercicio de determinadas facultades legales, como de do­

rrlinio, intervención de títulos de crédito, suscripción de compromi­

sos y otorgamiento de poderes. se establece que los directores gen~ 

rales. deban sujetarse a las bases generales que para cada organis­

mo autorice su órgano de gobierno. 

La iniciativa, con la finalidad de prevenir gastos innecesarios. -­

propone que a fin de evitar la intervención de fe~atarios públicos 

y las erogaciones que generan. para acreditar la personalidad y fa­

cultades de los miembros del órgano de gobierno, del secretario o -

prosecretario de éste, o del director general y de los apoderados -

generales. se prevenga que baste una certificación de la inscrip--­

ción de su nombramiento o mandato en el registro público de organi.§_ 

mas descentralizados. para acreditar la personalidad y los poderes 

necesarios. 

En este sentido. en la sección del segundo capítulo de la iniciati­

va. se previenen las bases para la creación del Registro Público de 

Organismos Descentralizados. Así también se proponen los documen-­
tos y actos que deban inscribirse en el mismo. y las facu1 tades del 

registro a fin de expedir certificaciones de inscripción, a las CU.,! 
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les se otorga fé pública. 

En el capítulo tercero de la iniciativa se propone la regulación -

de las empresas de participación estatal mayoritaria, de modo que 

sea congruente al texto de la Ley Orgánica de ·1a Administración P.!!_ 

blica Federal. 

Se pretende que la ley establezca de manera categórica que en es-­

tas empresas deben cumplirse los supuestos y objetivos de las ---­

áreas prioritarias que se definen en el texto de la constitución y 

en el de la propia iniciativa. ·Se busca delimitar el campo de ac­

ción de este tipo de intervención del Estado en la economfa, p(!ra 
que las empresas públicas. organizadas de esta fo.rma, se correspo!l 

dan de manera clara y congruente con la rectoría económica que la 

Constitución confiere al Estado. 

Así por ejemplo, en coincidencia con la Ley Reglamentaria del Ser­

vicio Público de la Banca y al Crédito se propone excluir de este 

tipo de empresas a las sociedades mercantiles en las que el Estado 

a través de la Banca de De.sarrol lo intervenga en operaciones de f.Q. 

mento, con la salvedad de aquellos casos en que por resultar conv,g 

niente para el interés público y por cumplirse los supuestos de -­

prioridad económica, deban ser incorporadas, al sector paraesta--­

tal. mediante acuerdo expreso y en cada caso del titular del Ejec.!! 

tivo Federal. 

Es importante que la iniciativa proponga el mecanismo de desincor­

poración pues establece que cuando alguna empresa, que formalmente 

se considere del sector de participación estatal, no cumpla con -­

los propósitos de las áreas prioritarias. a que se refiere la ini-
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ciativa. o no resulte conveniente conservarla corno entidad paraes­

tatal desde el punto de vista de la economía nacional, o del inte­

rés público, el Ejecutivo Federal procederá a la enajenación de la 

participación estatal o en su caso a la disolución o liquidación -

de la empresa que se trate. 

Esta previsión de la iniciativa que está claramente conectada con 

la definición de sector prioritario que el proyecto presenta, es -

central dentro de la definición de la política de empresa pública 

puesta en práctica por C1 gobierno del Lic. De la Madrid. La idea 

de un Estado menos obeso pero más eficiente está conectada direct-ª. 

mente con estas dos definiciones. 

Por otra parte, el capitulo cuarto de la iniciativa consigna nor-­
mas especfficas sobre los fideicomisos públicos, delimitando como 

tales a aquellos establecidos por la Administración Pública Fede-­

ral. organizados de manera similar a los organismos descentraliza­
dos y a las empresas de participación estatal mayoritaria, que ten 

gan corno propósito auxiliar al Ejecutivo en la realización de act..f_ 

vidades prioritarias. 

En lo que se refiere a la administración de este. tipo de fideicom..f_ 

sos la iniciativa propone las nonnas para los comités técnicos y -

direcciones generales se compatibilicen con las nonnas cie la ley, 

relativas al desarrollo y operación de las entidades paraestata--­

les. 

En el mismo sentido el capítulo cuarto de la iniciativa contempla 

normas especfficas para el desarrollo y operación de todas aque--­

llas empresas que encuadren dentro de los supuestos de la ley para 

ser considerados entidades paraestatales, y a tal efecto se busca 
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sujetarlos en primera instancia a la Ley de! Planeación, al Plan NJ! 

cional de Desarrollo, y a los programas sectoriales e institucion2. 

les. En lo que se refiere a su autonomía de gestión, a los ·abjeti 

vos y a 1 as circunstancias conc1~etas de su desarrol 1 o y operación, 

se pretende ordenarlas con normas básicas para el programa institg 

cional, presupuestos de egresos, manejo de recursos por los pro--­

pios órganos de las entidades y sus programas financieros. 

Finalmente, el capítulo sexto y último de la iniciativa se refie.re 

a los controles de vigilancia de las entidades paraestatales, para 

apoyar su autonomía de gestión· se preveen diversas normas corres-­
pendientes a los órganos internos de control de las propias empre­

sas, a los comisarios públicos, a las facultades de control de la 

Secretarla de la Contralori'a General de la Federación ·y se propo-­

nen nonnas que no dejan duda sobre la intención de establecer los 

controles que corresponden al Estado, a modo de intervención dir'e.f. 

ta del Ejecutivo Federal, cuando el órgano de gobierno o el direc­
tor gen.eral no dieren cumplimiento a sus respectivas obligaciones 

legales. 

La iniciativa en la parte final de la exposición de motivos resume 

de la siguiente forma sus objetivos fundamentales: 

11A) Otorgar los controles previos gubernamentales a la única 

instancia o junta de gobierno de las entidades, en el cual se en-­

cuentran debidamente representadas las dependencias correspondien­

tes del Ejecutivo Federal; 

B) Facultar a dicho órgano para nonnar en cada caso a la en­

tidad o empresa de que se trate dentro de la sustantivida·d del ma.r. 

co legislativo existente, tratando asl de evitar la indiscriminada 
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aplicación de normas muy gene~ales que por razones prácticas no r~ 
sultan apropiadas para los distintos tipos de entidades; 

C) Constituir una plataforma jurídica adecuada, congruente -

con la realidad jurídico-política mexicana, para que a través de -

una correcta aplicación y de una respuesta adecuada de las depen-­

dencias del Ejecutivo Federal, se concilien en un marco de anno--­

nia, por una pa_rte, la autonomfa de gestión necesaria.a toda
0

empr_g 

sa. y por otra la indispensable tutela que corresponde al gobierno 

en las utilidades públicas que definen su intervención en la econ.2_ 

mía y en la sociedad; 

o'") Ser una instancia jurfdtca adecuada para otorgar plenftud 

de autonomía de gestión a los intereses de las entidades paraesta­

tales, permitiendo por otra parte el ejercicio adecuado de los con 
troles del Estado. Cuando hubieren omisiones o lncumplimientos de 

las obligaciones que el ordenamiento señala a la .Junta de Gobierno 

o al Di rector Genera 1 1 e 1 Ejecutivo Feder<~ 1 1 a través de 1 as depe..rr 

dencias global izadoras. en los términos que corresponden a cada -­

una de ellas, según sus atribuciones y competencias respectivas SJ! 

p1irá tales omisiones y fincará las responsabilidades procedentes; 

y 

E) Establecer las bases para que se instrumenten los procedf 

mientas y se tomen las disposiciones y medidas que fueren necesa-­

rias. de manera paulatina y conveniente para ajustar a _las entida­

des públicas a los términos de esta iniciativa. con las excepcio-­

nes que el Ejecutivo Federal detennine de" confonnidad con esta pr.Q. 

pia Ley y en su reglamento".* 

Loc.Cit. p.23-27. 
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3.3 DICTAMEN DE LA CDM!SION Y DEBATE EN LA CAMARA DE 
DIPUTADOS. 

Le correspondió a la Comisión de Gobernación y Puntos -­
Constitucional es de la C~mara de Diputados aue le fuera 
turnada. para su estudio y dictamen, l~ Iniciativa de -­
Ley Federal de las Entidades Paraestatales. Para su es­
tudio, la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucion~ 
les integró un grupo de tra.bajo con miembros de todos -­

los Partidos Politices representados en la Cámara de Di­
putados. Los estudios y análisis real izados por este -­

grupo asi como las deliberaciones tenidas en las varias 
reuniones que el mismo celebró 9 sirvieron de acoyo al -­

dictamen y a las diversas modificaciones que se hicieron 
a la Iniciativa. 

La Comisión consider6 que la participación del Estado en 
la economia se ha convertido en un factor fundamental en 
los planes y programas de desarrollo de cualquier país. 
sin importar su ideología. En su interpretación en Méxi 
co la particiDación del Estado en la economía está requ­
lada en los articulas 25. 26, 27 v 28 de nuestra Consti­
tución Política. El artículo 25, establece la responsa­
bilidad del Estado de la rectoría del desarrollo nacio-­
nal con el fin de aarantizar el fortalecimiento de la s~ 

beranía nacional y el régimen democrático.. Con este oro 
pósito el Estado asume la responsabilidad de planear, -­
conducir. coordinar y orientar la actividad económica y 

hará que. oara loQrar su objetivo, concurran los secta-­
res social y privado. 

El artículo 26. señala la, orga·nización de un sistema de 
planeación democrático del desarrollo por parte del Est~ 
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do de tal forma que permita un crecimiento sólido. equi­

tativo, dinámico y permanente. 

El artículo 27, por su parte~ además de confirmar la oro 
piedad de la Nación de las tierras y aguas. asi como el 
dominio directo de los recursos naturales y el derecho -
de transmitir su dominio a los particulares para consti­
tuir la propiedad privada, qarantiza para los propósitos 
de esta Iniciativa 9 la sequridad jurídica en la tenencia 
de la tierra ejidal, comunal y de la pequeña propiedad, 

asf como expedir la legislación reqlamentaria para pla-­
near la producción agropecuaria, su industrialización y 

comercialización por ser de interés público. 

El artículo 28, contempla las funciones que ejerce el E~ 

tado de manera exclusiva en las áreas estrat~gicas. 

Es a partir de esta interpretación constitucional que la 
Comisión, organizó su visión de la industria paraesta--­
tal. Pues consideró que para cumplir con esta obliga--­
ción constitucional, el Estado ha creado y generado un -
buen número de entidades al orado de que con su nartici­
pación en 60 ramas industriales aproximadamente. distri­
buidas en más de 650 emoresas con una contribución de la 
tercera oarte del producto in.dustrial bruto del pals. El 
sector oaraestatal se ha convertido en· uno de los instrQ 
mentas más imnortantes oara la oromoción del desarrollo 
económico y social, y en un tema de debate permanente en 
la sociedad mexicana. 

Para la comisión un sector tan imoortante como el paraeE_ 
tatal, requiere de una orqaniz~ción administrativa que -
haga cosible el cumpl imieO"to de los objet·ivos nacionales 
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y, por lo tanto. de ordenamientos jurídicos que permitan 

su identificación con las necesidades básicas de la po-­
blación. El artículo 90, da respuesta a este orooósita 

al señalar que la Administración PUbl ica será central iz_! 

da y oaraestatal conforme a las leyes orgánicas que expi 

da el Congreso en la materia y que para su mejor funcio­
namiento, su organización y administración habrá de dis­
tribuirse entre las Secretarías y Departamentos Adminis­
trativos. Asimismo determinará las bases para la inter­
vención del Ejecutivo Federal en la operación y las rel~ 

cienes entre las entidades paraestatales y el Ejecutivo 
Federa 1. 

Según la Comisión, las entidades paraestatales responden 
al concepto moderno de la participación del Estado en el 
desarrollo nacional. Son .. en el caso de nuestro oaís, -
la característica esencial de1 sistema de economía mixta 
que consaora nuestra Carta Magna. 

En Dictamen, se agirma que el sistema de economía mixta 
es el aue ''reconoce nuestro proyecto nacional como ade-­
cuado para orientar y conducir la satisfacción de la de­
manda social. Sistema que se aparta tanto de las expli­
caciones enmarcadas en enfoques individualistas como ta~ 
bi~n de otras extremistas, ~ue oretender ubicarla en lo 

que se califica como capitalismo de Estado'1
• !/ 

En la consideración de la Comisión la presencia de las -
empresas públicas obedece al propósito de establecer ---

Comisión de Goberna~i5n y Puntos Constitucionales 
de la Cámara de Dfputados. 'Dfctamen ·de. la Inicia­
tiva ·de "L:ey Federal .. de las Entidai:feS 'P"araestata---
les. p. 5. -·- ------
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equilibrios particulares. que interrelacionados en lo -­
funcional y articulados sobre los diversos planos de la 
economla, respondan a las necesidades de una sociedad en 
la que se da la acción simul tc'inea del individuo, de la -

empresa y del Estado. Esto es, de tres niveles diferen­
tes de iniciativa que se combinan y se coordinan. para -
establecer la mixtura de la economía que constituye un -
supuesto básico de nuestro proceso de desarrollo. 

Asi para la Comisión de Diputados las entidades paraest~ 
tales son. elemento de un Estado que ha rebasado la idea 
tradicional del Estado gendarme y el concepto liberal -­

del Estado benefactor y que se ubica entre las llamadas 

economias de mercado y las centralmente planificadas. 

La Comisión encuentra que el proyecto de ley refuerza la 
evolución de nuestro país hacia el propósito de que el -
Estado, además de promotor, sea protagonista de su pro-­
pio desarrollo. Pues, el proyecto plantea la consolida­
ción de la empresa pública y apuntala el sistema de pla­
neación integral de la economía. Así la iniciativa pú-- · 
bl ica se ordena y se orqaniza cara oue su participación 
directa en las tareas de producción y de servicio~. sea 
m5s eficiente y más efectivaº 

Para la Comisión el propósito de fondo de Ta ley sirve, 
necesariamente a la idea de la democracia visualizada -­
par el tercero constitucional, en el sentida de que ésta, 
además de ser estructura jurídica y régimen político, es 

sistema de vida fundado en el constante mejoramiento ec~ 
nómico, social y cultural del pueblo. 
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Ante tan importantes propósitos seoún la Comisión. la -­
Inicia.t.iva de Ley se orienta a la consecución de los si­
guie~tes objetivos generales: 

A) Otorgar los controles previos gubernamentales 
a la única instancia del órgano o Junta de Gobierno de -
las entid~des, en el cual se encuentran debidamente re-­
presentad~s l~s dependencias correspondientes del Ejecu­
tivo Federal; 

B) facultar a dicho órgano para normar en cada e~ 

so a la entidad o empresa de que se trate dentro de la -
sustantivid~d del marco legislativo existente, tratando 
~sf de ·evitar la indiscriminada aplicación de normas muy 
ge~erales que por razones prácticas no resultan apropia­
das para los diferentes tipos de entidades; 

C) Constft.uir una plataforma jurídica adecuada. -
congruente con l~ realidad jurídica-política mexicana, -
para que a través ·de· una correcta ·apl icaci6n y de una -­
respuesta adecuada de las dependencias del Ejecutivo Fe­
deral 1 ·se ·concilien en· un marco de armonía, por una par­
te, la &utonomía de gesti6n necesaria a toda empresa. y 
por otr~ la indispensable tutela que corresponde al go-­
bierno de las entidades pObl icas que definen ·su interve.!!.. 
ci6n· ~n l~ economía y en la sociedad. 

D) Ser una instancia jurídica adecuada para otor­
gar plenitud de autonomía de gesti6n a los intereses de 
las enti~ades paraestatales, permitiendo por otra parte 
el ejercicio ade~uado de los controles del Est~do. Cuan 
do hu~je~en umtstones o incumplimlehtos de las obligaci~ 
nes que el· ordena.miento señ·ala a la· 'Junta de G;obierno o 
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al Director General, el Ejecutivo Federal. a través de -

las dependencias globalizadoras, en los términos que co­

rrespondan a cada una de ellas, según sus atribuciones y 
competencias respectivas suplirá tales omisiones y fine~ 

rá las responsabilidades; y 

E) Establecer las bases para que se instrumenten 

los procedimientos y se tomen las disposiciones y medi-­
das que fueren necesarias, de manera paulatina y conve-­
niente1 para ajustar a las entidades públicas a los tér­

minos ~e esta i.niciativa, con las excepciones que el Ej~ 

~utivo Federal determine de conformidad con lo estableci 

do en esta propia Ley y en su Reglamento''. f./ 

la Comisi6n de Gobernación y Puntos Constitucionales mo­
dificó varios de los preceptos contenidos en la iniciati 
va con el propósito e>;pl 'icito de precisar el alcance y -

el marco ~e aplicaci6n de la Ley, sistematizar y reubi-­

car a_lgunas norm~s y. finalmente, ajustar la redacción -

de ciertos articulas para ·su mejor entendimiento y f5ci1 

aplicación. 

Asf, para prec.isar .y delimitar el alcance de la Ley Fed~ 

ra.l de las Entidades Pa.raestatales al contenido del artJ. 

c~lo 90 de. la Constitución General. Se modificó la re-­
dacción del segundo párrafo del artfculo 60. de la ini-­

ciativa buscando una mejor congruencia constitucional. -

Al efecto se estim6 que la referencia a las ~reas priori 

tarias, áreas en las que e1 Estado, a través de las entl 

:y lbi~. pp. 9-10. 
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dades paraestatales interviene por si o en concurrencia 
en su desarrollo y manejo con las empresas de los secto­
res social y privado, se ubica tanto en el artículo 26 -

Constitucional a que alude la iniciativa como en los ar­
tículos 25 y 28 de la propia Constitución. Este punto -
es central pues saca de la Ley en cuestión, las defini-­
ciones que la Constitución prevee se harán en las leyes 
respectivas. 

La Comisión estimó oportun~ precisar el contenido del a~ 

ticulo So. de la iniciativa toda vez ~ue las expresiones 
organismos bipartitas y tripartitas no poseen un signifl 

cado jurídico unívoco, por lo que se ha preferido enun-­
ciar expresamente los organismos que con tal naturaleza 
existen en la legislación Nacional. 

De igual manera, la Comisión consideró conveniente modi­
ficar· el texto ~e1 artfc"ulo 11 de la iniciativa. El pr~ 
cepto en cuesti6n se reftere a uno de los conceptos tor~ 
les de la nueva ley cuya adopci6n se propone, a saber, -
la autonom1a de gest·ión. Par~ precisar la finalidad de 
dicha forma de gestión es conveniente establecer que la 
autonomía de gesti6n .tiene por propósito el que las Entj_ 
dades Paraestatales cumplan de modo más eficaz con el o~ 

jeto especifico para el cual fueron creadas; el objeto -
se precisa en el acto de constitución y se vincula nece­
sariamente a los fines del desarrollo determinados cons­
titucionalmente. Igualmente la Comisi6n consideró que -
la autonQmía de gesti6n requiere y supone de una admini~ 
traciQn de la entidad ágil y eficiente, es decir 1 ibera­
d~ de trabas innecesarias e injustificadas. Intimamente 
vinculado con este artículo la comisi6n relacion6 el ar-
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tículo 58 de la iniciativa en que se establecen las atri 

buciones indelegables de los 6rganos de gobiernos en los 
que fundamentalmente radica y se deposita la autonomla -
de gesti6n. 

Para la Comisión, los artículos 15 y 16 de la iniciativa 
poseen una señalada importancia toda vez que en los mis­
mos se establecen los requisitos y formalidades que ha-­
brán de seguirse para la creación y extinción de los or­
ganismos qescentralizados. Considerando que en consona~ 
cia plena con lo dispuesto por la Constitución General -
la iniciativa de Ley Federal de las Entidades Paraestat2_ 

les prevee que la creación de los organismos descentrali 
zados podrá real izarse tanto por el Ejecutivo Federal C.Q. 

mQ por el. Congreso de la Unión. En este particular el -
dictámen recoge el principio vigente desde la promulga-­
ción de la Ley para el control c!t! los organismos descen­
tralizados de 1947. Pves uno y otro caso se establecen 
los requisi·tos que deber5n contenerse en el acto de ere~ 
ci6n. fgualmente se pre·cisa en la parte final del artí­
culo 15, ~ue la extinc·i6n de tales organismos deber§ --­
ajustarse en su forma a l~s normas ~ue rigen su crea---­
c1on. En tal virtud, ~s claro que la extinción de los -
organismos crea·dos por el· Consejo de la Unión sólo podrá 
llevarse ~ cabo por el propio C6ngreso. La Comisión ex~ 
min6 con particular atenc·ión el procedimiento que el ar­
tículo 16 establece para la extinción de los organismos 
descentralizados creados por el propio Ejecutivo y esti­
ma que ta.1 procedimientQ así como las causas que en el -
mismo artfculo 16 se precisa constituyen una adecuada g~ 
rantla en la materia. 
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El artículo 31 de la iniciativa referido a la enajenación 
de la participaci6n estatal en empresas del sector públi­
co fue adicionado por la Comisión con un segundo párrafo 
en el que se consagra a favor de los trabajadores un de­
recho de preferencia en la adquisición de las acciones -
o participaciones sociales correspondientes. Esta adi-­
ci6n pretende crear un nuevo marco para la participación 
del sector social y los trabajadores en el manejo de em­
presas ~ue operan en §reas prioritarias de la economia. 

El artículo 19 de la iniciat;Va establece los impedimen­
tos de los miembros de los órganos de gobierno de las e~ 
tidades paraestatales. El prop6sito que se persigue es 
el de asegurar la honestidad y probidad de los mismos. A 
los impedimentos contenidos en la iniciativa la Comisión 
consideró oportuno agregar dentro de la Fracción IV la -
categorfa de los sentenciados por delitos patrtmoniales 
a fin de complementar -el precepto. Finalmente, precisó 
el sent.ido de 1a f~acci6n V estableciendo su vinculación 
directa ·con el ~rtlculo 62 de la Constitución General. 

Relacion~do con lo anterior aparece el articulo 21 en el 
que se esta.blecen los requisitos para poder ser designa­
do Director General de una entidad paraestatal. Estos -
requi~1t0s, a juicio de la Comisión resultan oportunos -
toda vez que tienden a ase·gurar una más adecuada integr.! 
ción del cuerpo de Directores Generales de las entidades 
paraestatales. La Comisión estimó que no es conveniente 
establecer como lo hace la Fracci6n JI del artículo 21 -
~e la 1nicfatiVa en examen, un período de tiempo determl 
nado en el ejercicio de cargos de altos niveles deciso-­
rio sino que ªste deber& va.lorarse atendiendo a la natu-
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raleza. dimensiones y funciones especlficas del organis­
mo para el que vaya a hacerse la designación de Director 
General. 

De la confrontaci6n entre la iniciativa que se examina y 
la de reformas a Ta Ley Orgánica de la Administración PQ 
bl ica Federal simultáneamente presentada por el Ejecuti­

vo, la Comisión apreci5 necesario reforzar a la estruct~ 
ra jurldica de los comités mixtos de productividad por -
lo que propuso la adición de un segundo párrafo al artí­
culo 56 de ·la iniciativa de Ley Federal de Tas Entidades 

Paraestatales para definir con claridad la función de dl 
ches comités. 

~a Comisión consideró que las atribuciones indelegables 
que la Ley fija. para. los órganos de gobierno de las enti 
dades paraestatales deben de expresarse con precisi6n y 
claridad toda vez que ·1as mismas constituyen el sustento 
qe la autonom1a de gest·i6n a que ·la Ley propende. Asf -
propuso modfficaciones a la redacc·i6n de las Fracciones 
I, rrr.· VI,. VII, IX y Xl del art'iculo 58 de la iniciati­
va. 

Con relac·i6n a la!; facultades y obligaciones de los Di-­
rectores Generales de las ent·idades paraestatales regul.!!_ 
das en el artículo 59 de ·1a iniciativa. la Comisión con­
sider5 oportuno incluir una· nueva fracción XIV a fin de 
establecer de un modo claro y determinante la facultad -
de los Directores Generales para suscribir los contratos 
colectivQs e individuales conforme a los que se regula-­
rán las relaciones laborales de la entidad con sus trab~ 
jadores. 
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El artículo 60 de la iniciativa, relativo a las tareas -

de los comisarios públicos fue examinado cuidadosamente 
por la Comisión, con el objeto de precisar las tareas -­

que a los comisarios se asignan, modificó la redacción -
del segundo párrafo del artículo 60 buscando definir con 
nitidez 1 a finalidad de la evaluación del funcionamiento 

y desempeño general de las entidades paraestatales. 

Por otra parte la Comisión estimó oportuno adecuar la r~ 

dacción de los artículos 6,- 7, 8, 14, 22 y 34 de la ini­

ciativa; reordenó los artículos 31, 32, 33, 61 y 62 y -­
corrigió algunas imprecisiones gramaticales apreciadas -
en lo~ artículos 9, 10, 12, 15, 24. 25, 38, 39 y 67. 

Una vez presentado el dictárnen y después de la primera -
lectura se inició el debate en la Cámara de Diputados. 

El debate de la Ley fue largo pero no fueron muchas las 
modiftcaciQnes.realizadas a la iniciativa. 

En gen.eral, la fracc·i6n parlamentaria del PRI, sostuvo -
la interpretación conteni~a en el dictamen de la Comi--­
sión de Puntos Constitucionales. 

En la· oposición la visión sobre lo ·que es y debe ser la 
emp·resa pública en Méxi·co, está dividida en diversas pr.Q_ 
·puestas ideológicas y polít.icas. ll 

Toda ·la sección ·Sfguiente tiene ·como fuente ·.el Di~ 
rio .de Debates de la Climara de Diputados del. día~ 
22 de Abri 1 ele 1SB6. 
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Para el PRT, la empresa pública debe ser la pieza el ave 

del desarrollo naci·onal, lugar donde se prepara un pro­

yecto más amplio de generación de un nuevo tipo de pals 
organizado de acuerdo a objetivos políticos e ideológi­
cos orientados por la construcción del socialismo. La 
preocupaci6n de este partido está centrada en el proce­
so de privatización y liquidación de las empresas pú--­
bl icas, fen5meno que es visto como un acto de traición 
al nacionalismo. 

El Partido Acción Nacional, ve la empresa pública como -
una fuente de dispendio y corrupción, donde la mala adm_i 
nistración las ha convertido en una carga para el país. 
De fondo, Acción Nacional cuestiona la rectoría del Est~ 

do en la economía y propone una menor intervención econg 
mica del Estado. Propone que se cedan las empresas al -
sector privado o que sean administradas por coogestión. 
Acci6n Nacional s5lo justifica la empresa pGblica en --­
cuanto es subsidiaria de la empresa privada, por reali-­
zar labores necesarias e incosteables a la iniciativa -­
privada. 

~1 Partido Popular Socialista cuestiona fundamentalmente 
el proceso de desincorporación y ve en la empresa públi­
ca una opción real para construir un país más indepen--­
diente de. los ''paises imperialistas''. Parte de una vi-­
sión de la intervención del Estado en la economía, donde 
le correspondería el manejo completo de ramas industria­
l es. 

El Partido Socialista .Unificado de Mªxico, ve la empresa 
públic~ como una opción del desarrollo de M~xico, criti-
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ca el uso que se hace de las empresas para subsidiar y -

financiar a las empresas privadas. considera que a par-­
tir de un diseño alternativo de empresa pública puede -­
construirse un nueva de desarrollo. 

El Partido Demócrata Mexicano, critica la corrupción er' 

la empresa pública y su deficiente administraci6n como -
alternativa en el desarrollo de un nuevo coperativismo. 
Critica la entrega que se hace de las empresas a intere­
ses extranjeros. 

Por su parte el Partido Social is ta de los Trabajadores, 
en una posición coincidente con el PPS, ve en el control 
del Estado de ciertas ramas de la producción una altern~ 
tlva de desarrollo independiente. Se declara en contra 
de la desincorporación de empresas paraestatales. 

En particular respecta de la Ley objeto de debate los -­
partiQos hicieron propuestas respecto de los mecanismos 
de integraci5n, desincorporaci6n y extinción, respecto -
de 1as formas de gestión y objetaron la coherencia jurí­
dica del ordenamiento. 

En part·icl.llar los partidos de izauierda, propusieron la 
particípac·ión de los obreros en ·1os Consejos de Adminis­
trac·i6n de las empresas. 

Toda la oposición coi~cidió en proponer una mayor inter­
venció~ del Poder Legislativo en la formación, control y 
extins·ion de los entidades. 
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Un argumento que esgrimió la izquierda es que la Ley de~ 
natural izaba la empresa pública pues·· convertía del domi­

nio del Ejecutivo~ lo que era dominio del Estado. Esta 
cuestión metodológica de técnica jurídica no fue esclar~ 
cida en el debate. 

Los partidos de la izquierda coindicieron en la propues­
ta de que la extinción o venta de las entidades se suje­
te a aprobación de la legislatura. 

Por su parte el PAN insistió en la función suplitoria -­
que debería tener como objetivo la empresa pública~ cri­
ticanCo severamente el dictamen de la Comisión por haber 
reformado el artículo 60. de la iniciativa. al suprimir 
la definición de las áreas prioritarias de la economía -
reenviando la del imitación al texto constitucional. 

Por otra parte el PAN insistió en la necesidad de esta-­
blecer· un mejor equilibrio entre la inversión pública y 

la privada. Respecto de la administración de las empre­
sas propuso la coogestión. 

En general se desecharon las propuestas de la oposición 
y el partido mayoritario hizo cambios a la redacción de 
los articulas s. a, 41, "58, ·59 y 65. 

Por ejemplo en el caso del artículo So., se suprimió la 
mención del Ejecutivo en el proceso de sectorización, -­
atribuci6n que le corresponde de acuerdo a la Ley Orgáni 
ca de la Admir.istra,ción Pública Federal. La exclusión -
se hizo por la amplitud de los términos en que la dispo­
sición está redactada. 
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En la Cámara de Senadores la 1niciativa de Ley no fue o~ 

jeto de un mayor debate ni de reforma. por lo que· el Ej_g, 

cutivo Federal promulgó la ley Federal de Entidades Par2._ 

estatales el 14 de mayo de 1986, y su vigencia fue inme­
diata a su publ icaci6n. 
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3.4 LA LEY DE ENTIDADES PARAESTATALES. 

La Ley de Entidades Paraestatales consta de 68 artlculos ·repar­

tidos en seis capitulas: Disposiciones Generales, Organismos -

Des central izados, Empresas de Participación Estatal Mayorita--­

ria, Fideicomisos Públicos, Desarrollo y Operación y Control y 

Evaluación. Además de ocho artlculos transitorios. 

La Iniciativa Presidencial se modificó en el Congreso de la --­

Unión, como aparece en el dictamen de la Comisión de Goberna--­

ción y Puntos Constitucionales, en las siguientes disposicio--­

nes: 

a) Se modificaron de fondo los articulas So, 60 1 11, 15, 16, 

19, 21 (fracción II}, 31, 56, 58 (fracciones I, II, VI, -­

VII, IX y XI), 59 (fracción XIV) y 60. 

b) Se adecuó la redacción de los artículos: 60, 7o, Bo, 14, 

22 y 34, y se reordenaron los artículos : 31, 32, 33, 61, 

y 62. 

c) Se corrigieron algunas imprecisiones gramaticales apareci­

das en los artículos: 9o, 10, 12, 15, 24, 25, 38, 39 y --

67. 

Por último. en el debate en lo particular sobre el articulado -

de la Ley, en la Cámara de Diputados, se modificaron además los 

artículos So, Bo. 41, 48, 68 {fracción I y XIV}, 59 (se supri-­

mió el VII original, corrigiéndose la redacción) y 62. 
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En las partes anteriores de este trabajo ya nos hemos referido 

al art'fculado de la Ley y a sus caracterfsticas. En los si-.,.-­

guientes párrafos señalaremos algunas de las inovaciones que la 

Ley trajo consigo: 

3.4.1 Inovac'ión Conceptual, 

En la Ley aparece una nueva termino1ogfa legal. que antes sdlo 

se utilizaba como convencionalismos en algunas dnrns de 1a adrni. 
nistracfón pública. 

Entre la novedad conceptual se puede señalar: 

Entidad Paraestata1, en lugar de Entidades de la Administra­

ción Púb1 ica Paraestatal. 

.. Administración Pública como sujeto de Derecho, cuando usual­

mente a quien se les atribuían responsabilidades y obligacio 

nes era a las dependencias o a las entidades Y -

Entidades Para.estatales como "auxiliares de la Administra-­

ción Pública Federal" Y, lo cual padrla ser un contrasenti­

do, pues dichas entidades "son o fon11an parte" de la admi!li~ 

traci6n Púb1 ica y no son terceros respecto a el la, además de 

que a quien auxilian es a1 Ejecutivo federal, que tiene per­

sonalidad distinta a la de las entidades. En este sentido -

son más c1 aros y coherentes los al"tícolos lo. y 3o. de 1 a -­

ley Orgánica de la Administración Püblica F'edera1 y se uti12.. 

l! Artículos 2o •• 20, 40 y otros de la Ley de Entidades Pat'ae!_ 
tata les. 

f..! ~, artículo lo. 
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za correctamente lo de auxiliar al Ejecutivo en el articulo 

40 de la Ley Federal de Entidades Paraestatales. 

- Coordinadora de Sector, en lugar de Secretaria o dependencia 

coordinadora o "unidades administrativas", que era la termi­

nología usual de acuerdo a la Ley Orgánica, 

- Organos de entidades paraestatales ~/, en lugar de funciona­

rios o "unidades administrativas", como se manejaba conforme 

a la Ley Orgánica. 

Fideicomiso Público, que se ·utiliza por primera vez en una -

ley, para remarcar su naturaleza especial ~ 

Comisario Público, que también se utiliza por primera vez en 

una Ley, para remarcar su naturaleza especial ~1 . 

- Organo de Gobierno, que se utiliza para designar juntas de -

gobierno, consejos de administración o sus equivalentes §.! 

Por otro lado, se usan como términos distintos, sin precisar 

porqué, a 1 gunos conceptos que se ut i1 izaban como sinónimos 1 o -

solo eran aplicables a ciertas entidades jurídicas, diferentes 

a aquellas en las que ahora se utilizan. Por ejemplo, no estd 

clara la distinción entre disolución, liquidación o extinción -

de organismos descentralizados a que hace referencia el articu-

~ ~- articulo 52. 

y ~- articulo 40 et a 1 • 

V Ibid. articulo 60 et a 1 . 

Él lbid. articul os 17, 18, 19, 20, 34. 40, 56, 57. 58. 
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lo 16. Igualmente en el capítulo 11, sección A de la Ley, se -

habla de constitución, organización y funcionamiento de los or­

ganismos y en el Capitulo V, de desarrollo y operación. usual-­

mente funcionamiento y operación son usados para referir la mi~ 
mo. se ignora el porqué de la distinción y el porqué de su tra­

tamiento en capítulos distintos. 

3.4.2 La autonomía de gestión. 

A nuestro parecer es respecto de la autonomía de gestión donde 

se da una de las inovaciones más impcrtantes de la Ley. 

A los órganos de gobierno de las entidades se les faculta para 

normar a las mismas. Se les otorgan los controles, que antes -

eran gubernamentales, aprovechando que se encuentran debidamen­

te representadas las dependencias correspondientes del Ejecuti­

vo Federal y en general se devuelven a los órganos de gobierno 

su plenitud de responsabilidades con sus correlativas atribuci.2._ 

nes y derechos. 

Un aspecto básico de este planteamiento es riue los integrantes 

de las juntas de gobierno, asumen además de su papel de consej~ 

ros, la ohligación como representantes 9uhernamentales de pro-­

nunciarse sobre los asuntos de su competencia. 

Igualmente corresponderá a los órganos de gobierno el criterio 

sobre la f"ijación de pol'iticas sobre la administración, la pre­

supuestación institucional y la programación financiera de la -

empresa. En la elaboración deberán observarse los lineamientos 

generales de las secretarías globalizadoras. 

En suma, las empresas, en sus Organos de gobierno, reasumirán -

la responsabilidad de establecer políticas generales sobre su -
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funcionamiento. Definiendo en cada caso las prioridades a las 

que habrá de sujetarse. en cuanto a producción, productividad, 

comercial i zaci6n. finanzas. investigación y desarrollo tecnol ó­

gico y desar"rollo en general !_! 

3.4.3 Fortalecimiento de Organos de Gobierno. 

El fortalecimiento de los órganos de gobierno como de la Direc­

ción General se aprecia en dos aspectos: 

a) Precisar y ampliar sus respOnsabilidades y facultades lega--

1 es. 

b} Mejorar su integración y requisitos de sus integrantes y del 

Director General. 

El ampliar l"s facultades del órgano de gobierno es consecuen-­

cia de la autonmla de gesti6n. como ya se señaló. 

Al precisar 1 as responsabilidades y facultades en Ley se busca 

el que no se tenga que recurrir a mandatos para que opere el D.!_ 

rector General y hacer compatible las atribuciones del órgano -

de gobierno con las que ies corresponden legalmente a las Oepe_!!. 

dencias oficiales. 

Por otro lado. se exige a los integrantes de los órganos de go­

biernQ contar c;on una sólida formación profesional y disponer -

de experiencia en el campo donde se desarrol 1 a 1 a empresa, pues 

7/ Ibid. \:'éase en especial los artículos 9o, 11, 17, 38, 57. -­
- 51f;""""et al. 
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su responsabilidad no se lim1ta a definir pollticas y estable-­

cer prioridades, sino que con responsabi1 idad deben aprobar los 

programas financieros; autorizar la modificación de los pre---­

cios; aprobar las normas, bases y procedimientos que regulan -­

convenios, contratos, pedidos o acuerdos que deben celebrar las 

entidades paraest.:itales, con terceros, entre otros, en materia 

de obras públicas. adquisiciones, arrendamientos, prestaciones 

de servicios relacionados con bienes rnrnuebles, así como esta-­

blecer bases para la adquisición, arrendamiento y enajenación -

de inmuebles que requieru la entidJd. 

Se tiene igual cuidado en fijar las caracterfsticas y requisi-­

tos del Director General. buscando profesionolidad, probidad~ -

responsabi 1 idad y dedicación u su cargo ~1 . 

3.4.4 Registro y Control de Organismos Oescentr;:ilizados. 

En l;:i iniciativa de Ley se quiso manejar como inovación el re-­

gistro y control especial de los organismos descentralizados. 

En 1a misma estructura de lét Ley se parte de unü regulación ge­

neral para la constitución, organización y func1onamiento de -­

los organismos y después se hace extensivo "en lo conducente" a 

empresas y fideicomisos. 

El registro, actualmente obligación de todas las entidades par~ 

estatales, se restringe sólo para los organismos, serlalando los 

documentos o actos a registrar. 

Una disposición de gran trascendencia es el art'ictJlo 26, que --

~ Ibid. Véase en especial los artículos 19, Jo .. 21, 22, 34, -
~9, et al. 
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permite dar fé pública a 1 os certificadas que expida el Regi s-­

tro Público de Organismos Descentralizados, lo cual evitará, e~ 

mo ocurre. que se tenga que estar acudiendo a notarios públicos 

para certificar ciertos actos, lo cual implicará además ahorro 

importante de recursos. (Véase en especial el Capítulo II de la 

Ley). 

3.4.5 Papel del Gobierno frente a Paraestatales. 

Esta materia es especialmente delicada en la Ley y su funciona­

lidad está en cuestión. Ya que la nueva Ley, busca según su e2:_ 

posición de motivos un cambio cualitativo y de fondo a través -

de consagrar la autonomía de gestión de la empresa pública, pe­

ro sin modificar ni restringir las facultades y controles de -­

las dependencias de la Administración Pública Central. en rela­

ción con 1 as entidades paraestatales. 

Sin embargo. es necesario adelantar que el pretendido equili--­

brio que se busca entre control y autonomía no se desprende del 

texto de la Ley. sino que en todo caso derivará de la decisión 
política y práctica administrativa, pues es la ley, sólo se pr2_ 

curó dejar a salvo las facultades de las Dependencias Globaliz~ 
doras Y y del Coordinador de Sector .!.Q!. 

Salvo algunos casos concretos. que son los menos (art'iculos 54 

Y Ibid. Véase en especial los artículos 10. 11. 16, 24, 32. 
llr,:;l, 53. 60 y 65. 

!Q1 Jbid. Véase los artículos So •• 33, 34, 46 y 64. 
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y algunas fracciones del 58) 1 no aparece claro el cambio que -­

tanto se destaca en la exposiciOn de motivos de la Ley. 

3.4.6 Enajenación de acciones de Empresas Públicas. 

En la ley se subsana una aparente laguna en nuestro sistema ju­

rfdico que es la forma y procedimiento para enajenar acciones -

de empresas públicas. 

lo anterior era necesario, pues fue público y notorio que las -

recientes enajenaciones de acciones de empresas públicas no se 

sujetaban a ningún marco legal, sino que se efectuaban, a pesar 

de su trascendencia, con criterios subjetivos y procedimientos 

di fe rentes según el tipo de venta que se querla rea 1izar 1 dando 

incluso preferencia o haciendo diferencias discutibles respecto 

de los compradores. 

El tema ha sida muy discutido 1 pues na es explicable que para -

vender una maquina. un vehlculo o mobi1 iario se sujetan a cier­

tos requisitos y modalidades legales y no suceda nada cuando se 

quiere vender la participación social de una empresa. Existía 

cierto consenso jurídica de que 1 as acciones o títulos valor -­

eran bfenes muebles de dominio privado conforme a la Ley GeneM­

ral de Bienes tlacionales {articulo 30. 1 fracciones lV y Vr), - .. 

por lo que debieran sujetarse a lo dispuesto en el artículo 79 

de dfcha ley; lo cual incluso en el caso de participación esta­

tal indirecta. también era aplfcable 1 como señalan e1 artic;ulQ 

82 de la misma Ley. 

Sin embargo lo anterior ya quedó como cuestfón teóri<;a, pues la 

nueva Ley ya señala un procedimiento!.!:! ... 

lLf .!.!?_jE_ •. ~éase los artículos 32 y 68. 
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3.4.7 Otras Innovaciones. 

Entre 1 as modi fi caci ones más importantes que ti ene 1 a nueva 1 e­

gi sl ación destacan las siguientes: 

a} E~ materia de fideicomisos públicos existen dos disposici~ 

nes de trascendencia, que se refieren a dos aspectos dife­

rentes y que no se debe caer en el error de relacionarlos. 

La más importante innovadón está en el artículo 40 de Ja 

ley, que sujeta a la Ley a los fideicomisos públicos "que 

se organicen de manera análoga a los organismos descentra­

] izados o empresas de particlpaciOn mayoritaria", o sea. -

a diferencia de la Ley Orgánica de la Administración Públ.:!.. 

ca, que consideraba a todos los fideicomisos cuyo fideico­

mitente fuera el Gobierno Federal, como entidades paraest~ 

tales, la nueva Ley los limita sólo a algunos. 

Esta distinción se tiene que hacer, pues una cosa son los 

fidefcomfsos que son verdaderas empresas públicas. pues .. -

son unidades econ5mlcas de producción de bienes o presta ... -

ción de servicios, que tienen administración y local pro- .. 
pies, que contratan trabajadores para prestar servicios en 

la empresa y que llegan a ser tan o incluso más improtan- ... 

tes que ciertas empresas de participación estatal;, y otros 

son fideicomisos que sólo existen en papel, en contratos .. 

en los que se establece la operación de crf!dlto que reali­

za el propio banco con la estructura y recursos con los -­
que cuenta. 

La segunda innovación, es que la nueva Ley sólo se aplica -
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en fonna supletoria, tratándose de fondos y fideicomisos -

públicos de fomento ( artf culo 4o.) pues éstos se rigen en 

primer lugar por la legislación bancaria. Esto implica m~ 

yor intervención del sector financiero en los fideicomi--­

sos, pues la Secretarla de Hacienda es quien interpreta y 

fija el alcance de dicha legislaciOn. 

Sin embargo, es pertinente señalar que si bien ambos princi_ 

pi os son aceptables, 1 a íorm~ en que se presentan en 1 a Ley 

no es 1 a más adecuada, pues parece que por un 1 ado se hace 

referencia a los que por ser empresas están controlados por 

la nueva ley y por otro. los de fomento a los que se aplica 

preferentemente la legislación bcrncaria. 

Esta forma de presentación va a crear problemas prácticos. 

pues los llamados fondos o fideicomlsos de fomento, compre.!!_ 

den a gran pilrte de los fideicomisos públicos (como FEFA. 

FEBA, F!RA, FOIR, FO~EX, FOM!N, FOGAIN, FOrlEP, FOEN!. FOllA­

TUR, FIOAZUCAR, FINA!A, F!OSCER, FOV!, FOCA, FONACOT y ---­

otros), pero junto a ellos también pueden existir otros,_ ... 

que pueden ser traslativos, de garantía o de administra-- ... -

ción, que al no ser empresas públ feas. no se sujetan a 1 a -

Ley de Entidades Paraestatalcs. 

Por otro lado. es importante señalar que algunos de los fi­

deicomisos de fomento si son empresas, similares en estruc­

tura a empresas de participación estatal. como sucede con -

los siguientes fondos: F!RA, FONATUR. F!MAIA, FIOSCER, FQ­

NACOT y otros. 

Por tanto, la interpretación debe ser en el sentidQ efe que 

todo fideicomiso público que sea empresa se sujeta a la Ley 

de paraestatales, pero en caso de que sean fondos de fornen-
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to, se aplicará primero la legislación bancaria y en forma 
supletoria, la Ley de Entidades Paraestatales. 

Los fi dei comi sos que no sean empresas públicas, sólo se r~ 

gularán por la legislación bancaria, sean de fomento, o -­

sean de otro tipo, como los traslativos, de garantía o de 

administración. 

b) Los órganos de goblcrno de organismos y empresas, se reuni 
rán con una periodicidad no menor de 4 veces al año, o sea 

trimestralmente g¡. Por cierto que en ésto se es omiso -

tratándose de fideicomisos, pues el artículo 40, que sólo 

remite al Capítulo V de la Ley, no permite lñ aplicación -

de las anteriores disposiciones, que no están en el capít~ 

lo V de 1 a Ley. Antes de la nueva Ley, de acuerdo a un -­

oficio circular, la periodicidad era bimestral. 

e} Si bien se reproduce en el artículo 29 de la Ley, una dis­

posición que ya existía en la Ley Bancaria, la de no consi 
derar paraestatales las empresas en las que la banca tenga 

participación temporal, la novedad es que ahora la Ley Fe­

deral de Entidades Paraestatales en casos excepcionales -­

permite al Ejecutivo Federal atribuirles el carácter de p~ 

raes tata 1 es e incorporarlas a 1 régimen de di cho ordenami en 
to . 

.!Y .!!!M_. Véase los artfculos 20 y 35. 
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d} En caso de enajenación de acciones de empresas públicas, -

el artfculo 32 de la Ley establece preferencia para adqui­

rir dichos titulos. 

La Ley lo establece como derecho de los 11 trabajadores org~ 

nizadosº, lo cual no es sinónimo de sindicato, por Jo que 

una coalición de trabajadores lo podrfa solicitar. lo que 

no puede suceder es que un trabajador individualmente qui~ 

ra ejercer el derecho. 

Por otro lado, no deja de Jlamar la atención de que el de­

recho de preferencia se condicione a que sea respecto de -

terceros en igualdad de condiclones, lo que habrá de prcci 
sar; y que se respeten 11 Jos tP.rminos de las leyes y de los 

estatutos correspondientes", o sea, que una ley conafciona 

y se subordina no sólo a otras leyes, sino también a estñ­
tutos internos de una empresa. Como la legislación merca.!! 

til establece preferencia a los demás accionistas de las -

empresas y como los estatutos los fijan libremente en la -

empresa, el dered10 de preferencia consagrado en la Ley de 

Paraestatales es más teórico que real. 

e) Salvo en Jos casos de las secretarlas de Programación y -­

Presupuesto. Hacienda y Crédlto Público y la Contralorfa. 
el Coordinador de sector nombra a los integrantes del órg_!! 

no de gobierno de las empresas de participación estatal m-ª. 

yoritaria9 que "representan la participación de la Admini1 

tración Pública Federal" 111 . Esto implica que el coordi-

_!_J/ Asf Jo señala .I.eM· el articulo 34. 
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nador puede nombrar al representante de otra Secretaría de 

Estado y puede según la disposic·ión nombrar a personas que 

no sean servidores púb 1 i cos. 

Este asunto, de no coordinarse o regularse, puede ocasionar prQ 

blP.mas en la práctica, pues si se supone, conforme al artículo 

9o., que los representam:es de las Secretarfas deben pronunciar: 

se sobre asuntos de su competencia, es de pensarse que, con to­

da la razón del mundo, los titulares de las dependencias quisi~ 

ran designar a sus propios representantes. 
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4. EL PROBLEMA DEL URDEN JURID!CO Y LA LEY DE ENTIDADES PARA­

ESTATALES. 

LOS PROBLEMAS QUE PLANTEA LA LEY DF. ENTIDADES PARAESTATALES. 

4.1 Consideraciones respecto a la Estructura. 

La empresa pública es un concepto económico que se ha ido impo­
niendo al derecho. En este tema, la realidad se ha ido adelan­

tando a la norma jurfdica, la cual, como ocurre en este caso, -

trata de regular y encauzar una reülidad que no creó, pero la -

cual no puede ignorar. 

Lo anterior resulta importante porque 1 a ley que nos ocupa no -

crea las empresas públicas, dado que han tenido un desarrollo -

necesario y justificado dentro del esquema de economía mixta en 

el que se dió el desarrollo nar:ional desde la Revolución y que 

deriva de Ja Constitución de 1917. La ley, lo único que hace -

es regularlas, aprovechando la experiencia y los avances hechos 

dentro de los procesos de reforma y modernización admtnistrati­

va del Gobierno Federal. Si ésto es asf, se tiene que partir -

de la re;ilidad y no hacer ejercicios formales. 

La empresa pública, lo mtsmo que la empresa social y privada, -

desde un punto de vista económico, es una unidad económica de -

producción de bienes y prestación de servicios. fórmula que, i!!. 
cluso. reconoce la Ley Federal del Trabajo.!/. 

1./ Artículo 16 de la Ley Federal del Trabajo. 
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La unidad económica puede adoptar diversas formas jurídicas, s~ 

gún su naturaleza y finalidades. Asf las empresas públicas, -­

que convencionalmente en el campo administrativo se denominan -

entidades paraestatales, pueden tener 1 a forma de organismo de~ 
central izado, de empresa de participación estatal o de fideico­

miso público. 

Sin embargo, son más los aspectos comunes que las diferencias -

entre empresas públicas, a pesar de su diferente forma juri'di-­

ca, lo cual en una legislación sobre la materia como la expedi­

da, se tenla que aprovechar y destacar para estructurar su regg 

ladón como sujetos de derecho público administrativo y ya no -

como entidades sujetas a derecho privado, aunque fuera en par-­
te. sobre todo por lo que se refiere a su constitución, opera-­

ci6n, desarrollo y extinsión 1 lo cual no sucedió. al menos en -

forma integral. 

Efectivamente. la nueva ley se estructuró más con el criterio -

de remarcar las diferencias entre el organismo descentralizado, 

la empresa de participación estatal y el fideicomiso, para des­

pués señalar algunas disposiciones comunes; sin embargo, el --­

planteamiento. en términos sistemáticos, debió haber sido al r~ 

vés 1 con el objeto de remarcar lo común o genérico que tienen -

como empresas públicas o entidades paraestatales; por cjcmp10 1 

la utilización de las siglas "E.P." para empresas públicas que 

revistan la forma de empresas de participación estatal o fidei­

comiso, asf como la utilización por los bancos de las siglas -­
"S.N,C,11 (Sociedad Nacional de Créd'ito} para destaca1~ que son -

figuras diferentes a las que se conoce en derecho privado. 

La estructura adoptada por la ley motiva constantes repeticio--
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nes y remisiones: en ocasiones se regula para el organismo de2_ 

central izado 1 después se dice que se aplica también a las empr~ 

sas y a los fideicomisos y, en algunos casos, por definición no 

se hizo extensivo a las tres formas jurídicas un principio que 
razonablemente se debió general izar. 

Así existen disposiciones iguales en artículos diferentes, como 

ocurre con las disposiciones sobre extinsión o disolución, en -

los artículos 16 (organismos descentralizados) y 32 (empresas -
de participación estatal} y que se omitió respecto a los fidei­

comisos públicos; otro ejemplo lo encontramos en el articulo --

38, que dentro del capítulo de empresas de participación esta-­
tal, propiamente dispone que todo lo dicho para organismos se -

aplica a las empresas. 

Otro problema es que disposiciones r.iuy similares, por lo menos 

en el fondo, aparecen en el capítulo de organismos y también en 

el correspondiente al de las empresas, lo que implica duplici-­

dad de disposiciones. Así, las disposiciones sobre órganos de 

gobierno (integración, presidencia, quórum, votaciones y perio­

dicidad) que están en los artículos 15 y 20 respecto a los orgE_ 

nismos, de alguna forma se repiten en los artículos 34 y 35, -­

respecto a las empresas, que por cierto y por deficiencia de la 
Ley, no se hacen extensivos a los fideicomisos por la incomple­

ta redacción del Artículo 4o. Este problema hace que la Ley -

no sea exhaustiva en esta materia. 

Las repeticlones en los artír.ulos señalados y la posibilidad de 

evitar una laguna, se podría haber resuelto en un solo artícu-­

lo, en el que se señalaran ñas características comunes de los -

órganos de gobierno de cada forma de empresa, aún cuando en ar-
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tfculos por aparte se especificaran sus caracterfsticas partic.!:! 

lares. Esto habrfa favorecido la estructura de la Ley. 

Por otro lado, existen disposiciones que se deben aplicar a los 

trPs tipos de entidades, pero solo aparecen en un tipo, lo cual 

podrfa interpretarse erróneamente en el sentido de que sólo se 
aplica en una entidad. Esto ocurre en el último párrafo del a.r. 

tículo 15 donde, fuera de lugar, se señala que en la extinsión 

de los organismos se deben observar las mismas formalidades es­

tablecidas para su creación, lo cual no sólo se aplica a orga-­

nismos, sino también a empresas y fideicomisos. Pues si por -­
Ley se crea un fideicomiso (como los creados en la Ley de Refo!: 

ma Agraria y en 1 a Ley de Fomento Agropecuario), o una empresa 

(r:omc. las sociedades nacionales de crédito). solo por la Ley se 

pueden desaparecer; otro ejemplo sería Jo dispuesto por el arti 

culo 39 que obliga al Coordinador de Sector a cuidar en la dis.Q. 

luc16n de una empresa los intereses del público y los derechos 

laborales de los trabajadores (ésto se debió hacer extensivo a 

los organismos y fideicomlsos). 

Otro problema en la estructura de la Ley, es que aspectos rela­

cionados con el 11 funcionamlento 11 de organismos descentralizados 
aparecen en el Capítulo II, Secclón A de la Ley y después apar,g 

cen en el Capftulo V, dentro de los que se denomina 11 Desarrollo 

y Operación", que son aspectos del funcionamiento. 

Esta duplicidad ocasiona que facultadPS de un Director de unº..!: 

ganismo o empresa de participación estatal aparezcan lo mismo -

en los artículos 22, en relación con el 38 y después en el artf 

culo 59. Esto sin razón, dado que el artfculo 22 no se aplica 

a los Directores de fidelcomisos, por falta de exahustividad --
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del artículo 40, a pesar de ser una entidad paraestatal. 

La enumeración anterior. está constituida por problemas que se 
evitarfan si se hubiera reglamentado a la empresa pública en g~ 

nera l, con las moda 1 i dades o pee u l i arirlades que cada forma par­

ticular requiere y, al final, se hubieran señalado las diferen­
cias que cada forma jurídica puede revestir. 

4.2 Consideraciones sobre la sistemática jurídica. 

Un principio general de derecho, dice que la ley posterior der_Q. 

ga a la anterior en todo lo que se le oponga, principio que en· 

cuentra, incluso, en una norraa de derecho positivo, el artículo 

9o. del Código Civil para el Distrito Federal. 

Del uso. y a veces abuso, de dicho principio, o sea la deroga-­

ción tácita, se ha hechado mano constantemente en la técnica 1.Q. 

gislativa .. lo cual normalmente se inscribe en los artículos --­

transitorios. Sin embargo, nunca se habla llegado al extremo -
que ocurre con 1 a Ley de Entidades Pa raes ta ta 1 es. Conforme a -

la Ley, se busca modificar el sistema jurídico mexicano para -­

otorgar autonomía de gestión a las entidades paraestatales, sin 

modificar expresamente ninguna disposición de las leyes que han 

permitido y a veces obligado a la intervenr:ión y control estr"if. 

to de parte del Gobierno sobre dichas entidades. 

El mecanismo que se quiso utilizar en la Ley que nos ocupa fue 
el de la derogación tácita, pues se pretende que todo lo que no 

sea compatible cori la autonomía de gestión de los roganismos de 

gobierno sea derogado, sin precisar cuáles disposiciones lega--· 

les estarán en vigor y cuáles no. Esto puede causar inseguri-­

dad e incertidumbre y. de cualquier forma, constituye un exceso. 



188. 

Esto se afi nna por dos razones: 

a) Si bien existen en ge11eral "declaraciones" de que las ent_!. 

dades tendrán autonomía de gestión, acto seguido se tratan 
de reafirmar las facultades que actua1mente tiene e1 Coor­

dinador de Sector y las dependencias globalizadoras. 

b} De acuerdo a Jos motivos y fines de la Ley Federal de EntJ 

da des Paraestata les no se derognn propiamente las faculta­

des de autoridad que implican autorizactones previas, sino 

solo que las mismas se ejerce1·án por representantes de las 

dependencias dentro de los órganos de gobierno de las entf 
da des. 

Esto implica que al no derogarse las facultades que a las Seer~ 

tarlas les otorgan otras leyes de derecho público, siguen te---. 
niendo posibilidad de ejercitarlas y de aplicar lo dispuesto en 

las mismas. 

Otro problema que se puede encontrar en la Ley, es que una atri 

bucfón otorgada por otra ley a una Secretarla, se ejerce dentro 

de un órgano colegfado de una entidad que E..S gobernada y no go­

bernante. Aqu'Í la atribución se hace ti un órgano y no a la Se­
cretaría. 

Si se emite el acto por un órgano colegiado~ el problema es que 

una dependencia competente en una materia podría perder en la -

votación, y que conforme a la nueva Ley, aunque la dependencia 
se haya opuesto, se entiende el acto aprobado, por asl manifes­
tarlo la mayoría de los miembros del órgano de gobierno de la -

entidad. 
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En la exposición de motivos de la Ley se destaca que lo que se 

suprimió fueron todas las autorizaciones pl"evias, lo cual que­

da claro en el cuer"po de la Ley, pues al señalar que las depe~ 

dencias ejercerán sus atri bue iones a través del Organo de Go-­

bierno (artículo 9o. segundo párrafo y sobre todo las relacio­

nadas al artículo 58 de la Ley), implica que no sólo las que -

corresponden a las autorizaciones previas, sino que todas las 

atribuciones se 11 deben ejercer" en el órgano de gobierno, can 

la sola limitante de que sean de su competencia. Por tanto, -

si se ejercen en los órganos de gobierno es que no están dero­

gadas. 

Como se puede apreciar, la Ley de Entidades Paraestatales, po­

dría implicar un régimen jurídico para1elo a1 sistema jurídico 

administrativo vigente en 1a actualidad y por tanto, es posi-­

ble que implique cuestiones de conflicto de leyes o disposici~ 

nes, en cuanto no es claro cuál se debe aplicar. 

Se pueden seiialar, entre otros. los siguientes ejemplos de los 

sistemas paralelos y los confl i e tos que se pueden dar entre --

1 os mismos: 



COMPETENCIA DE LAS JUNTAS DE 

GOBIERNO (LEY FEDERAL DE 

ENTIDADES PARAESTATALES) 

1. Aprobar 1 os programas y -

presupuestos de la entidad -

paraestatal. asi como sus m!!_ 

dificaciones, en los térmi-­

nos de la legislación aplic2_ 

ble. Bastará con la aproba­

ción del órgano de gobierno, 

tratándose de los presupues­

tos y programas financieros, 

salvo aquel 1 as i ncl ui dos en 

el Pres u pues to de Egresos de 

la Federación o del Departa­

mento del Distrito Federal. 
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COMPETENCIA DE LAS 

SECRETARIAS DE ESTADO (LEY, 

DECRETOS, REGLAMENTOS, ACUERDOS 

Y OTROS). 

l. En esta materia 

a} Corresponde la Secretaria de 

Programación y Presupuesto: 

Aprobar los presupuestos --­

anuales y las modificaciones, -

de las entidades paraestatales. 

(articulo 24 de la Ley de Pres.!!_ 

puesto y Gasto Púglico Federal). 

Proyectar y calcular los --­

egresos de las entidades (art'i­

cul o 32. fracción V de 1 a Ley -

Orgánica de la Administración -

Pública Federal). 

Autorizar los programas de -

inversión pública (artículo 32 1 

fracción VII de la Ley Orgánica 

de la Administración Pública F.!:,. 

deral). 

Efectuar 1 as modi fi cae iones 

que considere necesarias. {art.!_ 

culo 27 y 28 del Reglamento de 

la Ley de Presupuesto. Contabi­

lidad y Gasto Público). 

b) Corresponde a la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público: 

Proyectar y calcular los in­

gresos de las entidades paraes­

tatales, considerando las nece-



2. Ffjar y ajustar Tos pr~ 

cios de bienes y servicfos 

que produzca o preste la e~ 

191. 

sfdades de recursos y el crédi­

to público (artículo 15, frac-­

ción I. de la Ley General de -­

Planeación). 

c) Corresponde a la secretaria, 

coordinador de sector: 

- Anal izar y revisar Tos pres~ 

puestos de Tas entidades y efeE._ 

tuar Ta congruencia sectorial 1 

integrándolos a sus propios an­

teproyectos de presupuesto (ar­

tículo 26 y 29 del Reglamento -
de la Ley de Presupuesto y Gas­

to Público Federal). 

Integrar y someter a las CO!!_ 

sideraciones de las secretarlas 

global izadoras el presupuesto -

por programas sectorial y el -­

programa financiero. así como -

determinar la distribución de -

Tos recursos consolidados auto­

rizados entre las entidades de 

su sector. (artículo 2o. frac-­

cfón IV. del acuerdo presiden-­

cial sobre funcionamiento de -­

Tas entidades de la administra­

ción pública paraestatal de ma­

yo 10 de 1983). 

Corresponde a la Secretarla de 

Hacienda y Crédito Públ feo: 

Proyectar y calcular los in-



tidad paraestatal, con ex-­

cepción de aquel los que se 

determine por acuerdo del -

Ejecutivo Federal (artículo 

58, fracción 11 I). 

3. Aprobar la concertación 

de préstamos para el fina!l 

ciamiento de la entidad p~ 

raestatal. 

Solo los préstamos exter-­

nos se enviarán a la Seer~ 

taría de Hacienda para su 

autorización y registro -­

(artículos 54 y 58 frac--­

ción IV). 
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greos de las entidades pa raest!!_ 

tales considerando las necesid~ 
des de recursos y el crédito p.Q_ 

bl ice, (artículo 15, fracción -

11, de la Ley General de Plane~ 

ción y artículo 31, fracción -­

IV, de la Ley Orgánica de la A!!. 

ministración Pública Federal). 

Establecer y revisar los pr~ 

. cios y tarifas de los bienes y 

servicios de la Administración 

Pública Federal (artículo 2o, -

fracción 11, inciso b) del ---­

acuerdo presidencial sobre el -

funcionamiento de Entidades de 

1 a Administración Pública Fede­

ral. de 19 de mayo de 1983). 

Corresponde a 1 a Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público: 

- Autorizar a las entidades P!. 
ra gestionar y autorizar el fi­

nanciamiento. fijando los requ..!_ 

sitos a los que deberán ajustar­

se (art'fculos 3o. fracción IJI, 

4o. Fracción IV, 17 1 segunda pá­

rráfo y 19 de 1 a Ley Federal de 

Deuda Pública. 



4. Establecer con sujeción 

a 1 as di sposi ci ones 1ega1 es 

relativas, sin intervención 

de cualquier otra dependen­

cia, las normas y bases pa­

ra la adquisición, arrenda­

miento y enajenación de in­

muebles que Ja en ti dad par~ 

estatal requiera para la -­

prestación de sus servicios, 

con excepción de i nmueb 1 es 

de organismos descentra 1 i Z! 

dos que 1 a Ley Genera 1 de -

Bienes Nacionales considere 

de dominio público de Ja F~ 

deración (artfcuJo 58, fra..s, 
ción XIV). 
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Corresponde a la Secretarla de 

Desarrollo Urbano y Ecologi'a: 

- Autorizar los actos jurídi-­

cos que celebren las entidades 

paraestatales, por lo quP. se a.2_ 

quiera o transmita la propiedad 

de inmuebles asf como determi-­

nar las normas y establecer las 

directrices correspondientes -­

(articulo 80. fracción V de la 

Ley Federal de Bienes Naciona-­

les). 

- Aprobar y registrar los con­

tratos de arrendamiento de in-­
muebles de paraestatales (arti­

culo So., fracción VIII de la -
Ley General de Bienes Naciona-­

les). 

Es importante señalar que las -

normas y bases para la adquisi­

ción, aprovechamiento y transm_!_ 

sión de inmuebles de paraestat! 

les están establecidos en la -­

Ley General de Bienes Naciona-­

les y sus reglamentos, a las -­

que deben sujetarse las entida­
des, conforme al artículo 9o. -

de la Ley citada, por lo que en 

todo caso, a pesar de lo que di 

ce la Ley de Entidades Paraest! 



S. Aprobar de acuerdo a 

las leyes aplicables y el 

reglamento de esta Ley, -

las políticas y programas 

generales que regulen los 

convenios 1 contratos, pe­

didos o a cuerdos que deba 

celebrar la entidad para­

estatal con terceros en -

obras públfcas, adquisi-­

c iones. a rrendami en tos y 

prestación de servicios -

relacionados con bienes -

muebles. 
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tales. los actos que se generen 

en las Juntas de Gobierno de --

1 as entidades deberán sujetarse 

a la Ley, con la intervención -

que le corresponde a la Secret~ 

ría de Desarrollo Urbano y Eco-

1 ogfa, sobre todo en e 1 aspecto 

normativo y operativo. 

Corresponde a 1 a Secretarla de -

Programación y Presupuesto: 

Expedir las disposiciones ad­

ministrativas que en aplicación 

de la Ley de Obras Públicas. de­

ben observar en Ja contratación 

y ejecución de las obras oyendo 

la opinión de la Comisión Inter­

secretarial Consultora de la --­

Obra Pública (artfculo 60. de la 

Ley de Obra Pública). 

Las po 1fticas 1 bases, progra­

mación y presupuestación de la -

obra públ lea se encuentra en la 

Ley de Obra Pública, por lo que, 

a pesar de lo que diga Ja ley de 

paraestatales, en todo caso las 

juntas de gobierno se tendrán -­

que ajustar a lo dispuesto en la 

Ley, con 1 a intervención que co­

rresponda a la Secretaría de Pr.Q_ 

gramaci ón y Presupuesto. 
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Los anteriores son algunos ejemplos de disposiciones jurídicas 

que corresponden a dos sistemas jurídicos diferentes, que avan­

zan en forma paralela y que en la Ley Federal de Entidades Par_! 

estatales no se tuvo el cuidado de vlncu1ar y armonizar, de ahi' 

que exista una incongruencia legislativa. 

4.3 El problema de la coexistencia con el derecho privado. 

La Ley Fcdet"a.1 de Entidades Paraestata.les no llegó a declarar a 

las entidades como sujetos de derecho público, sujetas a las -­

disposiciones de derecho administrativo~ cuando pudo haberlo h~ 
cho para resolver un asunto en debate en el derecho administra­

tivo. 

En este sentido la Ley no es clara y definitiva. El segundo p.![ 

rrafo del artículo lo. se limita a señalar que en lo no previs­

to por la ley y sus disposiciones reglamentarias. se uapl icarán 

otras disposiciones, según la materia que corresponda 11
• 

En la misma Ley. en los artlculos 3o., 4o .• y So .• se señalan a 

ciertas entidades paraestatales tales como: Universidades. Pro­

curadurfa de la Defensa del Consumidor, Bancos. Fideicomisos de 
Fomento, Organizaciones Auxiliares de Crédito, LM.S.S., 

I.S.S.S.T.E." INFúrlAVIT. I.S.S.S.F.A.M., y otros, para afirmar 

que se regularán por las leyes específicas y supletoriamente -­

por 1a Ley de Entidades Paraestatales. 

Si bien es cfer"to que se _mantiene el principio de aplicar en -­

primer lugar la Ley de Derecho Público, se mantienen, tratándo­

se de empresas de participación estatal mayoritaria y flde'icomj_ 
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sos públicos 1 las mismas disposiciones de derecho privado, pri!!. 

cipalmente de derecho mercanttl 1 a pesar de tratarse de empre-­

sas públicas, cuya naturaleza, objetivos y sentido son di"stin-­

tos a Jos de las empresas privadas que tienen como finalidad -­

principal el lucro. Este problema se puede apreciar principal­

mente en Jos artículos 4o., 319 36, 37 y 38 de la Ley. 

Es importante señalar que Ja Ley significa un avance en la reg,!! 

lación sobre la empresa pública, reduciendo la necesidad que se 

tenia de recurrir al derecho privado. Sin embargo, persisten -

problemas que en la práctica se seguirán dando, como el que se 

tengan que "inventar" cuatro socios en las empresas propiedad -

exclusiva del Estado, para cumplir con el requisito de cinco SQ 

cios que exige 1a legislación mercantil para las sociedades an..Q 

nimas. Así también. continuarán efectuándose las asambleas de 

accionistas 11 en libros", pues de acuerdo a la legislación mer-­

cantil. es el órgano máximo de Ja sociedad; sin embargo, en las 

empresas del Estado, quien real y efectivamente asume el carác­
ter de órgano máximo es el órgano de gobierno. consejo de admi­

nistración o junta de gobierno. Por otro lado, en caso de ven­

ta tendrán preferencia para la adquisición de las acciones de -
la sociedad propiedad del gobierno. los "antiguos socios 11

, en -

lugar de los trabajadores. como fue la intención incompleta de 

la nueva legislación sobre entidades paraestatales. Asimismo, 

se manejarán acciones. partes sociales, cupones. dividendos y -

otros, conforme las empresas de derecho privado. Respecto a -­

los aumentos de capital social se seguirán efectuando al modo -

de las empresas privadas, con el consiguiente beneficio para -­

los notarios públicos a expensas de Jos fondos del Estado. Es­

tas son, entre otras, algunas de las consecuencias de Ja indefi 

nición de la Ley. 
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Se ignoran los mot1vos por los cuales no se aprovechó la coyun­
tura para consolidar jurídicamente la figura de la empresa pú-­

bl ica y su sujeción del derect10 público. 

4.4 Algunas consideraciones respecto del Artfculo 60. 

En el Artículo 60., se encuentra una de las cuestir>'les más del_! 

cadas de la Ley de Entidades Paraestatales, pues este artículo 
reglamenta el artículo 26 de la constitución, en lo que se re-­

fiere a las actividades prioritarias que son objeto de la inte.!: 

vención del Estado en la economía. 

El Artículo 26 Constitucional establece que será la Ley regla-­
mentaria la que defina las actividades prioritarias, ésto era -

importante, porque se requiere establecer un marco definido pa­

ra la intervención del estado en la economfa, o al menos así PE. 
recia ser la pretensión del constituyente. 

En la iniciativa que el Ejecutivo Federal envió al Congreso ªP2. 
recia, como segundo párrafo del artículo 60., una primera deli­

mitación de lo que se consideraban como áreas prioritarias. en 

complemento de la propuesta constitucional. 

En la iniciativa se considera como áreas prioritarias "los que 

se establezcan con sujeción a los lineamientos y objetivos de -

la planeación democrática en los términos del articulo 26 de la 

propia constitución. particularmente los tendientes a la satis­

facción de 1 os intereses naciona 1 es y necesidades populares, tª-

1 es como la producción y distribución de bienes así como la --­

prestación de servicios socialmente necesarios. la protección -

de la planta productiva y el empleo, la promoción, fomento y --
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fortalecimiento de la industria nacional, la investigación e i!!, 

corporación de avances científicos y tecnológicos 11 E..1 . 

Esto significaba un pequeño pero importante avance en la regul~ 

ción de una esfera donde el ejecutiva había actuado permanente­

mente a su 1 ibre arbitrio. Sin embargo, ocasionó críticas de -

todos los sectores sociales por lo que en la comisión decidió -

suprimirse, o mejor, sustituirlo por una redacción genérica y -

ambigua y, lo que es más grave, autoreferente, pues la Constit.!:! 

ción refiere a las leyes reglamentarias para la delimitación -­

que la ley reglamentaria refier·a a la Constitución. la redac-­

ción quedó como sigue: "se consideran áreas prioritarias las -

que se establezcan en los términos de los artículos 25, 26 y 28 

de la propia Constitución, particularmente los tendientes a la 

satisfacción de Tos intereses nacionales y las necesidades POP.!:! 
lares 11 11 . 

El asunto de la autoreferencia genera una inconsistencia juríd..:!. 

ca pues deja el espacio s1n regulación constitucional, se crea 

así un limbo paraconstitucional. No es aquí un asunto de inte!. 

pretación, pues hay una inconsistencia lógica que toca el fondo 

del orden jurídico, ésto es, la función constitucional para or­

denar la legislación reglamentaria en una cascada legislativa -

que sólo en cuanto es consistente puede ser base de un Estado -
de Derecho. 

E/ Artfculo 60. de la iniciativa~ 

}./ Ley Federal de Empresas Paraestatales. 
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4.5 Algunas consideraciones respecto del articulado. 

En el articulo 10 de la Ley de Entidades Paraestatales, encon-­

tramos una cuestión importante que, aunque se reproduce en el -

articulo 54 de la Ley Orgánica de la Hdministración Pública Fe­

deral. se desconoce el motivo por c-1 cual una entidad paraesta­

tal sólo está obligada a proporcionar información a las demás -

entidades del "sector" y no a otras entidades de la Administra­

ción Pública Federal. 

En el articulo 15 se suscita un asunto interesante: no es ---­
usual que en una Ley se establezca lo que otras leyes futuras -

deberán contener en 1 a crea e i ón de organismos descentra 1 iza dos. 

Al tener igual jerarquía formal, la ley posterior puede modifi­

car la anterior, por lo que podrfa ser superflua la disposición. 

En el artículo 16 en donde se trata de la función de entidades, 

aunque se acepta la posibilidad jurfdica de la función tratánd.Q 

se de organismos descentralizados, no queda claro si sólo se -­
puede efectuar entre los mismos o con otras entidades paraesta­

tales, ésta último difícil de lograr, ni tampoco resulta claro 

el procedimiento. La confusión puede deberse también al arti'c!! 

lo 58, fracción IX de la Ley. 

En el articulo 18 se afirma que el órgano de gobierno no puede 

tener menos de cinco ratembros ni más de quince, lo que resulta, 

en su contenido y número, totalmente arbitrario pues no obedece 

a ninguna racionalidad generalizable en los distintos tipos de 

entidades. 
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En los artfculos 20 y 35 en lo referente al quórum mfnimo para 

que sesione el órgano de gobierno, hay que senalar que no es -­

apropiado establecerlo como "la mitad más uno" de sus miembros, 

pues si el número de miembros es impar el criterio se torna --­
confuso. 

Otro asunto que es confuso, en el art.fculo 59, se refiere al ei 
tablecimlento como facultad y obligación del Director General -

de la entidad paraestatal. el "suscribir, en su caso, los con-­

tratos colec'tivos e 'individuales que refulen las relaciones la­

bora les en la entidad con sus frabajadores 11 !!1. Es to en a 1 gún 

caso resultará difícil con todos los trabajadores de la enti--­

dad. 

En el artlculo 60 respect.o del Cor.iisario no se delimitan con -­

claridad sus funciones. Si bien se está de acuerdo que el Cornj_ 

sarta Público tenga todas las facultades necesarias para cum--­

plir con su cometido, ello no debe ocasionar, como sucede en al 

gunos casos, que se pretenda sustituir la función y responsaoi­

lidad de los órganos de gobierno y sobre todo de la dirección -
de la entidad. 

Esta ingerencia indebida, no se cuidó plenamente en la Ley, --­

pues al final del artículo 60 se señala que "en general efectu! 

rán {los comisarios} Jos actos que requieran para el adecuado -

9/ Artlculo 59, fracción XIII de la Ley :=eoer~l cie Empresas 
Paro.estat:ales. 
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cumplimiento de sus funciones". Redacción que permite bajo el 

argumento de facultades implícltas, al intervenir incluso en la 
operación y administración de Ja entidad. 
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5. CúllCLUS 1 UNES. 

Líneas de reflexión sobre el Estado de Derecho y la Ley ele Enti 
dades Paraestatales. 

En la sección anterior hemos podido revisar algunos aspectos en 

que la intención del legislador y las necesidades de regulación 

de un área fundamental de la vida económica de l·téxico, dentro -

de un orden jurídico que dé sustento al Estado de Derecho, se -

ven frustradas por el carácter de la materia y la complejidad -

de los intereses sociales involucrados. 

De hecho, seguramente la práctica administrativa y las necesid~ 

des propias de la vida de las entidades públicas han superado -

rápidamente el marco de la Ley. 

Por otro lado, respecto a la cuestión específica de la autoref_g 

rencia entre la Constitución y el a1~tículo 60. de la Ley, habrá 

que reconocer que la enumeraci6n de las áreas prioritarias no -

es la mejor solución para delimitar la acción del Estado en una 

esfera que por su dinamismo excede las posibilidades de un régj_ 

men estricto. En este sentido, hay que reconocer lu revolución 

que en el marco del orden juri'dico provocó la participación del 

Estado en la economi'a y las facultades extraordinarias que para 

tal efecto hizo suyas. En este punto i:io basta con señalar la -

i nconst i tuci ona 1 i dad, si no que se hace necesario pensar en un -

sistema juri'dico capaz de resolver, dentro del Estado de Dere-­

cho, esta contradicción aparente entre las obligaciones que en 
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materia social tiene el Estado y las atribuciones que requiere 

para cumplirlas. 

Contra lo que postula 1 a teori'a clásica sobre la creación del -

Derecho, la Ley no es, en la etapa actual del Estado Social, la 

fuente jurfdica primordial. La normatividad no se agota en su 

manifestación legal y la crisis de esta especie de normatividad 

se inscribe en otra mayor: la del Estado Unitario y Soberano. 

La realidad ha rebasado con mucho la actitud del racionalismo -

que creyó poder encuadrarla, completa, en sus contenedores leg!! 

les. 

Esta crisis de la Ley tiene, además de la explicación histórict1 

que en este trabajo no ha sido objeto de pleno análisis, otra -

que se relaciona con las concepciones filosóficas que han pred.Q_ 

minado en los siglos XVII al XX. Estas concepciones intelectu~ 

les> en seguimiento de las transformaciones materiales o sumul­

táneamente o también, en cierto grado, adelantando y anunciando 

éstas, han hecho cambiar la mentalidad del hombre. No es posi­

ble atender esta vertiente explicativa con la profundidad que -
se requiere, ni siquiera se considera contar con los elementos 

suficientes. Pero, apoyándonos en Garcfa-Pelayo ll, podemos d~ 
tenernos brevemente en algunos de los principales acontecimien­
tos intelectuales que fueron, de alguna manera, participando en 

la crisis del modelo jurfdico. 

Destaca en primer 1 ugar 1 a toma de conciencia, que ocurre en e 1 

siglo XIX, de la distinción entre la esfera natural y el mundo 

ll García Pe layo, Manuel. Derecho Constitucional Comparado, 
pp. 71-78. 
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histórico en que se ubica Ja actividad humana, básicamente a la 

cuJ tura como producto objetlvo de aquélla. Esta separación --­
atentó contra Ja concepción racionalista que copió los moldes -

de la naturaleza en la sociedad, sin reconocer la especificidad 

de este ámbito histórico. 

Tres movimientos filosóficos que, en el aspecto que nos intere­

sa, presentan un punto de colncldcnciu y que, en diversos gra-­

dos, se impregnaron en la conciencla moderna, fueron el histori 

cismo, el sociologismo y el existenciallsmo. Ese punto de coi!!. 
cldencla es 11 la repulsa por las generalizaciones y, por consi-­

guiente, Ja afirmación de lo concreto histórico, sociológico o 

existencial 11 ?./, 

Esta relatfvización se opone directamente a la idea central del 

racionalismo: subsumir toda la realidad en unos cuantos conce_e. 

tos. Se pierde la naturaleza humana, como concepto invariable, 

y se gana al hombre histórico y social. 

La nota fundamental de la Ley, su naturaleza abstracta, tamblén 

se pierde el apuntar el existenicalismo que lo diferente es lo 
determinante en la existencia. La repetición de actos stmila-­

res y la posibilidad de determinar supuestos elementos de Ja -­

abstracción y requisitos de la Ley, no caben en esta concep---­
ción. Jaspers alude al dc:dsivo papel que en esta ideologfa j_!! 

gó Ja excepción: 

y Ibidem. p. 72. 



"Si preguntamos al fin que sea la excepción y que no 

lo sea, debemos responder¡ la excepción no es sólo -

un raro acontecimiento límite, sino que está presen .. 
te en cualquier existencia posible, ya que la histo­

ricidad, como tal, incluye en sl lo excepcional como 

indisolublemente unido a lo universal { •.. } la verd~ 

dera excepción no es, pues, una excepción arbitraria 

{ ••. } sino algo que pertenece, indisolublemente uni­

do a la realidad de la comprensión infinita de la -­

existencia tempera 111 11. · 

206. 

Se pierden, en fin, los supuestos del orden jurídico, propues­

to por el Estado de Derecho 1 iberal, y no puede sostenerse en 

su dimensión original. Pretender seguir hablando de Estado L~ 
gal, como hacen algunos miembros de la comunidad jurídica, pu~ 

de deberse a alguna de las siguientes explicaciones: 

l. Puede tratarse de una pobre reflexión sobre el fenómeno 

jurídico, del cual sólo se manejen, imprecisamente, alg!!_ 

nos lugares comunes como pueden serlo: legalidad, Esta­

do de Derecho, división de poderes, etc. Este uso histf 

rico y sin referencias -ya no digamos materiales- jurf 

dicas correctas, denota una pobreza científica que, es -

lo temible, caracteriza al foro mexicano de abogados, -­

los cuales, refugiados en la excusa del pragmatismo, de~ 

deñan el estudio te6rico como si se tratara de dos mun--

ll Jaspers, cit. por, Garcfa-Pelayo. ~p. 73. 
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dos inconexos. Este vituperio de 1 a construcción teórica 

puede deberse a su escasa rentabilidad inmediata. 

2. Una explicación alternativa debe buscarse en la formación 

jurídica que se ha heredado de las escuelas formalistas y 

principalmente de la que, de un modo holgado, se ha llam-ª. 
do positivas, la cual en un afán por quedarse con la pura 

normatividad, a acabado por ser inmune a la realidad. E2_ 

ta actitud, que ha si do importante en 1 a comunidad jurí dj_ 

ca, no contempla en su lenguaje referencias materiales y 

termina por quedarse con la pura envoltura, perdiendo el 

contenido social. Si el derecho se agota en los precep-­

tos legales no hay espacio para una idea tan destructiva 

como la de que la legalidad se ha perdido. 

3. La última explicación que se puede encontrar a la insis-­

tencia sobre el Estado de Derecho puede ser la que descr.i 

be las posiciones de algunos de Jos tratadistas que en e~ 

te trabajo se han citado. Su profundo conocimiento de la 

realidad jurídica y, por supuesto material, y el estudio 

vinculado a ambas, su método de trabajo -en tanto brinca 

de lo jurídico a lo social- no permiten descubrir en --­

ellos confusión. Parecería -en el caso de García Ente-­
rría ésto es evidente-, que su insistencia en el Estado -

de Derecho tiene una intención proyectual conciente. Se 

trata de Ja batalla, que han hecho propia, entre el mode­

lo liberal y su enemigo intervencionista, tan cercano en 

algunos puntos al arbitrario régimen y, por lo misrno, tan 

poco respetuoso de lo jurídico. Prueba de ello, es el -­

análisis realista y minucioso que hacen del Estado inter-
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vencionista, el cual los lleva a pasar de largo las sali­

das fáciles, las puertas falsas, aquéllas que se canfor-­

man con reclamar la inconstitucionalidad del despliegue -

del Estado intervencionis'ta negándose a seguir un cor.Jba-­

te, perdiendo de hecho la guerra. 

Esta tercera postura parte del reconocimiento de la cri-­

sis de la Ley, y busca replantear la legalidad para hace..c 

la viable, funcional, conforme con el propósito de conte­

ner al poder, de modernizar el arsenal que permita lograr 

la reducción de las inmuriidades de la administración. El 

camino parece ser el que lleva al Estado de Justicia como 

forma moderna del Estado Legal. El control jurisdiccio-­

nal que en nuestro pafs es'tá drásticamente atrasado. 

La viabilidad del principio de legalidad en las circunstancias 
actuales estará condicionada a la capacidad de asimilación de -

las transformaciones o, como aquí las llamamos, desviaciones -­

del Estado con relación al modelo liberal original. Principal­

mente se tiene que aceptar la devaluación de la Ley y la exis-­

tencia de un poder normativo propio de la administración. Sólo 

una vez que se ha asimilado este avance, a nuestro parecer, in~ 

vitable e irreparable, del Estado intervencionista se puede es­

tablecer la estrategia del contra-ataque del Estado de Derecho. 
Se hace necesaria una visión más amplia, al modo de García de -

Enterria E/, del patrón contra el cual se va a contrastar la ªf. 

tuación pública para detectar posibles excesos. Ya no una fue!! 

1/ García de Enterria, Eduardo y Tomás Ramón Fernández. Cur­
so de Derecho Administrativo. t. I. p. 413 a 453. --
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te particular, la Ley, sino todo el ordenamiento jurídico, for­

mado por leyes -pero minoritariamente- y en su mayor parte -­

por normas emanadas de la misma administración. Una legalidad 

que no se refiere a un tipo de norma específica, sino, corno su­

girió Hauriou. añ "bloque d ela legal idad 11 §/. Tratar de que -

rija un principio de vinculación positiva§.../, conforme al cual 

cada actuación de la administración se base en una potestad pr~ 

vi amente otorgada por el ordenamiento. 

Se podrá alegar que esta concepción amplia de la legalidad, la 

cual incluye dentro del bloque normativo a las normas creadas -
por la propia administración, en caso de no existir una potes-­

tad la misma beneficiaria se la puede autoatribuir. Cierto, p_g 

ro ese proceso de autoatdbución también estará regulado en el 
ordenamiento y no podrá ser utilizado al gusto y capricho de la 

administración, sino con el alcance que le delimite el ordena-­

miento. 

Esta última reflexión exige que los ordenamientos jurídicos tr.fi.. 
ten con realismo el problema de la normatividad de la adminis-­

tración y en general asimilen las nuevas formas de actuación pf 
blica. No sirve de nada esconder, como la avestruz, la cabeza 
bajo tierra e ignorar una realidad totalmente alejada de las -­

previsiones normativas. La administración norma la vida social, 

eso e~ un hecho que poco cambiará con alegJ.r lncon:;titucionali­

dad y taparnos los ojos. El jurista debe rascar en lo concreto 

§/ 

Haurion, ci t por García de Enterria y Fernández, ~ -
p. 413. 

La vinculación positiva, en oposición a la negativa que -­
permite la actuación de la administración en todo lo no -­
prohibido por la Ley. 
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para explicarse las razones de la aparente inconsistencia de un 

sistema que no puede guardarse aislado en su burbuja de cris--­

t:aL 

La lucha por controlar la actuación pública requiere primero r~ 
conocer -en los t:extos legales comenzando por la Cosntitución­

que, por razones históricas de tipo social y económico, el Estj! 

do en su etapa social ha tenido que permitir en su interior la 
convivencia de dos estratos, uno 1 iberal y el otro intervencio­

nista y que este segundo requiere formas más flexibles de actuj! 

ción que la acartonada y antigÚa Ley. Mientras no tralJajemos -
en ese sentido -como otros países ya han comenzado a hacerlo-. 

negaremos al derecho su posibilidad de modernizarse plenamente. 
de explicar desde su óptica, la realidad social, seguirán los -

abogados autodesplazándose y, 1 o que es más grave, presenciare­

mos -tal vez ya es el caso- una actuación pública descontrol'ª 
da y arbitraria. 

En este trabajo se mantiene el punto de vista de que debe con-­
trolarse la acción del Estado, para evitar que este pueda incli 

narse hacia un grupo social favoreciéndolo ilegítimamente en -­

perjuicio del resto de las fuerzas de la sociedad, que en inter: 

acción y bajo ciertas reglas, constituyen la democracia. Aquí 

se postula, que cualquier transición a fases de mayor igualdad 
y justicia social, a mejores niveles materiales de vida para -­

las grandes capas de la población, que han sufrido el progreso 

y la libertad de otros grupos desde sus propias carencias, re-­

quiere de la democracia, entendida al modo de Bobbio Z/. como -

un conjunto de reglas de juego sobre quién y cómo puede decidir 

sobre asuntos colectivos. Una democracia que permita el flujo 

?_! Norberto Bobbio. El futuro de la democracia, p. 112. 
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y reflujo de intereses opuestos y establezca amplias vfas de n_g 
gociación y concertación. Una democracia. en fin, que no es -­

compatible con un poder públ lco que beneficia a unos grupos y -

perjudica a otros, de acuerdo a sus propias conveniencias. 

Si en algún momento de la histo1~ia Ja defensa del Estado de De­

recho fue Ta defensa de los intereses de una clase, en la actu~ 

lidad esta relación se ha invert"ido y sólo la juridicidad del -

poder, de todos los poderes, pennite su actuación transparente 

y sujeta a los acuerdos sociales. Fuera del Derecho, los pode­

res se ocultan, actúan en el anonimato y no respetan las re---­

glas, buscan y logran ventajas ilegftimas del Estado que tam--­

bién participa del juego, reproducen finalmente un sistema que 

les beneficia. flo cabe duda, el destino de la democracia -y 

por consiguiente de sus atributos: Ja libertad y la igualdad­

está unido inevitablemente al destino del Estado de Derecho. -

superando desde Juego su 1 imitada connotación liberal. 
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